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HONORABLE CÁMARA:

La Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos pasa a informar el
proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en mensaje, en primer trámite
constitucional y reglamentario, y para cuyo despacho el Ejecutivo hizo presente la
urgencia con fecha 13 de mayo, calificándola de “suma”.  
 

Con  motivo  del  estudio  del  proyecto  de  ley,  la  Comisión  contó  con  la
asistencia y participación de las siguientes autoridades y representantes del sector
público y privado:  Ministro  de  Economía,  don Hugo Lavados;  abogado de esa
Cartera,  señor  Carlos  Rubio;  Subsecretario  de  Pesca,  don  Jorge  Chocair;
Subsecretaria (s)  de Pesca,  doña María Angela Barbieri;  asesores jurídicos de
dicha repartición, señores Martín Manterola y Felipe Palacios;  Presidente de la
Mesa del Salmón, señor Felipe Sandoval; asesora del Ministro Secretaría General
de la Presidencia, señora Jessica Fuentes; Director del Sernapesca, señor Félix
Inostroza; gerente general de la Asociación de Bancos, señor Alejandro Alarcón;
asesor  de esa entidad,  señor  Jorge Claro;   Presidente de SalmonChile,  señor
César  Barros;  personeros  de  esa  organización,  señores  Víctor  Hugo  Pucci  y
Carlos Vial (ex presidentes), Rodrigo Infante (Gerente General) y Álvaro Varela
(abogado); Presidenta de la Asociación de Mitilicultores, señora Patricia Sanzana;
presidenta  y  asesor  legal  de  la  Confederación  Nacional  de  Pescadores
Artesanales  de  Chile  (Conapach),  señora  Zoila  Bustamante  y  Cristián  Tapia,
respectivamente;  vicepresidente  y  tesorero  de  la  Confederación  Nacional  de
Federaciones  de  Pescadores  Artesanales  de  Chile  (Confepach),  señores
Humberto  Chamorro  y  Juan  Morales,  respectivamente; presidente  de  la
Federación de Trabajadores Industriales del Salmón, señor Javier Ugarte; y los
representantes  de  las  siguientes  asociaciones  de  empresas  proveedoras  de
insumos y  servicios  a  la  referida  industria:  -Señora  Soledad  Zorzano,  gerente
técnico  de  la  Asociación  Gremial  de  Talleres  de  Redes  (Atared  A.G.);  -Señor
Héctor  Henríquez,  presidente  de  Armasur,  y  señores  Mauricio  Labra  y  Jorge
Pacheco, directores de esa entidad; -Señor Fernando Flores, de la Asociación de
Laboratorios  Veterinarios  (Alavet);  -Señor  Esteban  Chamorro,  presidente  de  la
Asociación  de  Buzos  (Adeb),  y  Alfredo  Labbé,  de  la  misma  organización;  -
Dirigentes de la Federación de Pescadores Artesanales Sur de Magallanes y la
Antártica Chilena, señores José Hernández, Erardo Muñoz, Gabriel Sánchez  y
Raúl Toledo; -De la Corepa X Región, señores Jorge Bustos, Héctor Morales y
Marcelo  Soto;  Dirigentes  de  pescadores  artesanales  de  la  Región  de  Aysén,
señores Iván Fuentes, Misael Ruiz, Nestor Müller y José Pichuncheo; Del Instituto
Libertad y Desarrollo, señores Pablo Kangiser y Jaime Salas; De la Asociación de
Productores de Salmón de la Región de Magallanes, señores Drago Covacich y
Alejandro  Fernández;  Ministra  del  Trabajo  y  Previsión  Social,  doña  Claudia
Serrano; Subsecretario del Trabajo, señor Mauricio Jélvez Maturana, y la Directora
Ejecutiva de la Fundación Terram, señora Flavia Liberona, 



I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se
hace constar lo siguiente:

1) Las ideas matrices del proyecto en informe son las siguientes 
-Modificar el modelo de otorgamiento y operación de los centros de

cultivo acuícolas, a fin de lograr un mejoramiento en las condiciones ambientales
y sanitarias en que se desarrollan. 

-Proveer mecanismos adecuados para facilitar y otorgar certeza a la
constitución  y  ejecución  de  garantías  sobre  las  concesiones   y
autorizaciones de acuicultura.

-Fortalecer las facultades fiscalizadoras del Sernapesca. 
-Incrementar  el  monto  de  la  patente  única  de  acuicultura en  forma

gradual. 
2) El proyecto fue aprobado en general, por unanimidad. Participaron en

la votación las señoras Goic (doña Carolina)  y  Pacheco (doña Clemira),  y  los
señores De Urresti, Galilea, Melero, Norambuena, Recondo y Ulloa. 

3) La iniciativa legal es de quórum simple.
4)  Los  artículos  1°  permanente,  en  sus  numerales  12)  y  16);  y  1°

transitorio, requieren ser conocidos por la Comisión de Hacienda. 
5) Se designó Diputado informante al señor  RECONDO, don Carlos.

II.- ANTECEDENTES.

a) El mensaje.
Éste comienza destacando que Chile es un país marítimo por excelencia,

ya que cuenta con una costa continental de más de 4.200 km. y una superficie de
3,15  millones  de  km2 en  su  zona  económica  exclusiva,  lo  que  sumado  a  las
buenas condiciones naturales de las costas ha permitido que la actividad acuícola
haya tenido un considerable desarrollo en un escaso lapso. Un importante papel le
cupo  en  la  materia  al  marco  normativo  dictado  en  1991,  que  al  promover  la
industria en comento le permitió a ésta alcanzar un nivel de producción, en apenas
20 años, que está dentro de los más altos del mundo. 

En 2007 la cosecha total de productos de la acuicultura superó las 800.000
toneladas, destacando las truchas y los salmones con alrededor del 70% del valor
exportado,  que  fue  en  total  US$ 2.494  millones.  El  año  2006  los  salmónidos
representaron el  60% del  valor  global  de nuestras  exportaciones en productos
acuícolas y pesqueros. 

Agrega que los centros de cultivo marinos se emplazan principalmente en
las regiones de Atacama, Coquimbo, Los Lagos, Aysén y Magallanes, donde la
acuicultura constituye una de las actividades económicas regionales, aportando
fuentes laborales y posicionándose, en el caso de las regiones australes, como
una de las más relevantes en cuanto a su impacto económico y social.

Particular mención merece dentro de la industria acuícola la actividad de la
salmonicultura, especialmente en la  Región de Los Lagos, donde se concentra la
mayor cantidad de empresas y servicios, que reúnen no sólo a los acuicultores
propiamente  tales,  sino  también a  las  empresas de servicios  ligadas al  rubro,
como el transporte, el lavado de redes, las plantas de proceso, los laboratorios,
etc.,  generando  de  este  modo  un  fuerte  impacto  en  la  creación  de  empleos
directos e indirectos.
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Sin embargo, y como es de público conocimiento, la situación de la industria
se ha visto fuertemente impactada el último año debido a la aparición del virus Isa,
que genera  una alta  mortalidad en los  salmones en cultivo  y,  cuando ello  no
ocurre, provoca de todas maneras efectos nocivos, como la pérdida del nivel  de
calidad  del  producto  y  una  disminución  en  el  ritmo  de  crecimiento  de  los
ejemplares. Esta situación ha impuesto la necesidad de dictar estrictas medidas
sanitarias para conseguir controlar el virus, habiéndose constatado a la fecha que
los instrumentos existentes para hacer frente a este tipo de enfermedades deben
ser complementados. Sin embargo, la medida más importante consiste en cambiar
el emplazamiento de los centros de cultivo y las condiciones de operación de los
mismos.  En  efecto,  la  cercanía  entre  algunos  de  dichos  centros,  con  la
consiguiente  influencia  o  impacto  de unos sobre  otros  debido a las  corrientes
marinas,  sumado a  la  falta  de  coordinación  en  la  operación,  ha  propiciado  la
diseminación de la enfermedad antes mencionada, con nefastas consecuencias
económicas y sociales para quienes forman parte de la actividad en las regiones
de Los Lagos y de Aysén.

A continuación, y en otro orden de consideraciones, el mensaje se refiere a
los  aspectos  principales  que  aborda  la  actual  normativa  sobre  acuicultura
(principalmente  la  ley  N°  18.892),  y  que  se  estructura  en  los  siguientes  ejes
temáticos:

i) Áreas fijadas como apropiadas para la  acuicultura  .
Conforme al artículo 67 de la citada ley, sólo pueden otorgarse concesiones

o  autorizaciones  de  acuicultura  en  las  áreas  fijadas  como apropiadas  para  la
actividad, lo que se traduce en un decreto del ministerio de Defensa Nacional,
previo informe técnico de la subsecretaría de Pesca, que debe consultar a los
organismos públicos con competencia sobre los usos alternativos de las aguas
que  se  desee  destinar  a  la  acuicultura,  tomando  en  cuenta  especialmente  la
existencia  de  recursos  hidrobiológicos  o  de  aptitudes  para  su  producción  y  la
protección  del  medio  ambiente.  Asimismo,  para  efecto  de  la  concesión  o
autorización deben considerarse las actividades pesqueras extractivas artesanales
y  sus comunidades,  los  accesos y  salidas  de puertos  y  caletas,  las  áreas de
fondeo de la escuadra nacional y de ejercicios navales, las áreas de desarrollo
portuario, los aspectos de interés turístico y las áreas protegidas que constituyen
Parques Nacionales, Reservas y Monumentos Nacionales.

Las áreas que pueden ser fijadas como apropiadas para la acuicultura son
los ríos, lagos y aguas marinas, incluyendo las playas, rocas y terrenos de playa
fiscal. 

Mientras  la  concesión  de  acuicultura  es  otorgada  por  el  ministerio  de
Defensa, a través de la subsecretaría de Marina, y recae sobre aguas marinas,
rocas,  terrenos  de  playa  fiscal  y  ríos  y  lagos  navegables,  la  autorización  es
conferida por la subsecretaría de Pesca, y puede hacerse efectiva en ríos y lagos
no navegables. Actualmente no existe ningún río o lago declarado apto para la
actividad en mención. En consecuencia, desde el año 1991 -en que se introdujo el
concepto  de área apropiada-,  sólo  subsisten  en los  lagos aquellos  centros  de
cultivo que habían sido autorizados para ello con antelación a dicho año. 

Por  otro  lado,  en  ningún  caso  pueden  otorgarse  concesiones  o
autorizaciones de acuicultura  en sectores  en que existan  bancos naturales  de
recursos hidrobiológicos.
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Las  áreas  apropiadas  para  la  acuicultura  no  son  excluyentes  de  otras
actividades, sino que su objetivo simplemente es acotar el espacio dentro de la
cual puede desarrollarse. 

Por su parte, la Política Nacional de Uso del Borde Costero, establecida por
el  D.S.  N°  475,  de  1994,  del  ministerio  de  Defensa,  incorporó  un instrumento
orientador y ordenador de las actividades que se desarrollan en dicho borde. Se
trata del concepto de “zonificación”. Conforme a ello, los gobiernos regionales, a
través  de  procesos  participativos,  con  integración  pública  y  privada  regional,
establecen los  espacios  en que preferentemente  pueden ser  desarrolladas las
actividades  en  el  borde,  velando  siempre  por  la  compatibilidad  de  usos,  la
prevención  de  conflictos  entre  usuarios  y  el  desarrollo  de  las  legítimas
aspiraciones regionales. 

En  este  contexto,  las  regiones  han  comenzado  -e,  incluso,  algunas
culminado-  el  proceso  de  zonificación,  por  lo  cual  surgió  la  necesidad  de
compatibilizar  dicho  instrumento  con  las  áreas  apropiadas  para  la  acuicultura
(AAPA). De este modo, en los casos necesarios se ha previsto la modificación de
tales  áreas,  para  ajustarlas  a  la  zonificación  del  borde  costero  respectivo,
utilizando el mismo procedimiento contemplado en la ley general de pesca para su
fijación,  lo  que,  por  su  complejidad,  suele  tomar  bastante  tiempo,  lo  que
indudablemente  afecta  las  expectativas  de  conciliación  oportuna  entre  ambos
instrumentos.

ii)       Concesión de acuicultura. 
Conforme  a  la  ley  N°18.892,  la  concesión  de  acuicultura  es  el  acto

administrativo mediante el cual el ministerio de Defensa otorga a una persona los
derechos  de  uso  y  goce,  por  tiempo  indefinido,  sobre  determinados  bienes
nacionales, para que realice en ellos actividades acuícolas.

La concesión o autorización de acuicultura tiene por objeto la realización de
actividades de cultivo en el área concedida, respecto de la especie o grupo de
especies hidrobiológicas indicadas en la resolución o autorización que la otorga, y
permite  a  su  titular  el  desarrollo  de  actividades,  sin  más  limitaciones  que  las
expresamente  establecidas  en  la  ley  de  pesca  y  sus  reglamentos.  Tanto  la
concesión como la autorización son transferibles y, en general, susceptibles de
negocio jurídico, otorgando al titular los derechos que la ley prescribe.

Cabe destacar que a partir de 2006, cuando a través de la ley N°20.091 se
modificó la ley de pesca, se incorporaron limitaciones a la facultad de enajenar las
concesiones y se restringió la posibilidad de constituir derechos a favor de terceros
sobre determinado tipo de aquéllas. 

A pesar de la citada ley, los nuevos requisitos de operación no permiten
otorgar certeza a quien desea celebrar contratos sobre la base de los derechos
emanados de la concesión. En efecto, si bien es factible entregar en garantía una
concesión,  se  presentan  una  serie  de  problemas  prácticos  para  su  efectiva
ejecución, y que son los siguientes: -Existen titulares de centros de cultivo que
tienen sus concesiones a nombre de otras personas, debido a que se encuentra
pendiente  el  trámite  de  autorización  de  la  transferencia.  En  esos  casos,  los
acreedores no pueden considerar el derecho que otorga la concesión como un
activo de la empresa; -En el evento de iniciarse la ejecución, el incumplimiento de
las  obligaciones  por  parte  del  concesionario  puede  traer  aparejada  la
configuración de causales de caducidad que perjudicarán al ejecutante, ya que
éste  no  puede  operar  la  concesión;  -En  la  ejecución  eventual,  una  institución
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financiera no podría adjudicarse la concesión mientras la enajena a un acuicultor,
debido a que no tiene el giro propio de la actividad; arriesgándose, además, a que
se configuren causales de caducidad por la no operación en el tiempo que demore
en ser adjudicada a un tercero.

iii)       Normativa ambiental.
Conforme a la ley de pesca, en el concesionario recae la responsabilidad de

mantener la limpieza y el equilibrio ecológico en la zona concedida. Asimismo, los
centros que explotan concesiones y autorizaciones de acuicultura deben operar en
niveles compatibles con la capacidad de los cuerpos de agua lacustres, fluviales y
marítimos. 

Sobre esta materia, conviene tener presente la normativa sectorial para la
acuicultura,  que  se  encuentra  en  el  reglamento  ambiental  para  la  acuicultura
(RAMA),  plasmado  en  el  D.S.  N°320,  de  2001,  del  ministerio  de  Economía,
Fomento y Reconstrucción. A continuación se describen los elementos esenciales
del reglamento:

- Se establece la necesidad de realizar en forma previa a la aprobación
técnica de una concesión de acuicultura una caracterización preliminar del sitio de
cultivo (CPS). Conforme con los resultados de ese examen, se otorga o deniega el
permiso ambiental sectorial de competencia de la subsecretaría de Pesca. 

- Los  centros  de  cultivo  en  operación  deben  entregar  anualmente  la
información ambiental (INFA), que da cuenta de los resultados de las mediciones
efectuadas en los sitios de cultivo, para comprobar si el impacto ocasionado al
medio  se  mantiene  dentro  de  los  límites  de  aceptabilidad,  esto  es,  si  no  se
exceden los márgenes que se han estimado razonables. Dicho límite está dado
por  la  existencia  de  determinado  nivel  de  oxígeno en el  fondo,  esto  es,  una
condición aeróbica.

- En caso de comprobarse que se ha excedido aquél, es decir, cuando se
constata una condición anaeróbica, la autoridad debe comunicarlo al  titular del
centro de cultivo, quien puede seguir operando un año más. En el evento que por
segunda  vez  se  comprueben  dichas  condiciones,  debe  aplicarse  al  titular  la
medida consistente en reducir la producción en un 30%, rebaja que se repetirá en
forma sucesiva y anualmente mientras se mantenga la condición anaeróbica.

- Tanto  la  caracterización  preliminar  del  sitio  como  la  información
ambiental deben ser elaboradas por personas que tengan experiencia en materias
ambientales o marinas.

El reglamento antedicho se encuentra complementado por la resolución N°
3411, de 2006, de la subsecretaría de Pesca, que establece las metodologías de
análisis para elaborar la CPS y la INFA.  

A la luz de los antecedentes expuestos, el mensaje señala que uno de los
elementos  que  se  ha  constatado,  y  que debe  ser  revisado,  es  el  carácter  de
mitigación y no preventivo del reglamento. En efecto, se adoptan medidas sólo
una vez que se constata la configuración de una situación indeseable, lo que limita
las  posibilidades  de  recuperación  de  las  condiciones  ambientales  del  sitio  de
cultivo.

Asimismo,  se  ha  considerado  la  conveniencia  de  revisar  los  límites  de
aceptabilidad establecidos, a fin de ajustarlos a la necesidad de adoptar medidas
oportunamente.  Del  mismo modo,  resulta  importante  asegurar  la  idoneidad  de
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quienes  tienen  bajo  su  responsabilidad  la  ejecución  de  los  instrumentos  de
evaluación ambiental sectorial, como son la CPS y la INFA. 

Finalmente,  resulta  urgente  en  esta  materia  revisar  el  sistema
sancionatorio,  de  manera  de  asegurar  que  se  cumplan  las  condiciones
ambientales exigidas por la normativa, ya que en la actualidad aquél  no es lo
suficientemente persuasivo para inducir a su cumplimiento.

iv)      Normativa sanitaria.
Ésta se encuentra contenida en el reglamento sobre medidas de protección

y control para evitar la introducción de enfermedades de alto riesgo y especies que
constituyan plagas, aislar su presencia en caso de que éstas ocurran, evitar su
propagación y propender a su erradicación, también conocido como reglamento
sanitario (RESA), dictado a través del  D.S. N° 319, de 2001, del ministerio de
Economía, Fomento y Reconstrucción. 

Reconociendo  que  el  estatus  sanitario  depende  de  la  prevención  y  del
control en las diversas etapas críticas de la operación para la diseminación de los
patógenos, el reglamento establece la clasificación de las enfermedades de alto
riesgo,  las  condiciones  básicas  que  deben  ser  cumplidas  por  los  centros  de
cultivo, los centros de experimentación, las plantas de procesamiento de recursos
hidrobiológicos,  los  medios  de  transporte  de  recursos  de  éstos,  los  viveros  y
centros de matanza, la importación de especies hidrobiológicas, la producción de
ovas a nivel nacional y el sistema de certificación sanitaria. También establece las
condiciones  y  tareas  que  deben  cumplir  los  laboratorios  de  referencia  y  de
diagnóstico.

No obstante las exigencias que consagra el reglamento, el enfoque de esta
normativa ha sido materia de discusión. Ello, en atención a que existe actualmente
una  clara  influencia  recíproca  entre  los  centros  de  cultivo  que  desarrollan  su
actividad en un área determinada. Lo anterior se traduce en que el inadecuado
comportamiento  del  titular  de  un  centro  desde  el  punto  de  vista  sanitario  o,
simplemente, la adopción errada o inoportuna de medidas sanitarias puede tener,
con un alto grado de probabilidad, un impacto en la actividad de sus “vecinos”.
Esta situación se ha confirmado con la actual crisis del Isa.

En consecuencia, la mirada individual de los problemas sanitarios en que se
basa el reglamento, con una regulación apenas incipiente de la zonificación de
enfermedades,  impide que se adopten de forma coordinada,  eficaz y oportuna
medidas en todos los centros que pueden verse potencialmente afectados por la
diseminación de una enfermedad.  A esto se suma el  hecho que no todas las
actividades relacionadas con la acuicultura se ven sometidas íntegramente a sus
regulaciones y, por ende, existen ámbitos sobre los cuales ni el reglamento ni la
autoridad pueden tomar medidas, lo que obviamente dificulta el control.  

v) Necesidad de un cambio de enfoque en la regulación de acuicultura.
Dada la situación generada por los eventos sanitarios que se han producido

y, particularmente, con la diseminación del virus Isa, se estimó oportuno conformar
a  nivel  de  gobierno un grupo de  tareas,  con  la  participación  de   los  órganos
públicos relacionados con la acuicultura, que analizara el estado de la industria
sobre  el  particular,  identificando  las  tareas  prioritarias  que  fuese  necesario
emprender para proyectar la actividad. Este grupo, encabezado por el ministerio
de Economía, estuvo integrado por las subsecretarías de Marina y de Pesca, por
la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por el Servicio Nacional de Pesca y por
la Corfo.
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Uno de los tópicos que se abordó con mayor urgencia fue la revisión del
marco  regulatorio  de  la  acuicultura,  su  aplicación  práctica  y  su  eficacia  para
enfrentar eventos de la magnitud de los descritos. Asimismo, se realizó un análisis
del emplazamiento de los centros de cultivos nacionales, su forma de operación y
de las actividades relacionadas, principalmente de los servicios, constatándose la
necesidad de asumir a la brevedad un cambio de enfoque.

Como  resultado  de  dicho  trabajo,  se  elaboraron  modificaciones  a  los
reglamentos  ambiental  y  sanitario,  actualmente  en  tramitación.  Empero,  se
constató  que  un  cambio  profundo  en  la  reorientación  de  la  actividad  debe  ir
complementado,  necesariamente,  con  las  modificaciones  pertinentes  a  la  ley
general de pesca y acuicultura, que consagren los nuevos instrumentos para el
desarrollo  de  la  actividad  y,  paralelamente,  aseguren  su  eficacia  mediante  un
adecuado sistema sancionatorio. 

b) Normativa relacionada con el proyecto  

El  artículo  19  N°  21  de  la  Carta  Fundamental  consagra  el  derecho  a
desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden
público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.

En lo que atañe a la actividad pesquera y acuícola, dicha regulación está
contenida, principalmente, en la ley N° 18.892. Su título I (artículos 1° y 2°) contiene
disposiciones  generales  aplicables  a  la  actividad  pesquera  en  general  y/o  a  la
acuicultura en particular, según el caso. De especial importancia son las definiciones
que consagra el artículo 2° de la ley, que el proyecto propone modificar, según se
verá más adelante.

En lo que se refiere al presente proyecto, resulta pertinente referirse al título
VI de la ley (artículos 67 al 90 ter), que trata de la acuicultura, reglando aspectos
tales como las concesiones y autorizaciones correspondientes y el procedimiento
para su obtención, materias sobre las cuales la iniciativa legal en informe propone
innovaciones sustantivas.      

Por otro lado, cabe recordar que el artículo 65 inciso tercero N° 2 de la Carta
Fundamental  otorga  al  Presidente  de  la  República  la  iniciativa  exclusiva  de  los
proyectos  de  ley  que  dicen  relación  con  la  creación  de  servicios  públicos  y  la
determinación de sus funciones y atribuciones. En este sentido, cabe referirse a
diversas disposiciones de la iniciativa legal en informe. El artículo 1° numerales 1) y
4) de ésta encomienda nuevas facultades a la subsecretaría de Pesca en materia de
declaración de áreas de manejo sanitario y de áreas apropiadas para el ejercicio de
la  acuicultura,  respectivamente;  como  asimismo  en  cuanto  a  la  imposición  de
sanciones a los titulares de concesiones y autorizaciones acuícolas que incurran en
determinadas  infracciones  (numeral  15).  Por  otro  lado,  se  crea  un  Registro  de
Propiedad y Transferencias de concesiones o autorizaciones de acuicultura, bajo la
responsabilidad de la subsecretaría de Marina o de Pesca, según el caso (numeral
10).  Además,  el  citado  artículo  1°  del  proyecto  confiere  nuevas  atribuciones
fiscalizadoras al Sernapesca (numeral 16).    

III.- IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.

Las ideas matrices del proyecto en informe son las siguientes:  
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a)  Modificar  el  modelo  de  otorgamiento  y  operación  de  los  centros  de
cultivo,  particularmente  los  de  peces,  a  fin  de  lograr  un  mejoramiento  en  las
condiciones ambientales y sanitarias en que se desarrollan, mediante las áreas de
manejo sanitario.

b)  Otorgar  mecanismos  adecuados  para  facilitar  y  otorgar  certeza  a  la
constitución y ejecución de garantías sobre las concesiones y autorizaciones de
acuicultura.

c) Fortalecer las facultades fiscalizadoras del Servicio Nacional de Pesca en
relación  a  la  actividad  acuícola,  de  modo  de  contar  con  los  instrumentos
adecuados  que  permitan  controlar  eficazmente  el  cumplimiento  de  las
disposiciones ambientales y sanitarias que deben cumplir los centros de cultivo y
prevenir el acaecimiento de eventos indeseados.

d) Aumentar el monto de la patente única de acuicultura a los centros de
cultivo de peces, en forma gradual, a partir del año 2010. 

IV.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.

A) General

Durante  la  discusión  del  proyecto,  la  Comisión  escuchó  a  las  siguientes
autoridades y expertos en el tema:  

a) Ministro de Economía, don Hugo Lavados.

El secretario de Estado explicó que el proyecto de ley dice relación con una
industria que es fundamental para las regiones de Los Lagos y de Aysén, ya que
provee en ambas alrededor de 45 mil empleos directos e indirectos. La acuicultura
ha tenido un notable crecimiento desde la década de 1990, y especialmente en los
últimos cinco años. Se estima (pues aún no hay cifras oficiales) que en 2008 dicha
tasa fue del 8%.

Como es de público conocimiento, el sector se ha visto seriamente afectado
por el virus Isa, que es altamente infeccioso y ataca al salmón del Atlántico. Sólo se
transmite  en  el  ambiente  marino,  por  cohabitación  con  salmones  infectados  o
material biológico como heces, sangre, desechos del centro de cultivo, equipos sin
desinfectar,  etc.  No  tiene  capacidad  de  replicarse  en  mamíferos  ni  en  seres
humanos, pero provoca la mortalidad entre los salmónidos, en una tasa que fluctúa
entre el 2 y el 50% en un ciclo productivo. Actualmente, la situación en esta materia
en la región de Los Lagos es la siguiente: hay centros con brote del virus, otros
sospechosos  y  una  tercera  categoría  “en  descanso”.  A  nivel  mundial,  hay
antecedentes del Isa en Noruega (1984), Canadá (1996), Escocia (1998 y 2008) e
islas Faroe (2000), por citar algunos ejemplos. Hasta ahora no se ha encontrado una
cura para la enfermedad y la estrategia internacional para combatirla ha consistido
en el manejo integrado de áreas, la regulación para el transporte de peces vivos, la
desinfección de aguas sangre y de todo material biológico y equipos, la prohibición
del movimiento de peces en las zonas infectadas, la cuarentena y la eliminación
obligatoria de los stocks contaminados.     

Agregó que, dada la gravedad de la situación generada por el virus Isa, es
imposible,  mientras  dure  la  crisis,  que  las  empresas  mantengan  a  todos  sus
trabajadores. El proyecto no apunta a solucionar el problema laboral existente, sino a
establecer nuevas exigencias para el desarrollo ulterior de la acuicultura, de modo
que pueda seguir compitiendo exitosamente en los mercados externos y, así, seguir
creciendo en todos los sentidos.    
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Los  objetivos  de  la  iniciativa  legal  impulsada  por  el  Ejecutivo  son  los
siguientes: 

• Cambiar el modo de operación de la industria: de manejo por centro a manejo
por área (“barrios”), que ya fueron creados por reglamento.

Sobre  este  aspecto,  destacó  que  la  situación  actual  es  que  cada  centro
genera su propio sistema de transporte de servicios, alimentos, mortalidades, etc.
Además, siembra y cosecha según su propia planificación. No existe un “descanso”
coordinado en los centros de cultivo y, por  ende, el virus sigue en el agua mientras
existan ejemplares en ella.

En cambio, el manejo por áreas presenta las siguientes ventajas: el conjunto
de centros genera un sistema de transporte mancomunado de servicios, alimentos,
mortalidades,  etc.  (disminuyendo así  el  número de viajes y  las  posibilidades de
diseminación  del  virus);  los  centros  siembran  y  cosechan  coordinadamente;  se
establece un descanso de iguales características, con lo cual el área queda libre de
ejemplares y del virus; los centros utilizan un puerto limpio y otro sucio para las
embarcaciones  de  transporte.  Habrá  mecanismos  de  control  y,  asociado  a  lo
anterior, sanciones para quienes no cumplan con las prácticas que fije la autoridad.

Se crearán 16 barrios o áreas sanitarias en la región de Los Lagos, con 3
millas de distancia, como mínimo, entre cada uno de ellos. La estructura de barrios
va a generar, desde su perspectiva, las condiciones adecuadas para la subsistencia
de  las  empresas  medianas,  descartando  por  consiguiente  que  este  modelo  de
operación favorezca la concentración de la propiedad de las concesiones en pocas
manos.  Otro efecto positivo es que habrá más proveedores de insumos y servicios.
Por otro lado, el nuevo sistema va a significar una mayor inversión de las empresas,
que estiman entre US$ 400 y 500 millones; como también un incremento en los
costos de producción, debido -entre otros factores- a que en el futuro los centros de
cultivo trabajarán con menores densidades. 

• Paralizar el otorgamiento de concesiones hasta que sean creados los barrios.

Al  respecto,  la  iniciativa  legal  propone  las  medidas  que  se  indican  a
continuación:  

a)        Paralizar el otorgamiento de concesiones en las regiones de Los
Lagos  y de Aysén, mientras se crean aquéllos.

b) Aplicar análogo procedimiento respecto de Magallanes, sumándose en
este caso el requisito de la zonificación. 

c)        Otorgar nuevas concesiones en Aysén y Magallanes sólo bajo la
modalidad indicada.

d) Permitir  la  relocalización  de concesiones ya  otorgadas para  formar
barrios.

• Fortalecer  las  facultades  fiscalizadoras  de  Sernapesca  y  crear  sanciones
administrativas. Respecto a las primeras, cabe mencionar las que siguen: 

-Llevar  un  registro  de  quienes  realizan  certificaciones  ambientales  y
sanitarias,  sometidas  a  requisitos  técnicos  y  financieros,  con  la  posibilidad  de
eliminarlas de aquél  si no cumplen sus tareas o incurren en falsedad.

       -Exigir posicionador satelital a las embarcaciones de transporte de centros de
cultivo.

       -Controlar las plantas de alimentos de especies hidrobiológicas.
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-Autorizar labores inspectivas fuera de horario, pagadas por el fiscalizado,
conforme a un arancel.

En  cuanto  a  las  sanciones,  ellas  apuntan  a  los  casos  más  graves  de
incumplimiento ambiental y sanitario. Se encomienda a la subsecretaría de Pesca,
es decir, a la autoridad administrativa, la imposición de aquéllas, previo informe del
Servicio y audiencia del interesado.

• Aumentar el valor de la patente para los centros de peces, en forma gradual,
a partir del 2010.

• Mejorar los mecanismos de transferencia de las concesiones. Se cambia la
actual autorización de la subsecretaría de Marina, que demora años, por un
mecanismo de registro.

• Eliminar eventuales causales de caducidad de la concesión mientras ella se
ejecuta, hasta por un plazo de dos años.

En conclusión, el proyecto de ley permitirá una recuperación más rápida del
sector frente a la crisis del virus Isa, disminuyendo el impacto en el empleo. En
segundo lugar, implica  continuar en forma sustentable con una industria que crea
miles  de  puestos  de  trabajo,  estableciendo  fuertes  sanciones  para  quienes  no
cumplen la reglamentación. Finalmente, el proyecto se encuadra en un conjunto de
medidas que está adoptando el gobierno para enfrentar la crisis. 

**********

Cabe señalar que la intervención precedente del señor ministro de Economía
fue complementada durante la discusión del proyecto por aportes del secretario de
Estado sobre aspectos puntuales. He aquí una síntesis de tales planteamientos,
comentarios y precisiones:     

Tanto los empresarios, que no adoptaron las medidas necesarias y oportunas
para, al menos, paliar la crisis sanitaria provocada por el virus Isa, como el Estado,
que no generó una normativa fiscalizadora acorde con los desafíos del sector, son
los grandes responsables de la situación por la que atraviesa la salmonicultura.

Junto  con  el  texto  legal  propositivo,  el  gobierno  ha  tomado  medidas
administrativas, y seguirá haciéndolo, en cuanto las circunstancias así lo aconsejen,
para  reorientar  la  industria  acuícola,  particularmente  en  nuevos  métodos  de
producción que protejan el medio ambiente.

En  el  plano  financiero,  la  Corfo  aprobó  un  Fondo  de  Garantía  para  las
empresas del rubro, y que contempla recursos por US$ 120 millones. Lo anterior
significa que el gobierno garantizará hasta el 60% de los créditos que reciban los
empresarios para la recuperación del sector, con un tope de US$ 8 millones. La
garantía operará sólo en el evento de que no se pague el crédito. De acuerdo a
estimaciones, la banca podría comprometer recursos para la industria acuícola del
orden de los US$ 450 millones.  Hasta ahora no se ha recurrido al  mencionado
Fondo.  Vinculado a este tema, el señor ministro señaló que la alternativa de la
capitalización de la deuda de los empresarios acuícolas por parte de las entidades
acreedoras, como una posible solución al problema del endeudamiento, no tiene
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mayor acogida en el gobierno, pues la difícil situación actual de tales empresas las
coloca en un pie de desequilibrio en cuanto a poder negociador.   

Respecto al tema laboral, dada la magnitud de la crisis y la reducción de la
producción de salmónidos, es inevitable que haya ajustes en la materia. Con todo, el
Ejecutivo realizará todos los esfuerzos que estén a su alcance para recuperar el nivel
de empleo en la zona afectada por el virus Isa, dado el impacto socioeconómico de
la acuicultura en aquélla y que alcanza incluso a la región del Biobío, donde hay
varias  plantas  procesadoras  de  productos  salmónidos.  Tampoco  es  ajena  a  su
preocupación la delicada situación por la que atraviesan las empresas proveedoras
de insumos a la acuicultura. En esta perspectiva, el  gobierno apuntará a mitigar los
efectos del desempleo, brindando programas de apoyo a los trabajadores cesantes.
En este sentido, se ha trazado un plan de acción, que contempla las siguientes
medidas: en primer lugar, apoyo a los trabajadores del sector, el que se canalizará a
través del intendente de la Región de Los Lagos y de la subsecretaría del Trabajo.
Lo anterior se replicará en Aysén. Por otro lado, se crearán 16 mil empleos con
programas  en  el  área  de  obras  públicas,  vivienda,  etc.,  de  los  cuales  2  mil
favorecerían a gente desempleada del sector acuícola, principalmente hombres. En
tercer lugar, hay 600 cupos de apoyo al emprendimiento; y otros 250 de empleo
directo,  vía  inversión  en  la  comunidad.  También  se  consideran  250  cupos  por
concepto de bonificación a la contratación (Sence).  Asimismo, se instalarán dos
oficinas de intermediación laboral  en Llanquihue y Chiloé; y,  por último, cabe la
posibilidad de priorizar el pago a trabajadores ante el eventual finiquito, lo que está
avalado por la justicia.     

Otro aspecto en que hizo hincapié el secretario de Estado fue el de asegurar
la  sustentabilidad de  esta  actividad económica  en el  mediano y  largo  plazo.  Al
respecto, señaló que el proyecto de ley se inscribe en la necesidad de mejorar la
regulación  y  la  fiscalización  del  sector,  estableciendo  altos  estándares
medioambientales y sanitarios, que llevan aparejadas severas sanciones contra los
infractores, y que pueden llegar a la caducidad de la concesión, sin perjuicio de las
multas que fueren aplicables. Sobre este mismo punto, es importante tener presente
que  los  mercados  internacionales  serán  también  cada  vez  más  estrictos  en  la
verificación del cumplimiento de ciertos requisitos. Dada la premura por introducir
cambios sustantivos en este orden, el gobierno ya envió a la Contraloría General de
la República las modificaciones pertinentes al RAMA y al RESA, que se basan en la
experiencia de países como Noruega, Escocia y Canadá en el control del virus Isa,
aunque adaptando esa normativa a nuestra realidad. Por otro lado, se regulará la
densidad de peces por jaula, que actualmente es de alrededor de 30 kilos por metro
cúbico. La idea es bajar ese guarismo a 14. Asimismo, se normará, a través de un
decreto  del  Sernapesca,  el  uso  de  antibióticos  en  la  industria  en  comento.  El
Ejecutivo ha estimado no conveniente regular estas materias en una norma de rango
legal, dada la relativa rigidez y el tiempo que demora el procedimiento de aprobación
de una ley, en contraposición a la vía reglamentaria, que es más expedita y se ajusta
mejor a los requerimientos de un sector muy dinámico.      

Finalmente, indicó que el gobierno está consciente de que la estructura de
barrios debe ser flexible,  dado el  distinto  tamaño de las empresas. También ha
considerado la logística de funcionamiento de aquéllos. 

b) Presidente  de  la  Mesa  del  Salmón,  señor  Felipe  Sandoval,  y  asesora  
señora Jessica Fuentes. 

El señor Sandoval explicó que el proyecto de ley en estudio, si bien  no fue
“negociado”  con  los  sectores  interesados  -empresarios,  pescadores  artesanales,
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ONG y proveedores-, recoge algunas de las inquietudes que ellos plantearon a la
Mesa.

Agregó que el sistema de barrios que se va a implementar en los centros de
cultivo de peces apunta básicamente a la parte operativa (densidades, manejo de
mortalidades, sistema de transporte, etc.). En este orden de ideas, la intención es
que,  con el  objeto de mejorar  la  gestión sanitaria  de aquéllos,  la  circulación se
efectúe en dirección este-oeste, y no norte-sur, como ha sido lo tradicional. Dicha
medida  se  pondrá  en  vigencia  de  manera  gradual.  Precisó  que  las  multas  y
sanciones se aplicarán a los titulares de concesiones que incurran en la infracción,
individualmente considerados. Respecto al cambio sustantivo que se incorpora en
materia de sanciones, refirió que obedece a la lentitud del procedimiento judicial en
vigor. De ahí que se optara por una vía más expedita, que es la administrativa,
quedando a salvo la posibilidad de que el afectado apele ante la justicia ordinaria.
Acerca  del  sistema  de  garantía,  en  que  el  proyecto  establece  innovaciones
importantes,  puntualizó  que  al  agilizar  el  mecanismo  de  transferencia  de  las
concesiones las instituciones financieras van a estar más abiertas a recibir aquéllas
en garantía, lo que actualmente no es frecuente. No se trata de dar un beneficio a los
titulares de concesiones con el nuevo procedimiento de transferencia propuesto, sino
de agilizar las transacciones jurídicas en este rubro.   

Al  concluir,  señaló  que  el  proyecto  presentado  por  el  Ejecutivo  resuelve
cuestiones muy delicadas que deben abordarse con prontitud, pues de lo contrario el
cuadro  de la  industria  salmonera tenderá a  complicarse  con el  ingreso de más
solicitudes de concesión, el aumento de las densidades de producción en los centros
de cultivo, etc.,  lo que redundaría en último término en el  empeoramiento de la
situación del empleo.  

Ante las inquietudes planteadas por diversos parlamentarios respecto a las
medidas que adoptará el Ejecutivo para enfrentar el problema de desempleo que
afecta a los trabajadores de la industria salmonera, en la sesión de fecha 15 de abril,
el señor Sandoval hizo entrega de un documento denominado “Programa Especial
de Intermediación, Empleo, Emprendimiento y Capacitación para los trabajadores de
la industria salmonera de la Región de Los Lagos” en el cual se establece que la
propuesta del  Gobierno para enfrentar  la crisis del  salmón en dicha región será
implementada por el Gobierno Regional, coordinada su acción por el Intendente, con
el  apoyo  directo  de  la  Subsecretaría  del  Trabajo.  Esta  propuesta  fue  explicada
detalladamente por el señor Subsecretario del Trabajo en una sesión posterior.

Por su parte, la abogada señora Fuentes precisó que la concesión mantiene
su carácter de bien nacional de uso público; por lo tanto, ella otorga un derecho de
uso, de carácter incorporal, sobre la columna de agua, y no la propiedad respecto de
ella.  Al  entregarse en garantía  la concesión,  lo que se hace es permitir  que un
tercero haga uso del mencionado bien, sin afectar su naturaleza jurídica. El cambio
en el sistema de transferencia de las concesiones no implicará que la autoridad deje
de intervenir en el tema, sino que las causales de caducidad se comprobarán a
través del correspondiente certificado del registro.     

En otro plano, señaló que la posibilidad de relocalizar las concesiones, al
tenor de lo estipulado en el proyecto, constituye una posibilidad que puede reportar
beneficios a los pequeños acuicultores. Precisó asimismo que el sistema de barrios
está concebido no sólo para los grandes empresarios, sino también para los demás
actores de esta actividad y, de hecho, la autoridad ha conversado sobre el tema con
unos y otros.
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Otra modificación importante que propone el proyecto se refiere al mecanismo
de infracciones, dado que el vigente ha demostrado tener falencias. Es por ello que
se ha tomado el modelo administrativo de aplicación de sanciones que rige para el
límite máximo de captura, que es una herramienta eficaz. En todo caso -aclaró- este
procedimiento se aplicaría sólo para las infracciones más graves, quedando siempre
a salvo la vía judicial de reclamación. 

Finalmente, la señora asesora manifestó que, si bien el proyecto suspende el
otorgamiento de nuevas concesiones, lo que afectaría a las actualmente en trámite,
debe tenerse en cuenta que aquéllas constituyen una mera expectativa y no un
derecho adquirido. Distinta es la situación de las solicitudes que ya se han sometido,
aprobándolo,  el  procedimiento  de  impacto  ambiental,  que  la  iniciativa  legal  sí
ampara.

c) Presidente de SalmonChile, señor César Barros, y demás representantes  
    de esa entidad, individualizados en la primera página de este informe.

SalmonChile realizó al comienzo de su exposición una breve reseña de la
importancia de la industria acuícola, poniendo de relieve la difícil situación por la que
ella  atraviesa.  Cabe  recordar  que  en  2006  las  exportaciones  de  salmónidos
alcanzaron su punto más alto, con alrededor de US$ 2.400 millones, situándose
como el  tercer producto en importancia,  tras el  cobre y la celulosa. El  60% del
salmón vendido al exterior correspondió al tipo atlántico, seguido por la trucha (24%)
y el salmón coho (13%). En este sentido, si bien las exportaciones siguen aún en un
alto nivel (en 2008 se exportaron 445 mil toneladas, por un valor de US$ 2.392
millones), la crisis que ha provocado el virus Isa se ve reflejada en un dato muy
elocuente: los centros de cultivo han disminuido de 502 a 298, entre marzo de 2007
y marzo de 2009, lo que se explica por la circunstancia de que el virus afecta a la
principal variedad de salmón que se cultiva (el atlántico, según se dijo). Por otro lado,
se  prevé  una  disminución  de  la  producción  del  orden  del  30% para  este  año,
tendencia  que  se  mantendrá  el  2010,  lo  que  inevitablemente  se  traducirá  en
despidos.  Hasta ahora ellos suman 7.500,  pero 5.000 de esas personas fueron
recontratadas para la cosecha que tuvo lugar a fines de 2008. De acuerdo a sus
estimaciones, el empleo se recuperaría recién en el segundo semestre del año en
curso. En cuanto a la producción, recién en 4 ó 5 años más se lograría el nivel
alcanzado  en  2006.  Otra  de  las  consecuencias  que  traerá  aparejada  el
replanteamiento del sector es que se incorporará aún más valor al producto, para
paliar el descenso en la producción. En el plano laboral, y coordinando las medidas
del caso, se disminuirán las horas de trabajo y se capacitará en las horas libres. Por
otro lado, el foco de atención de las empresas serán las trabajadoras jefas de hogar,
procurando mantenerles su fuente de ingreso. Ellas constituyen el 28% del total de
trabajadores,  pero  esa  participación  se  eleva  al  46%  en  las  plantas  de
procesamiento.   

A juicio de los empresarios, la importación de ovas es un tema sobre el cual
debe tenerse especial cuidado, por el alto riesgo que conlleva para la propagación
de enfermedades. El sector ha manifestado a la autoridad su aprensión sobre el
particular desde hace unos 8 años. Sin embargo, se les ha señalado que, por ser
Chile  un  país  cuyo  modelo  de  desarrollo  se  basa  en  las  fronteras  abiertas  al
comercio exterior, no se puede impedir el ingreso de ovas. Por ello, se ha optado por
la  producción  nacional  de  éstas,  la  que cubre  actualmente  más del  60% de la
demanda.       

El proyecto en comento aborda aspectos muy importantes, destacando entre
ellos el  nuevo enfoque sanitario para la industria acuícola,  que se plasma en el
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establecimiento de los barrios, lo que sin duda va a coadyuvar a un manejo más
adecuado del tema, conforme a los desafíos actuales. Va haber un tránsito de un
enfoque individual  hacia otro grupal  del  sistema de producción. Naturalmente, lo
anterior  incrementará  los  costos  en  general,  aunque  resulta  inevitable  para  la
viabilidad de la industria en el largo plazo. En síntesis, la iniciativa legal consagra el
marco  jurídico  para  que  la  acuicultura  se  adapte  a  cambios  sustantivos
impostergables.  

Existe una profunda preocupación por el deterioro financiero de las empresas
acuícolas, que hoy día están expuestas a la presión de los bancos por el pago de
sus deudas. En tal perspectiva, es muy relevante, y positivo a la vez, que el proyecto
regule el tópico de la transacción de las concesiones, facilitando el comercio jurídico
de las mismas, incluyendo su otorgamiento en garantía. Lo anterior está íntimamente
vinculado con el adecuado funcionamiento del nuevo sistema de barrios.  

Sin embargo, el proyecto tiene un gran vacío, y es que no se hace cargo de
las carencias institucionales. Resulta evidente que el aparato público necesita más
recursos  humanos  y  económicos  para  responder  de  mejor  forma  a  los
requerimientos de un sector muy complejo. Si ya es notorio que la institucionalidad
vigente es inadecuada, es lógico concluir que bajo el nuevo escenario que plantea el
proyecto tal deficiencia se hará más aguda. A este respecto, es importante consignar
que, debido precisamente a la precariedad del  sector público,  ha sido la propia
industria la que ha tenido que cumplir una parte de las funciones que incumben a
aquél.            

A juicio de SalmonChile,  el  sistema de barrios que se implementará va a
permitir  bajar  la  carga viral  de  los  centros  de cultivo,  gracias  al  mecanismo de
“descanso”, de carácter obligatorio, asociado a aquél. Este último aspecto implica un
cambio radical  de enfoque, ya que hoy día los descansos son una decisión de
resorte de cada empresa, individualmente considerada. Además, va a condicionar la
época de la cosecha.  

Respecto al sistema sancionatorio que plasma la iniciativa legal, estiman que
debería haber una proporcionalidad en la materia, atendiendo a la gravedad de la
infracción.  Igualmente,  hace  falta  una  instancia  ante  la  cual  puedan  entablarse
reclamaciones  frente  a  lo  resuelto  por  la  vía  administrativa.  En  cuanto  a  la
fiscalización, el proyecto contiene reformas sustanciales, pues confiere importantes
atribuciones al Sernapesca. A este respecto, sería interesante que se permitiese a
los centros operativos contar con una normativa propia, sin perjuicio, naturalmente,
de la irrenunciable potestad pública. Tocante al aumento del valor de la patente,
consideran que no es adecuado desde el punto de vista tributario.     

d) Presidenta de la Asociación de Mitilicultores, señora Patricia Sanzana.

Señaló que a la agrupación que preside le preocupa cierta vaguedad en la
nomenclatura  que  utiliza  el  proyecto,  que  induce  a  confusión  sobre  los  reales
alcances de éste. En particular, estiman que no está claro si la iniciativa legal esta
orientada hacia la acuicultura, en general, lo que naturalmente abarca el cultivo de
mitílidos, o específicamente a la salmonicultura y,  dentro de ésta, el  sistema de
barrios que se propone instaurar. Agregó, en otro plano, que la crisis por la que
atraviesa  la  industria  salmonera  ha  afectado  de  alguna  manera  también  a  los
mitilicultores, quienes, frente a los despidos registrados en aquélla, han sentido la
“presión”  de  los  cesantes  por  ser  contratados.  Por  último,  criticó  la  facultad
excesivamente  amplia  -a  su  juicio-  que  confiere  el  proyecto  al  Sernapesca  en
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materia fiscalizadora, al punto que se le permitiría ejercer tal atribución fuera del
horario de la jornada de trabajo.         

e) Vicepresidente y tesorero de la Confepach, señores Hugo Arancibia y  
    Juan Morales, respectivamente. 

A juicio de los dirigentes individualizados, el proyecto en referencia imprime
un “sello” preventivo al desarrollo de la actividad acuícola, lo que es digno de realzar.
Este nuevo enfoque contrasta con el que ha regido hasta ahora, de carácter más
bien  mitigador  de  los  efectos  de  dicha  industria.  El  sistema de  barrios  que  se
propugna implementar significa un adelanto, indudablemente, porque va a contribuir
a  la  disminución  de  la  propagación  de  enfermedades  entre  centros  de  cultivo
vecinos.  Además,  se  prevé  la  adopción  coordinada  de  medidas  ante  cualquier
emergencia sanitaria o ambiental. Sin embargo, sobre este tema la Confepach tiene
ciertas observaciones o sugerencias. En primer lugar, deben darse facilidades a los
titulares de las concesiones para la  relocalización de las mismas,  ya que de lo
contrario se entrabaría el manejo sanitario. En segundo término, la autoridad ha de
ser muy rigurosa en la implementación del plan de ordenamiento de la actividad
acuícola basado en las áreas de manejo sanitario, de manera de no incurrir en los
graves errores que se han observado hasta ahora. En este sentido, es loable que, de
acuerdo al proyecto de ley, no se otorguen nuevas concesiones mientras no se
determinan tales áreas. Por otra parte, la Confepach valora la propuesta de que las
concesiones puedan constituirse en garantía, pues de esta manera los titulares de
aquéllas no podrán ampararse en las causales de caducidad para eximirse de su
responsabilidad ante contingencias sanitarias o ambientales. 

Asimismo, estiman muy positiva la norma que consagra el proyecto, en orden
a que la información y las tareas de certificación en materia acuícola sean realizadas
por  terceros,  los  que  tendrán  que  acreditar  su  experiencia  ante  la  autoridad
(Sernapesca), que llevará un registro para tal efecto. Igualmente, cabe celebrar que
se le confieran al mencionado órgano nuevas facultades fiscalizadoras.

Respecto  al  tema  de  las  sanciones  administrativas,  la  iniciativa  legal
contempla un incremento de las multas por infracciones, lo que se justifica, pues los
montos actuales de aquéllas son casi simbólicos, dado el poder económico de las
grandes empresas del rubro.

Por  último,  en  cuanto  al  incremento  escalonado  del  valor  de  la  patente
acuícola, a partir del año 2010, que estipula el proyecto, su opinión es que, si bien es
justo cobrar un derecho por el uso del borde costero, éste debería ser diferenciado,
según el poder adquisitivo del titular de la concesión.

f) Presidenta y asesor jurídico de la Conapach, señora Zoila Bustamante  
    y señor Cristián Tapia, respectivamente. 

Los  representantes  de  la  Conapach  señalaron  que  el  establecimiento  de
áreas aptas para la acuicultura, a partir de la dictación de la ley general de pesca,
significó  la  instalación  de  centros  de  cultivo  en  caladeros  y  bancos  naturales,
mermándose así  los espacios ocupados por  los pescadores artesanales en sus
actividades extractivas. Si bien está prohibido otorgar concesiones acuícolas sobre
tales  bancos,  la  ausencia  de  un  procedimiento  adecuado  para  determinar  la
existencia  de  éstos,  sumada a  otros  factores,  han  hecho que en la  práctica  la
referida prohibición sea “letra muerta”. Por otro lado, en cuanto a los caladeros la ley
no contempla ninguna protección especial. De este modo, la ocupación de zonas de
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trabajo de los pescadores artesanales por parte de empresas salmoneras se ha
convertido en el principal conflicto entre ambos sectores en las regiones X y XI.

Destacaron, por otro lado, que sólo en la Región de Los Lagos la pesca
artesanal factura US$ 100 millones anuales en exportaciones, que van en beneficio
de miles de familias, lo que da una idea de la importancia de la actividad en esa
zona.

En cuanto al proyecto de ley mismo, formularon las siguientes observaciones:

i)  Se permite la relocalización de concesiones sobre espacios que no son
aptos para la acuicultura y que hoy día son utilizados por la pesca artesanal, con las
graves consecuencias que ello traerá consigo. Cabe agregar sobre este punto que
en enero de 2009 el Sernapesca zonificó las Regiones de Los Lagos y de Aysén
para el  control  del  Isa.  Dicha zonificación  no coincide con el  área apta  para  la
acuicultura, sobrepasando a esta última. Lo anterior podría provocar conflictos con la
pesca artesanal.       

ii) Se contempla únicamente la relocalización de concesiones de peces, en
perjuicio de aquéllas de mitílidos y de otros usos alternativos del borde costero. 

iii)  No  se  establecen  instancias  ni  procedimientos  que  permitan  evitar  la
ocupación de áreas de trabajo propias del sector artesanal.

iv) La constitución de garantías sólo beneficiaría a las concesiones de peces,
quedando marginadas las demás (mitílidos, algas, etc.).    

v) Las medidas de zonificación y relocalización que se pretenden llevar a cabo
no están debidamente justificadas desde el punto de vista del control y del manejo
sanitario, ante la constatación de que las especies silvestres están contaminadas y
pueden, por lo tanto, ser agentes transmisores del virus Isa.

vi) La propuesta de fijar áreas aptas para la acuicultura con indicación de las
especies  que  se  podrán  cultivar,  importa  una  discriminación  respecto  a  otras
actividades acuícolas.  

A juicio de la Conapach, es dudoso que, a través de las medidas de control
sanitario que contempla el proyecto, se consiga realmente controlar el Isa. Tales
aprensiones se fundamentan en que hay muchos vectores de dicho virus. De hecho,
ya  se  ha detectado su  presencia  en  especies  como la  sardina  y  el  robalo.  La
zonificación  y  relocalización  de  concesiones  difícilmente  rendirán  los  resultados
esperados si no tienen un sustento científico sólido, basado en estudios de mareas,
corrientes, etc.  

Ante este cuadro, la Conapach formuló las siguientes sugerencias:
1º No permitir la relocalización de concesiones fuera de las actuales áreas

aptas para la acuicultura. Para tales efectos se propuso reemplazar en el artículo
5º inciso primero del proyecto la frase “área de manejo  sanitario fijada por la
Subsecretaría  o el  Servicio,  según corresponda” por   “las áreas aptas para la
acuicultura”  

2º Establecer  una moratoria  en las regiones X,  XI  al  establecimiento de
nuevas áreas aptas para la acuicultura. En esta materia sugirieron incorporar el
siguiente nuevo artículo 7º permanente: “Artículo 7º.- A partir de la publicación de
la  presente  ley  se  suspenderá,  en  las  regiones  X  y  XI,  el  establecimiento  de
nuevas áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura por 10  años.”

3º Establecer un procedimiento de determinación de caladeros o áreas de
pesca y bancos naturales obligatorio y previo a la autorización de una concesión o
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a la relocalización de concesiones. Para ello, se propuso incorporar en el artículo
67 el siguiente nuevo inciso 6º 

“El  Servicio  deberá  verificar  a  través  de  una  evaluación  directa  la
circunstancia de existir un banco natural en el área solicitada o tratarse de un área
de pesca, dictando la respectiva resolución la que deberá publicarse en un diario
de circulación regional y notificarse a los miembros del respectivo Consejo Zonal
de Pesca. Cualquier particular o institución podrá dentro del plazo de 30 días de
efectuadas  las  notificaciones  señaladas reclamar ante el Director Nacional de
Pesca, pudiendo acompañar los antecedentes que justifiquen su presentación.”

Además, sugirieron reemplazar en el inciso 4º del artículo 67 la expresión
“sus comunidades” por “sus áreas de pesca”

Finalmente,  se  mostraron  partidarios  de  reemplazar  en  el  inciso  5º  del
artículo 67 el punto por una coma y agregar a continuación: “, como también,  no
se otorgarán concesiones ni autorizaciones de acuicultura en las áreas de pesca
explotadas por la pesca artesanal”  

4º  Establecer  que  la  realización  de  los  Informes  Ambientales  sean
realizados por un ente público que asegure la independencia y autonomía de la
empresa titular del centro de cultivo.  Para tales efectos, propusieron reemplazar la
letra l) del artículo 122 propuesto por el siguiente: “El Servicio será el responsable
de la elaboración de los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria de que
trata esta ley, pudiendo licitar la elaboración de dichos instrumentos en personas
naturales y jurídicas previamente acreditadas.”  

g)  P  residente  de  la  Confederación  de  Trabajadores  de  la  Industria  del  
Salmón (Conatrasal), señor Javier Ugarte; y otros dirigentes de la misma
organización.  

     El  presidente  de  la  Conatrasal  manifestó  que  los  principales
responsables  de  la  crisis  por  la  que  atraviesa  la  industria  acuícola  son  los
empresarios, que no tomaron a tiempo las medidas adecuadas para prevenir o, al
menos, mitigar los efectos del virus Isa, que tiene postrado al sector. Agregó que
esta situación pudo haberse previsto, porque había antecedentes de catástrofes
similares en otros países, como Noruega, también afectado por el aludido virus. Lo
que sucedió fue que el empresariado procuró maximizar las ganancias, a costa del
descuido del medio ambiente. Actualmente hay 150 centros de cultivo infectados
con  el  virus,  4  plantas  de  procesamiento  cerradas  y  17  mil  trabajadores
despedidos.  Por  otra  parte,  hay  una  evidente  falta  de  fiscalización  no  sólo
sanitaria, sino además laboral, lo que se ha traducido en una desprotección de los
trabajadores y en la persistencia de un alto índice de accidentes, algunos de ellos
con consecuencias fatales. En contraste con esto último, el proyecto de ley en
examen se ocupa solamente de solucionar el problema financiero que aqueja a los
empresarios, sin abordar la dramática situación de los trabajadores ni  tampoco
cuestiones tan relevantes como la capacidad de carga de los centros de cultivo.     

h) Gerente general de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras
(ABIF),  señor  Alejandro  Alarcón;  y  asesor  de  la  entidad,  señor  Jorge
Claro.
El señor Alarcón expresó que la posición mayoritaria de los bancos frente

a la crisis que afecta a los productores de salmón, y en particular el  tema del
endeudamiento de ese sector, es que debe buscarse una solución de largo plazo
que permita la supervivencia de una industria que es muy importante para el país
y, sobre todo, para las regiones de Los Lagos y de Aysén, donde genera 50 mil
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puestos de trabajo. Por otro lado, y así lo demuestra el vertiginoso desarrollo que
ha  experimentado  la  acuicultura  en  las  últimas  dos  décadas,  el  país  ofrece
innegables ventajas naturales para este tipo de actividad. No obstante, la crisis de
la  acuicultura,  y  señaladamente  de  la  salmonicultura,  hace  imprescindible  un
nuevo enfoque, con miras a la sustentabilidad de ésta. En este sentido, deberá
ponerse  un  acento  en  la  bioseguridad.  También  habrá  que  modificar  ciertos
aspectos jurídicos, en orden a que las garantías por los créditos que reciban los
empresarios sean acordes con los riesgos de la actividad, y que son diversos:
ciclo productivo prolongado, mareas, enfermedades, fluctuaciones del precio del
salmón,  hurtos,  etc.  Estos  elementos  permiten  concluir  que  la  industria  en
comento  no  podrá  seguir  operando  tal  como lo  venía  haciendo  hasta  que  se
detectó la  presencia del  virus Isa.  Agregó que una de las alternativas que ha
considerado la banca para hacer frente al delicado momento financiero por el que
atraviesan las empresas del rubro, y que incluso concita el mayor respaldo en el
seno  de  la  ABIF,  consiste  en  la  capitalización  de  las  deudas,  porque  ha
demostrado ser una fórmula exitosa en otras experiencias de crisis. Actualmente
hay 12 bancos con créditos otorgados a los empresarios acuícolas. Por último,
indicó que es muy importante que no se interrumpa la cadena de pagos en esta
actividad y, por ende, que sigan operando las empresas proveedoras de insumos
y servicios a la referida industria.       

Por su parte, el asesor de la ABIF, señor Jorge Claro, expresó en primer
lugar que Chile tiene indiscutibles ventajas comparativas para el desarrollo de la
acuicultura:  temperaturas  óptimas,  extensión  costera,  etc.  Incluso  frente  a
Noruega, el principal competidor, nuestro país tiene un elemento a su favor, y es
que  puede  agregarle  mayor  valor  al  producto.  Durante  muchos  años  los
empresarios  salmoneros  tuvieron  amplio  acceso  al  financiamiento,  con  una
garantía riesgosa pero aceptada por los acreedores, cual es la biomasa (los peces
en el agua). Este cuadro varió radicalmente con la aparición del virus Isa, que
provocó  una  alta  mortandad  en  los  centros  de  cultivo.  Afortunadamente,  el
proyecto de ley se hace cargo de este escenario, y propone una nueva modalidad
de garantía, que es la concesión misma. Lo anterior beneficiará indudablemente la
posición negociadora de los empresarios frente a la banca. Respecto a la deuda
de la industria acuícola,  debe distinguirse la directa de la indirecta. La primera
asciende a unos US$1.600 millones, mientras que la segunda, que comprende a
los proveedores del sector, es de aproximadamente US$400 millones.    

Sin embargo -agregó el señor Claro- , dada la profundidad de la crisis,
resulta insoslayable tomar otras medidas de fondo. Una de ellas es el cambio en el
sistema  productivo,  con  mayor  énfasis  en  la  bioseguridad.  Por  otra  parte,  la
industria acuícola del  futuro deberá realizar mayores inversiones y,  asociado a
ello, incrementar los costos operacionales. Asimismo, el Estado, principalmente a
través del Sernapesca, tendrá que asumir un papel fiscalizador mucho más activo
del que ha tenido hasta ahora. Si se conjugan todos estos elementos, el sector va
a retomar la senda del crecimiento con menores riesgos y la banca, a su vez,
participará en la actividad, brindando el apoyo financiero, a cambio de garantías
sobre las concesiones mismas y no ya sobre la biomasa, que dejó de ser un
activo. Además, es indudable que los bancos van a hacer un seguimiento mucho
más  cercano  de  todo  el  proceso  productivo  y  es  muy  probable  que  sólo
comprometan un apoyo económico sólido cuando se inicie un nuevo ciclo sano en
la  actividad salmonera.  También es muy posible  que las entidades financieras
designen representantes en cada una de las empresas del  rubro de que sean
acreedoras. Dentro de este cuadro, cabe señalar como un elemento positivo (y
suponiendo que se apruebe el proyecto),  el hecho de que la garantía sobre la
concesión  no  determinará  la  caducidad  de esta  última,  como sí  sucede en la
actualidad. 
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A su juicio, no antes de septiembre de 2009 existirían las condiciones
para el repunte de la actividad. Si, por el contrario, no se da el mejor escenario, las
empresas tendrán que financiarse con capital propio y posiblemente se produciría
una  excesiva  concentración  de  la  propiedad  en  el  negocio,  con  una  alta
participación de capitales extranjeros.

El  señor  Claro  subrayó que  el  robustecimiento  del  Sernapesca como
ente fiscalizador de la actividad acuícola constituye uno de los pilares del proyecto
de ley en comento, pues hace viable al sector en el largo plazo. Respecto a la
incidencia del virus Isa en el desempleo, indicó que es prácticamente imposible
mantener todas las plazas de trabajo si disminuye la biomasa, como ha ocurrido.
El  esfuerzo  de  la  industria  debería  centrarse,  entonces,  en  capacitar  a  los
trabajadores que se desempeñan en jornada parcial.

i)  Presidente  de  Armasur,  señor  Héctor  Henríquez,  y  directores  de  esa
asociación, señores Mauricio Labra y Jorge Pacheco.
El  surgimiento  y  ulterior  desarrollo  que  han  alcanzado  las  empresas

proveedoras  de  servicios  a  la  industria  acuícola  se  explican  por  la  creciente
complejidad  que  ha  alcanzado  ésta.  En  efecto,  en  sus  orígenes  los  mismos
empresarios organizaron los aspectos productivos y logísticos asociados al rubro,
pero desde hace unos 10 años han debido recurrir a servicios especializados en
distintos ámbitos. Es así que actualmente existen unos 10 tipos de empresas que,
desde  sus  respectivas  especialidades,  coadyuvan  al  desenvolvimiento  de  la
acuicultura. 

Armasur  agrupa  a  15  asociados,  que  se  ocupan  de  la  conectividad
marítima entre las Regiones de Los Ríos y de Magallanes. Ellas,  en conjunto,
proveen unos 3.500 empleos. En el ámbito de la acuicultura, los integrantes de
Armasur  participan  en  el  transporte  de  peces  vivos,  materiales  e  insumos,
alimento, traslado de personal, actividades de fondeo, buceo, plantas de proceso
primario, etc. 

En cuanto al proyecto de ley, estiman que la creación de las áreas de
manejo  sanitario  (AMS)  constituye  un  gran  avance.  No  obstante,  se  omite  la
complejidad logística derivada de las necesidades de la industria. En relación con
el tema de las AMS, las modificaciones propuestas apuntan a mitigar los efectos
del Isa, pero no se pone el suficiente énfasis en la prevención del virus, y que
abarca  un  sinnúmero  de  aspectos,  tales  como  los  tipos  de  piscicultura,  la
importación de ovas, los criterios productivos, las distancias entre los centros y las
densidades,  la  siembra,  la  alimentación y la  cosecha,  el  cambio de redes,  las
relaciones con la pesca artesanal y la mitilicultura, etc. 

Con todo, el proyecto es positivo en distintos aspectos. Así, el modelo de
barrios  constituye  una  propuesta  interesante  y  valiosa,  aunque  el  número  de
aquéllos que se implementaría, 58, parece excesivo, y podría dificultar el manejo
sanitario, dada la cercanía que existiría entre algunos de ellos. Este punto es de
suyo importante. Al parecer, la idea de crear tal número de barrios se fundamenta
en el modelo noruego, en que cada uno de éstos cuenta con su propia logística,
pero  lo  anterior  no  es  aplicable  en  Chile,  pues se  precisaría  de  una logística
especial y de cuantiosas inversiones. Actualmente, tal modelo es inviable desde el
punto de vista de los requerimientos de abastecimiento continuo de alimentos, si
se  toma  en  cuenta  el  hecho  de  que  la  infraestructura  portuaria  es  limitada,
concentrándose en un 90% en la zona de Puerto Montt-Pargua. La propuesta de
Armasur en lo referente al sistema de barrios consiste en dividir los servicios en
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penetrantes y fronterizos, entendiendo por los primeros aquéllos que deben llegar
al borde de la jaula; y por  fronterizos los que se desplazan hasta estaciones de
transferencia, que funcionan como auténticas “aduanas” sanitarias.

Otro  tópico  relevante  es  el  que  dice  relación  con  los  reglamentos
sanitario  y  ambiental.  Lamentablemente,  no se conocen,  o bien no existen los
programas sanitarios específicos que regulan cada una de las actividades y que
dan coherencia al modelo que se busca poner en práctica. 

En lo  que se  refiere  al  aumento  de las  atribuciones del  Sernapesca,
como también de las sanciones, que propone la iniciativa legal, Armasur considera
que  es  una  medida  necesaria,  pero  al  mismo  tiempo  observan  que  podría
producirse  un  traslape  de  funciones  entre  el  mencionado  organismo  y  otras
reparticiones,  que  hay  que  evitar.  Sobre  las  sanciones,  ellas  deben  guardar
proporcionalidad con la magnitud del negocio.

     El proyecto de ley propone también un incremento en el valor de la
patente acuícola, lo cual, desde su perspectiva, debería postergarse hasta que la
industria se recupere. 

     Un aspecto muy positivo del proyecto radica en que se otorga mérito
ejecutivo a las concesiones, lo cual es necesario tanto para la adecuada operación
de los  barrios  como para  que aquéllas  constituyan una garantía  real  para  los
bancos.

     Finalmente,  la  relocalización  de  concesiones  y  la  suspensión  del
otorgamiento de nuevas constituyen medidas necesarias frente a la crisis sanitaria
que aqueja al sector.   

j)  Gerente técnico de la Asociación Gremial de Talleres de Redes (Atared),
señora Soledad Zorzano. 
Explicó que Atared agrupa a 11 empresas que proveen trabajo directo a

unas 1.200 personas y realizan inversiones del orden de los $15 mil millones.

En su opinión, el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo al Parlamento
representa  una  respuesta  sólo  parcial  a  la  crisis  por  la  que  atraviesa  la
salmonicultura,  y  que  necesita  una  mirada  de  más  largo  plazo.  Aunque  el
problema está centrado hoy día en el  virus Isa,   hay otros puntos que deben
abordarse.

Respecto  al  contenido  en  sí  del  proyecto,  señaló  que  dentro  de  los
aspectos positivos se encuentran el fortalecimiento de las facultades fiscalizadoras
del Sernapesca y la creación de un mecanismo adecuado que facilitará y otorgará
certeza  a  la  constitución  y  ejecución  de  garantías  sobre  las  concesiones  y
autorizaciones de acuicultura. En cuanto al aumento del valor de la patente, una
parte de esa mayor recaudación debería destinarse al Sernapesca, para que ese
organismo opere con las atribuciones y disponga de los recursos equivalentes a
los del SAG.

Por otro lado, se incorpora la noción de áreas de manejo sanitario (AMS),
que apunta en la dirección correcta, aunque presenta un error conceptual desde
su perspectiva, pues trata la materia bajo una óptica epidemiológica, lo que no se
ajusta al concepto de “barrio”. En otros términos, la propuesta del Ejecutivo en el
tópico de las AMS está hecha “a la medida” del Isa y excluye otras especies de
peces. Dada la gravedad de la crisis, el ordenamiento de la salmonicultura ha de
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basarse en la relocalización de concesiones, distanciando los centros de cultivo
pertenecientes  a  distintas  empresas.  En  tal  sentido,  ha  de  modificarse  la
reglamentación que rige la materia.  

  Acerca  de  la  suspensión  del  otorgamiento  de  nuevas  concesiones
acuícolas en la Región de Los Lagos, según el proyecto, Atared considera que
debería ser una medida de tipo transitorio, y no permanente, como se estipula en
aquél. La suspensión debería regir por un año, tal como se prevé para la Región
de Aysén, mientras se efectúa un ordenamiento en la materia, pues de lo contrario
se atentaría contra proyectos futuros que contemplen el cultivo de otros peces,
como merluza, bacalao, mero, etc. 

En lo que concierne a la información ambiental y sanitaria, ella debe ser
provista por terceros, bajo el estricto control del Sernapesca. Sobre este punto,
sería muy útil  e importante a la vez incorporar los conceptos de capacidad de
carga y de densidad óptimas. 

Por último, Atared comparte el acápite del proyecto que se refiere a las
sanciones administrativas, con el alcance de que ellas se hagan extensivas no
sólo a las aludidas AMS, sino a las actividades de cultivo en general. Además,
debería  incluirse  una  sanción  específica  a  los  productores  que  entregan
información falsa, incompleta o extemporánea, que afecte a terceros.   

      

k)  Presidente  de  la  Asociación  de  Buzos  A.G.  (Adeb),  señor  Esteban
Chamorro, e integrante de dicha entidad, señor Alfredo Labbé. 

     La crisis provocada por el virus Isa ha tenido un fuerte impacto en las
dos  empresas  que  conforman  la  Asociación,  lo  que  se  refleja  en  la  brusca
disminución de trabajadores, pasando de 2.000 a alrededor de 1.000 en menos de
un año. Una de las preocupaciones del gremio es la injerencia de la autoridad
marítima en la  regulación  de la  actividad del  buceo,  lo  que a  su  juicio  no  es
adecuado. Otro aspecto que les interesa especialmente, y que debería normarse,
es  el  no  uso  de  algunas  concesiones,  o  utilización  para  efectos  de  “mera
soberanía” de las mismas. Lo anterior debería conllevar la sanción de caducidad,
pero hay que perfeccionar la ley en la materia. Este punto es de suyo relevante,
porque un uso  de la  concesión  en  la  forma señalada  convierte  a  ésta  en un
potencial foco infeccioso, cuestión que trata precisamente de prevenir el proyecto
a través de un nuevo enfoque sanitario. Junto con lo expresado, la iniciativa legal
debería abordar lo relativo al plan de manejo de la actividad acuícola, exigiendo
idealmente una certificación. Por último, habría que conferir más atribuciones al
Sernapesca en lo que concierne al control mismo de la producción.     

l)  Secretario de la Asociación de Laboratorios Veterinarios (Alavet), señor
Fernando Flores.

   El representante de Alavet explicó que a dicha asociación le interesa
especialmente que el nivel mínimo de oxígeno que debe existir en los centros de
cultivo  se  especifique  en  el  proyecto,  aunque  admitió  que  el  tema,  por  su
naturaleza,  escapa  al  ámbito  legal.   Agregó  que  es  muy  relevante  que  el
reglamento precise cuándo se va a verificar el “muestreo” en los centros de cultivo.
En su opinión, ello debería tener lugar en el momento en que aquél tiene la mayor
carga animal. Destacó, por otro lado, el estricto control a que son sometidos los
productos elaborados por los laboratorios, y cuyo estándar supera al que rige para
la  propia  industria  acuícola.  A  efectos  de  una  adecuada  fiscalización,  el
Sernapesca  debe  lograr  un  liderazgo  en  el  papel  fiscalizador,  y  en  esta
perspectiva es positivo y encomiable que el proyecto fortalezca a dicho organismo.
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En otro plano, valoró que el proyecto regule la temática de las áreas de manejo,
advirtiendo, eso sí, que aún no se aborda la problemática del Isa en agua dulce. A
este respecto, hay que tener presente que la trucha es un vector del virus. Por
ende -concluyó-, dicha especie debería tener el mismo trato epidemiológico que el
salmón del atlántico.            

  

m)  Dirigentes de la pesca artesanal de la Región de los Lagos (Corepa),
señores Jorge Bustos, Héctor Morales y Marcelo Soto. 

El señor Bustos (presidente de la Corepa X Región) expresó que el sector
artesanal  ha  advertido  desde  hace  unos  diez  años  sobre  los  riesgos
medioambientales y sanitarios que implica el desarrollo de la industria acuícola. Su
experiencia como buzo le hizo ver el negativo impacto de ésta en el ecosistema.
En tal sentido, instó a mejorar la calidad de los estudios de impacto ambiental que
se realizan para la acuicultura, y que ellos sean elaborados por órganos públicos
de reconocido prestigio, y no por entidades que designan los propios empresarios.

Respecto  al  proyecto,  les  preocupa  especialmente  lo  concerniente  al
sistema  de  barrios  que  se  propone,  acerca  del  cual  carecen  de  mayores
antecedentes, pues podría tener repercusiones en la pesca artesanal.  Se hace
necesario una amplia discusión en torno a este asunto, particularmente en la X
Región, donde la acuicultura presenta claros signos de saturación. A su juicio,
para que la industria sea viable, debería reducir su producción en un 75%.   

Agregó que la Corepa es partidaria de establecer una moratoria en la X
Región para la declaración de nuevas áreas aptas para la acuicultura (AAA), al
menos  por  cinco  años,  mientras  se  resuelve  la  crisis  sanitaria.  Por  otro  lado,
debería  prohibirse  crear  tales  áreas en caladeros o  áreas de pesca.  También
debería limitarse la relocalización de concesiones al interior de las actuales AAA.
Abogó, asimismo, por fijar un procedimiento obligatorio para determinar los bancos
naturales,  previo  a  la  autorización  o  relocalización  de  una  concesión.  En  otro
orden, propuso elevar las sanciones que den certeza al cumplimiento del plan de
manejo sanitario. Por último, solicitó la exclusividad de la captación de semillas de
recursos hidrobiológicos para la pesca artesanal.   

Por su parte, el señor Morales dijo que la pesca artesanal es una actividad
que  data  de,  a  lo  menos,  11  mil  años;  en  tanto  que  la  acuicultura  se  ha
desarrollado  sólo  en  los  últimos 30,  lapso  en  el  cual  ha  provocado  un efecto
negativo en el medioambiente. Sin embargo, la responsabilidad por esta crisis no
es  atribuible  solamente  a  los  empresarios,  sino  también  a  la  autoridad,  y  en
especial  el  Sernapesca,  que  no  tomó  los  resguardos  sanitarios  adecuados,
autorizando -por ejemplo- la importación de ovas. Destacó, también,  la escasa
información  que  han  recibido  de  parte  del  gobierno  en  torno  a  la  mecánica
operatoria  del  modelo de barrios que se desea implementar  en la  acuicultura,
asunto de suyo importante, por sus implicancias en la preservación de los bancos
naturales y caladeros. También se ignora los parámetros que deberán cumplir los
elementos químicos que se podrán utilizar en el nuevo sistema productivo que se
propicia. Al respecto, subrayó que cada año se emplean más de cien toneladas de
antibióticos en la mencionada industria. Agregó que en la X Región ya no queda
espacio para el otorgamiento de nuevas concesiones. El deterioro del ecosistema
es evidente, al punto que en ciertas áreas el agua ha perdido el 75% del oxígeno,
debido a la salmonicultura. Al margen de lo anterior, el desarrollo de esta industria
ha provocado la muerte de varios buzos “intemedios”, categoría esta última hecha
“a la medida” de los empresarios.           
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Finalmente, el señor Soto señaló que, en su desarrollo, la industria acuícola
ha invadido bancos naturales y caladeros que, históricamente, pertenecieron al
sector  artesanal,  el  cual  siempre  explotó  los  recursos  con  un  sentido  de
preservación del medio. La difícil situación por la que atraviesan muchas familias
de  pescadores  que  han  quedado  sin  trabajo,  ha  determinado  que  un  número
importante  de  aquéllos  hayan  sido  empleados  por  la  acuicultura.  Acotó,
respaldando  lo  expresado  por  el  señor  Bustos,  que  les  preocupa  el  tema del
funcionamiento de barrios, materia sobre la cual hace falta más información.  

  

n)  Dirigentes  de  la  Federación  de  Pescadores  Artesanales  Sur  de
Magallanes  y  la  Antártica  Chilena,  señores  José  Hernández,  Erardo  Muñoz,
Gabriel Sánchez  y Raúl Toledo.

Los  dirigentes  señalaron  que  el  virus  Isa  ha  afectado  seriamente  a  la
industria  acuícola  en Magallanes.  Lamentablemente,  la  autoridad no aplicó los
controles preventivos necesarios para evitar que se propagara aquél. A su juicio,
el  proyecto  de ley  en  examen procura  sustentar  una actividad que  carece de
viabilidad y que se halla en una crisis muy profunda. Esto último se explica porque
en Chile,  a  diferencia de  lo  que sucede en otros  países,  la  salmonicultura se
desarrolla de manera altamente concentrada, donde los desechos de los centros
de cultivo tienen un mayor potencial  de interactuar,  lo que conlleva riesgos de
alteraciones de envergadura en los ecosistemas. Por otro lado, señalaron que el
proceso de zonificación costera no ha contado en su región con la participación de
la comunidad organizada. En su opinión, deberían suspenderse indefinidamente
tanto el otorgamiento de nuevas concesiones acuícolas en la zona austral como el
proceso de zonificación aludido.

En cuanto al contenido del proyecto, indicaron que la declaración de áreas
de manejo no debería recaer únicamente en la subsecretaría de pesca, como se
propone,  sino  también  en  la  autoridad  del  ramo.  Además,  falta  conocer  en
profundidad el sistema de funcionamiento de los barrios. 

Al  concluir,  reiteraron  su  rechazo  de  plano  al  proyecto  en  comento,
fundamentando  dicha  actitud  en  que  la  autoridad  no  ha  dado  señales  de  un
acercamiento a la problemática que aqueja al sector artesanal.  

ñ) Investigadores del Instituto Libertad y Desarrollo, señores Pablo Kangiser
y Jaime Salas. 

El señor Kangiser formuló en primer lugar una apreciación general sobre el
contexto del proyecto en referencia, destacando que en la Ley General de Pesca
confluyen diversos intereses legítimos, cuyo equilibrio se ha procurado mantener a
través de las diversas reformas que ha sufrido ese cuerpo normativo. Una de las
últimas enmiendas incorporada a éste fue a través de la ley N°20.091, de 2006,
que estableció dos tipos de concesiones acuícolas, plasmadas en los artículos 80
bis y 80 ter de la ley general: una gratuita, pero que impone restricciones al titular,
y otra sujeta a un cobro o patente, pero que facilita la explotación y enajenación de
la concesión; situación que criticó en su oportunidad. El actual proyecto atenúa
ese esquema, pero no le pone fin, como sería deseable, fijando un sistema único
en la materia, tal como existía hasta la mencionada reforma. 

Agregó  que,  en  líneas  generales,  Libertad  y  Desarrollo  comparte  la
orientación y el fin que persigue el proyecto impulsado por el Ejecutivo. Con todo,
y sin perjuicio de la observación previa, estiman que debería perfeccionarse en
ciertos aspectos. Uno de ellos dice relación con la facultad que se le confiere a la

23



subsecretaría de pesca de declarar áreas no disponibles para la acuicultura, y que
desde su perspectiva habría que acotar, pues se trata de un tema muy delicado,
en que podría incurrirse en una excesiva burocracia, o afectarse el principio de
probidad. Asimismo, criticó la disposición que propone una sanción única de 3.000
UTM para el caso de incurrir en alguna de las prohibiciones que se especifican
(por ejemplo, no dar cumplimiento a las condiciones de densidad), ya que es muy
rígida y, por ende, debería graduarse conforme a determinados parámetros, como
podría ser el capital en giro del infractor.       

A su vez, el señor Salas expuso los siguientes comentarios y reparos -entre
otros- al contenido del proyecto. En primer lugar, señaló que existe consenso en la
necesidad  de  modificar  el  sistema  de  concesiones,  a  fin  de  adaptarlo  a  los
requerimientos actuales y, en especial, para poder enfrentar epidemias como el
virus Isa. Dentro de los aspectos positivos del proyecto está el enfoque coordinado
de la  actividad,  que se  traduce en la  momificación y en  las  áreas de manejo
sanitario que se propone implementar. Igualmente, es destacable que se asuma
una actitud de tipo preventivo respecto de la aparición de condiciones ambientales
y sanitarias no deseadas. Actualmente, prevalece un criterio más bien reactivo
frente  a  situaciones de crisis.  En tercer  lugar,  es  positivo  que,  en  materia  de
fiscalización, se consagren facultades que hoy sólo están plasmadas en el nivel
reglamentario. Enseguida, el proyecto fortalece los derechos de los titulares de las
concesiones,  facilitando  la  transferencia  de  éstas,  ya  que  se  elimina  la
autorización previa de la subsecretaría para tal efecto. Por otro lado, se establece
un sistema registral similar al de los Conservadores de Bienes Raíces. Por último,
también es destacable que se faculte otorgar la concesión en garantía,  lo que
facilitará  el  acceso  al  crédito.  A  fin  de  hacer  más  efectiva  dicha  garantía,  se
consagran excepciones a la caducidad de las concesiones sobre las cuales se
haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en
la prenda. En cuanto a los aspectos que le merecen críticas del proyecto, ellos son
los siguientes:  a)  Se faculta  a la  subsecretaría de Pesca para declarar ciertas
zonas  como  actualmente  no  disponibles  para  el  otorgamiento  de  nuevas
concesiones por falta de espacio, sin precisar cómo se ejercerá dicha atribución.
De  acuerdo  al  artículo  19  N°21  de  la  Carta  Fundamental,  la  ley  debería
determinar, al  menos genéricamente, las condiciones objetivas para efectuar la
mencionada declaración; b) Análoga observación cabe respecto de la facultad que
se entrega al Sernapesca para eliminar especies hidrobiológicas en cultivo: la ley
debería fijar ciertas pautas para la actuación de la autoridad en esta materia. Por
otro  lado,  si  el  Estado  ordena  eliminar  peces  pertenecientes  a  un  particular,
debería  responder  por  el  daño  patrimonial  causado  si  se  demuestra
posteriormente que tal decisión fue errónea; c) El proyecto incorpora un artículo
118  ter,  que  agrega  dos  sanciones  para  el  evento  de  no  cumplirse  ciertas
condiciones que no precisa, vulnerándose así el artículo 19 N°3 de la Constitución
Política, que señala que ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta
que  se  sancione  esté  expresamente  descrita  en  ella.  Además,  no  parece
adecuado fijar una multa única de 3.000 UTM, sino que debería facultarse al juez
para  graduar  aquélla,  según  la  gravedad  de  la  infracción;  d)  Aunque  las
restricciones  asociadas  a  eventos  sanitarios  son  razonables  (condiciones  de
densidad,  siembra,  cosecha,  etc.),  ellas no deberían afectar  el  derecho de los
concesionarios de administrar autónomamente su negocio; e) La declaración de
áreas de manejo sanitario puede derivar en la relocalización de concesiones y en
la imposición de otros gravámenes, por lo que es necesario que la ley señale con
cierto  detalle  las  características  y  requisitos  que  deben  darse  para  que  la
subsecretaría  efectúe  tal  declaración.  En  caso  contrario,  se  contravendría  el
artículo 19 N°21 de la Ley Fundamental, al hacer una delegación genérica en un
reglamento  que  regulará  materias  que  afectan  el  ejercicio  de  una  actividad
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económica;  f)  La  suspensión  del  ingreso  de  solicitudes  y  el  otorgamiento  de
nuevas concesiones acuícolas en las Regiones X (en forma permanente) y XI (por
un año),  salvo respecto de las solicitudes que cuenten con proyectos técnicos
aprobados es una medida desproporcionada , ya que -según se vio más arriba- el
propio proyecto consagra la facultad de declarar una zona no disponible para el
otorgamiento de concesiones.             

o)  Dirigentes de la Asociación de Productores de Salmón de la Región de
Magallanes (APST), señores Drago Covacich y Alejandro Fernández.       

La referida Asociación agrupa a seis empresas del rubro acuícola, que en
2007 produjeron 9.723 toneladas de salmónidos. Esa cifra cayó abruptamente a
6.000 toneladas en 2008, por efecto del  virus Isa, lo que pone de manifiesto el
devastador efecto de aquél en Magallanes. Con todo, esta región, a diferencia de lo
que sucede en las de Los Lagos y de Aysén, donde hay un problema de saturación
reconocido por todos los actores, tiene un gran potencial en la materia. Sin embargo,
y pese a tener la XII región un borde costero de 49 mil kilómetros, sólo 490 de ellos
(es decir, el 1%) corresponden a áreas aptas para la acuicultura (AAA). Actualmente,
en Magallanes sólo hay 26 concesiones vigentes para la salmonicultura, contra 519
en la X región y 367 en la XI. Lamentablemente, la acuicultura de está desarrollando
en la región más austral del país en condiciones de real hacinamiento y de enorme
riesgo sanitario, pues está focalizada en dos zonas de tamaño más bien reducido. 

Los productores  de Magallanes,  sin  excepción,  valoran y  quieren que se
aplique el nuevo modelo productivo diseñado por la Mesa que preside don Felipe
Sandoval, siempre que se cumpla una condición indispensable, cual es que existan
concesiones. Con el actual número de éstas y las áreas geográficas disponibles, tal
modelo es inaplicable. Además, la moratoria que consagra el proyecto retrasaría en
dos  años  la  tramitación  de  las  concesiones  pendientes.  Ello  implicará  que  la
actividad en su conjunto (producción, inversión y empleo) se va a estancar o, peor
aún, disminuir. De acuerdo a sus estimaciones, si no hubiera moratoria la producción
total  de  salmones  y  truchas  en  Magallanes  podría  alcanzar  las  68,8  miles  de
toneladas en 2013, proveyendo un total de 5.177 empleos directos e indirectos. En
cambio, de aplicarse tal medida la producción párale mencionado año sería 14,3
miles de toneladas y las plazas de trabajo apenas 495.      

El  hacinamiento  a  que  se  hizo  alusión  más  arriba  determinó  una  rápida
propagación del Isa en Magallanes, dañando en forma grave a cuatro centros de
engorda. Se estima que debido a dicho virus dejarán de cosecharse 12 mil toneladas
entre agosto de 2009 y septiembre de 2010. La pérdida económica se avalúa en
US$ 14 millones.  En cuanto  al  empleo,  cabe señalar  que a  marzo de 2009 la
acuicultura generaba 600 puestos de trabajo, pero esa cifra se reduciría a partir de
agosto del año en curso a 250 personas, como consecuencia del Isa. 

Respecto a las solicitudes pendientes de concesiones acuícolas en la  XII
Región, hay 512 que han pasado a la etapa de evaluación de la subsecretaría de
Pesca, con el siguiente desglose por provincia: 246 en Última Esperanza, 155 en
Magallanes, 15 en Tierra del Fuego y 68 en la Antártica Chilena.   

Por otra parte, los dirigentes se refirieron a la labor realizada entre los años
2003 y 2004 por la Comisión Técnica de Uso del Borde Costero en la mencionada
región. El fruto de esa labor fue la modificación del decreto N°340/94, desafectando
áreas para desarrollar la acuicultura en 55 sectores, distribuidos en 8 macroáreas
geográficas, y priorizando la pesca artesanal y el turismo.
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En  síntesis,  para  la  APST  es  fundamental,  por  un  lado,  que  se  sigan
tramitando las solicitudes de concesiones acuícolas que ya han ingresado; y, por el
otro,  eliminar  la  moratoria  para esta actividad,  pues sólo  así  la  producción  y  el
empleo continuarán creciendo, según queda explicado.

p)  Dirigentes de la pesca artesanal de la Región de Aysén, señores Iván
Fuentes, Misael Ruiz, Nestor Müller y José Pichuncheo.

El señor Fuentes expresó que existen muchos problemas que resolver en la
pesca artesanal, sobre todo en la necesidad de diversificar la pesca que realizan ya
que ellos son fundamentalmente monoproductores. 

Afirmó que no sólo en la XI Región sino que en general en la pesca que se
realiza en Chile se ha ido de depredación en depredación. Quieren salir  de esa
situación y para ello se debería hacer una “cirugía de cuerpo y alma” en la pesca
artesanal,  de  manera  que  el  pescador  pueda  tener  una  mayor  diversidad  de
productos  en  los  cuales  trabajar  y  no  sea  monoproductor  como  lo  ha  sido
históricamente. En alguna época se ha dedicado a las machas, luego a los locos y
hoy de la merluza. Tal situación debería cambiar. 

Añadió que la idea es que las áreas de manejo no sean un sueño sino que
una realidad y que la acuicultura a pequeña escala sea una fórmula en la cual ellos
puedan ser parte de un mercado.

Agregó que entienden que el sector de la salmonicultura está dañado y ellos
esperan que les vaya bien. Sostuvo que el problema actual de la salmonicultura no
es el que afecta a la pesca artesanal, cuyo mal natural es la marea roja. Se trata de
una herida que se auto infirieron y que deriva de la irresponsabilidad con que han
trabajado, situación que deben enmendar. 

Afirmó que si los salmonicultores no hubiesen sido tan irresponsables en su
trabajo no se habrían visto afectados por el virus Isa. Por otra parte, si el Gobierno
hubiese  efectuado  una  adecuada  fiscalización  no  se  estaría  produciendo  esta
catástrofe en la Región.

Expresó que en la zona se creció, pero en forma desmedida, avasallando a la
pesca  artesanal,  instalando  las  concesiones  de  salmonicultura  en  sectores  muy
cercanos a los que ellos tienen asignados.

 
Sostuvo que existe la posibilidad de una sana convivencia, pero ella debe ir

acompañada de un respeto mutuo. Desean que les vaya bien a los salmonicultores,
pero no por esa razón la pesca artesanal debe morir en el olvido. Necesitan tener
sus espacios, la posibilidad de ser una alternativa distinta en el mercado mundial.
Cuando los salmonicultores produzcan transgénicos, que es parte de su negocio,
probablemente  los  pescadores  artesanales  puedan  producir  orgánicos  para
apoderarse de otro pedazo del mercado.

 
Agregó que el virus Isa está provocando un gran golpe a la economía del

país, en especial de dos grandes regiones como son la X y XI. Incluso, también se
está viendo afectada la ciudad de Punta Arenas, en la XII Región.

Cree que los salmonicultores pudieron haber cooperado mucho con la pesca
artesanal,  de manera de tener  una sana convivencia.  Sin embargo,  les miraron
desde lejos, esperando que desaparecieran. Lo cual no ocurrió, ni ocurrirá, ya que
son un grupo grande, sus hijos están creciendo y se incorporan a esta actividad.
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 Manifestó que los pescadores artesanales esperan un impulso pequeño por
parte  del  Gobierno.  No  quieren  que  se  hagan  cargo  de  su  pobreza  o  de  sus
problemas, sino que requieren simplemente de un impulso para tener la tecnología
que les permita salir adelante.

El señor Ruiz expresó que no desean que este proyecto se vea con urgencia
porque necesitan entender qué es el  tema de los barrios,  ya que no se les ha
explicado con claridad. Se especula mucho sobre esta materia. Por ejemplo, se dice
que  la  salmonicultura  contará  con  un  sector  privilegiado en el  cual  las  lanchas
deberán pasar controles sanitarios.

Requieren  que  se  respete  su  entorno  y  la  pesca  artesanal  que  ha  sido
avasallada por la salmonicultura. Incluso, dijo, se están apoderando de las aguas
interiores que les corresponden a sus representados.

Agregó que en la actualidad existe un alto nivel de toxinas en el mar, debido a
los elementos químicos que se han tirado a las aguas para combatir el virus Isa.

El señor Fuentes manifestó que el año pasado sobraron 285 toneladas de la
cuota asignada para la explotación de la merluza austral. Ello se produjo no porque
los pescadores no la  quisieran extraer,  sino debido a que el  mercado ya venía
dañado y porque, además, las condiciones climáticas no lo permitieron. 

Expresó que, adicionalmente, había 161 toneladas que el Subsecretario “les
devolvió” el año pasado porque existía un 5% que estaba pendiente, pero que, sin
embargo, este año se les volvió a descontar, lo cual les causa un efecto en contra
de, a lo menos, 500 toneladas en pérdidas en la región.

Estimó necesario que se establezca un plan de administración uniforme, de
manera que no sea cada sindicato el que lo presente. Recordó que la aprobación de
ese plan tarda varios meses lo que entrampa su trabajo ya que la cuota asignada se
debe sacar en once meses, lo cual trae como consecuencia igual número de salidas
y de gastos. Se quiere minimizar ese efecto,  y por ello,  propone que se pueda
extraer la cuota asignada en menos tiempo, de manera que en los meses restantes
se puedan explotar otros productos.

q) Subsecretario  del  Trabajo  y  Previsión  Social,  señor  Mauricio  Jélvez
Maturana.

En la sesión de 28 de abril  de 2009, el señor Jélvez expuso acerca del
“Programa Especial de Intermediación, Empleo, Emprendimiento y Capacitación
para los trabajadores y trabajadoras de la industria salmonera de la Región de Los
Lagos” señalando que, actualmente, Chile es el  segundo productor mundial  de
salmón, con un 38,2% del total de la producción mundial del salmón y trucha de
cultivo.

Expresó que el sector aporta el 4.5 % de las exportaciones totales del país,
representando el 56% de aquéllas de índole exportaciones pesquera.

La industria salmonera emplea aproximadamente 50.000 personas en forma
directa e indirecta, de las cuales el 60% es mano de obra femenina, concentrándose
principalmente en los centros de proceso y empaque.

Afirmó  que,  para  contextualizar  la  situación  actual  de  la  industria  del
salmón, es necesario hacer referencia a que, desde el año 2007, se viene viviendo
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un proceso de reestructuración en innovación tecnológica como consecuencia de
las exigencias de los mercados internacionales y de la propia viabilidad del sector
industrial. 

Junto  con  lo  anterior,  a  mediados  del  año  2007,  las  investigaciones
científicas detectan la presencia de un virus que impacta significativamente en la
calidad de los productos, lo cual coloca una voz de alerta en los mercados de
destino, éste es el virus ISA, el cual ha generado un 20% de disminución en la
producción de salmón. En la actualidad, existe sobreproducción por cuanto se ha
adelantado  la  cosecha  del  2009  y  se  estima  que  aumentará  la  baja  de  la
producción del orden del 30 a 35 %, aproximadamente.

Sostuvo que,  a  pesar  de las dificultades señaladas,  la  tasa de despido,
logró detenerse transitoriamente, debido al  referido adelantamiento, durante los
meses de diciembre 2008, enero y febrero 2009, actividad que requiere de uso
intensivo de mano de obra especializada y de temporada.

Agregó que los efectos que en el tiempo tendrán estos ajustes productivos
son variables, mientras en el corto plazo se podría hablar de un incremento del
salmón  procesado  en  centros  (por  la  cosecha  anticipada),  paralelamente  se
comienzan  a  cerrar  centros  de  cultivo  y,  posteriormente,  ello  afectará
inevitablemente  la  producción  y  el  proceso  mismo.  La  situación  de  “baja
productividad” se extenderá -a lo menos- hasta todo el 2010, existiendo períodos
excepcionales en la cosecha y procesamiento de las otras especies (salmón cojo y
trucha, en los lapsos comprendidos entre octubre y enero). La merma productiva
y, consiguientemente, la crisis laboral de la actividad se constituye en una realidad
fuerte para las empresas, las que desde sus balances 2008 expresan pérdidas
significativas y abultadas disminuciones patrimoniales.  Aunque la situación sea
variable  por  empresa,  ya  sea  por  su  tamaño  y  propiedad,  su  especialización
productiva y localización de sus centros de cultivos y plantas de proceso, puede
hablarse de una crisis generalizada del sector salmonero.

Expresó que la situación a marzo de 2009 es tal, que nadie duda respecto
de la necesidad de ir hacia nuevas formas de cultivo y procesamiento de salmón y
de lo esencial que resulta avanzar en términos ambientales y biológicos, como
también en la cadena de controles y fiscalizaciones, que tanto las empresas como
las  agencias  gubernamentales  deben  efectuar.  La  experiencia  noruega  es
relevante al respecto. En las Islas Faroe, incluso, se estableció una veda total a la
actividad por un tiempo determinado. Últimamente las empresas consideran que
es  necesario  “coexistir  con  el  ISA”,  (a  “la  noruega”,  conformando  barrios
productivos) pero en condiciones ambientales de muy riguroso control.

Lo anterior, dijo, lleva a una transformación tecnológico-productiva de gran
escala y a una revisión profunda de procedimientos. De ello deberá surgir, en un
plazo que se estima entre “18 meses a tres años” una nueva modalidad productiva
(salmón 2.0).

Añadió que las acciones realizadas por el gobierno en forma multisectorial,
tendrán un impacto directo a contar del mes de abril. Aquéllas de coordinación en
lo referente al impacto en el empleo son apoyadas por los Ministerios del Trabajo y
Economía, quedando la ejecución del Plan y la interlocución con los trabajadores y
la industria radicada a nivel del Gobierno Regional.

Indicó que, a contar de octubre del 2008, se constituyó una mesa de trabajo
entre trabajadores de la industria, representados por la CONATRASAL y CUT de

28



las  provincias  de  Llanquihue  y  Chiloé,  e  instituciones  públicas  regionales,
presidida por el Intendente Regional.

Señaló que se abordaron las problemáticas del virus y sus consecuencias y
se analizaron las medidas adoptadas por la industria y SERNAPESCA, como a la
vez se comenzaron a activar los programas de los distintos Servicios Públicos,
para responder a las demandas de los trabajadores.

Posteriormente, dijo, a solicitud de estos últimos, esta mesa se dividió, de
acuerdo a los distintos intereses,  en las provincias de Llanquihue y de Chiloé,
presididas por sus respectivos Gobernadores.

Explicó que cada una de estas mesas provinciales trabaja en 3 comisiones
de trabajo, sesionando una vez al mes:

1) Comisión de vivienda.
2) Comisión de fomento productivo.
3) Comisión de capacitación, empleo y educación.

Sostuvo que, con fecha  15 de abril,  el  Subsecretario del Trabajo anunció
públicamente el Plan para los trabajadores/as de Puerto Montt.

Con fecha  21 de abril, se reúne con el  Intendente de la Región de Los
Lagos y todo el equipo del Gobierno Regional, involucrado en la implementación
del Plan Salmón en la Región, para  determinar su cronograma.  Además lo hizo
con  los  Sindicatos  de  la  Provincia  de  Llanquihue, para  anunciarles  el  Plan,
comprometiéndose los trabajadores a reiniciar las conversaciones con el Gobierno
Regional y así sacar adelante las propuestas.

Con fecha  22 de abril,  se reunió en una asamblea con los Sindicatos  y
trabajadores/as de la Provincia de Chiloé, con el mismo propósito anterior.

Manifestó que las cifras de despidos estimadas por la industria ascienden a
10.000, entre los meses de marzo y diciembre del presente año. Este impacto será
compensado por la recontratación de unos 1.500 trabajadores entre los meses de
septiembre y  octubre,  por  lo  que  el  efecto  neto  esperado ascendería  a  8.500
puestos de trabajo perdidos. 

La propuesta del Gobierno para enfrentar la crisis del salmón en la Región
de Los Lagos será implementada por el Gobierno Regional, bajo la coordinación
del Intendente Regional, con el apoyo directo de la Subsecretaría del Trabajo.

Esta propuesta contiene 4 componentes: Intermediación laboral,  Empleo,
Emprendimiento y Capacitación.

En materia de Intermediación Laboral, respondiendo a la demanda de los
trabajadores y entendiendo que, en un proceso masivo de despido, es clave la
información en detalle de cada trabajador para responder con oportunidad y poder
canalizar eficientemente la oferta pública hacia ellos, es que se ha implementado
un Plan de Fortalecimiento de las Oficinas de Intermediación Laboral; un Plan de
Fortalecimiento de las OMIL de Puerto Montt, Ancud, Castro, Calbuco, Osorno y
Purranque;  se  ha  creado  la  Oficina  Regional  de  Intermediación  Laboral,  en
oficinas del SENCE Regional; se ha creado la Oficina Provincial de Intermediación
Laboral  en  la  Provincia  de  Chiloé,  en  dependencias  de  la  Gobernación,  para
atención preferencial de trabajadores desvinculados de la industria del salmón; se
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han contratado 4 gestores territoriales, para apoyar el trabajo de intermediación en
toda la Región.

Respecto al Empleo sostuvo que, con el fin de responder en forma rápida
a la crisis que vive un trabajador al momento de ser despedido, el Gobierno pone
a su disposición cuatro instrumentos:

a)  Bonificación  a  la  Contratación  de  mano  de  obra:  Los  trabajadores
desvinculados,  que  se  puedan  insertar  en  un  nuevo  puesto  de  trabajo
dependiente, ofertarán a la empresa una bonificación a su contratación de un 40%
de un salario mínimo, por un período de 4 meses, y un bono para su capacitación
de $ 50.000. Este beneficio se tramita en las oficinas del SENCE Regional.

Para  dar  inicio  al  Programa se  contempla  una  Cobertura  de  250
bonificaciones, las que estarán operativas a contar del 30 de mayo.

b)  Programa  Aprendices:  Los  trabajadores  jóvenes  (hasta  25  años)
desvinculados,  que  se  puedan  insertar  en  un  nuevo  puesto  de  trabajo
dependiente, ofertarán a la empresa una bonificación a su contratación de un 50%
de un salario mínimo, hasta por 12 meses, y un bono para su capacitación de 10
UTM. Este beneficio también se tramita en las oficinas de SENCE Regional.

Se cuenta con una cobertura de 400 beneficiarios.

c) Inversión en la comunidad: La Intendencia regional, en conjunto con los
municipios, deberá presentar proyectos a la Subsecretaría del Trabajo, destinados
a realizar obras en el ámbito local que presenten un beneficio comunitario y que se
adecuen a las competencias laborales de los trabajadores desvinculados de la
industria salmonera.

Se cuenta con una cobertura inicial de 250 beneficiarios, a contar del 1 de
junio, en la Intendencia Regional.

d)  Fondo Regional  de  Inversión  Local  (FRIL)  especial:  Este  instrumento
regional está destinado al financiamiento de proyectos de infraestructura urbana
para  los  municipios,  administrados  directamente  por  éstos  y  dirigidos
exclusivamente  para  contratar  a  los  trabajadores  desvinculados  del  sector
salmonero.  Se  pueden  postular  iniciativas  de  hasta  M$50.000  de  acuerdo  a
Formato y Requisitos del Gobierno Regional. 

La cobertura de este programa es para 2.000 trabajadores y se encontrará
disponibles a contar del mes de junio en adelante, en el Gobierno Regional.

Cabe señalar que esta propuesta no considera el impacto que tendrá en la
región,  en  términos  de  generación  de  nuevas  oportunidades  de  empleo,  el
reforzamiento  de  la  cartera  de  proyectos  de  inversión  pública,  asociado  a  los
presupuestos  regulares,  tanto  sectorial  como  regional  y  sus  respectivos
incrementos como consecuencia del Plan del gobierno de reactivación económica
anunciado en enero del presente año.

Las  estimaciones  efectuadas  por  el  Gobierno  Regional  indican  que  se
generarían del orden de 11.575 puestos de trabajo producto de la ejecución de
estos proyectos. En consecuencia, es dable estimar que aproximadamente el 30%
de estos empleos podría direccionarse a trabajadores del sector salmonero, es
decir, 2.500 empleos.
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Respecto  al  Emprendimiento,  dijo  que  en  el  caso  de  aquellos
trabajadores desvinculados, que deseen optar por una iniciativa independiente, el
Gobierno  pone  a  su  disposición  dos  instrumentos  de  microemprendimiento;
“Apoyo  al  Emprendimiento,  Capital  Semilla”  ,  administrado  por  SERCOTEC
Regional,  el  que  contempla  un  aporte  directo  de  hasta  $1.000.000  por  cada
iniciativa  más  $  500.000  como  aporte  de  asistencia  técnica  y
“Microemprendimiento”, administrado por FOSIS Regional, el  que contempla un
aporte máximo de $500.000 por cada iniciativa.

En el caso de los Emprendimientos de SERCOTEC, el 15 de mayo vence la
postulación a ellos, dándose los resultados el día 15 de junio, comenzando las
asignaciones de recursos a partir del mismo mes.

En el caso de los Emprendimientos de FOSIS, éstos tienen una fecha de
inicio a contar de junio.

En la  capacitación,  aquellos  trabajadores  desvinculados  que  opten  por
reconvertirse  laboralmente  o  desarrollar  nuevas  competencias  laborales,  el
Gobierno pone a su disposición cuatro instrumentos: Jóvenes Bicentenario, Becas
Franquicia Tributaria (OTIC), Programa Nacional de Becas y Becas Mype, todos
ellos administrados por SENCE Regional y cada curso se determinará entre este
servicio y los beneficiarios.

Los  Programas  de  capacitación  tienen  un  plazo  de  implementación  de
aproximadamente  10 días,  después de que sean pactados los  cursos con los
trabajadores y,  luego, completados. Sólo en el  caso de las becas OTIC, éstas
tienen un tiempo de implementación de un máximo de 3 meses, luego de pactados
los cursos de capacitación.
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CUADRO RESUMEN
OFERTA PUBLICA

EMPLEO

PROGRAMA TIPOLOGÍA INSTITUCIÓN COBERTURA INVERSIÓN
M$

INVERSIÓN EN LA COMUNIDAD EMPLEO SUBTRAB 250 207.378

BONIFICACIÓN A LA CONTRATACIÓN DE 
MANO DE OBRA EMPLEO/CAPACITACIÓN SENCE 250 76.100
APRENDICES EMPLEO/CAPACITACIÓN SENCE 400 338.000
FRIL ESPECIAL EMPLEO SUBDERE 2.000 2.400.000

SUBTOTAL 2.900 3.021.478

EMPRENDIMIENTO
APOYO AL EMPRENDIMIENTO (CAPITAL 
SEMILLA) MICROEMPRENDIMIENTO SERCOTEC 500 750.000
MICROEMPRENDIMIENTO MICROEMPRENDIMIENTO FOSIS 200 100.000

SUBTOTAL 700 850.000

CAPACITACIÓN
JÓVENES BICENTENARIO CAPACITACIÓN SENCE 150 240.000
BECAS FRANQUICIA TRIBUTARIA (OTIC) CAPACITACIÓN SENCE 1.000 464.500
PROGRAMA NACIONAL DE BECAS CAPACITACIÓN SENCE 150 97.000
BECAS MYPE CAPACITACIÓN SENCE 250 162.500

SUBTOTAL 1.550 964.000

TOTAL 5.150 4.835.478

Finalmente, entregó las siguientes consideraciones: 

1) Este Plan contempla la respuesta del Gobierno para atender la situación
laboral que afecta a los trabajadores del sector salmón y que no está directamente
asociada a la crisis económica mundial. Lo que queda refrendado en el informe
INE, correspondiente al trimestre de Dic- Feb 2009, que registra un desempleo de
sólo un 5.1% a nivel regional. Es un esfuerzo de coordinación intergubernamental
para  proporcionar  una  oferta  programática  que  dé  cuenta  de  múltiples
instrumentos y cuya aplicación será de responsabilidad del  Gobierno Regional,
atendiendo  específicamente  a  las  características  del  mercado  laboral  de  este
sector y, especialmente, dando cobertura a mujeres jefas de hogar.

2)  El  Gobierno  Regional  coordinará  la  información  entregada  por  las
empresas, en relación al cronograma de despidos, para garantizar la eficiencia y
oportunidad de la oferta pública.

3) La industria se ha comprometido a revisar cada situación de despido,
priorizando  la  mantención  de  aquellos  trabajadores  en  situación  de  mayor
vulnerabilidad social. Lo  que se  pretende con este  compromiso es  priorizar  la
conservación del empleo en el  caso de mujeres jefas de hogar, matrimonios o
parejas que estén trabajando en la industria (sólo se despedirá a uno) u otras
modalidades.  La  primera  concreción  de  este  acuerdo  se  ha  expresado  en  la
decisión de la empresa AQUAChile.

4)  Complementariamente,  el  Gobierno  espera  que  las  empresas
salmoneras hagan efectiva la voluntad de conservar el empleo a 2.400 mujeres,
ante  lo  cual  aquél  se  compromete  a  financiar  su  capacitación,  de  manera  de
mejorar sus competencias de acuerdo a los nuevos requerimientos de la industria.
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5) Con respecto a la petición de los trabajadores para que las empresas
sólo  realicen  los  descuentos  asociados  a  las  deudas  con  las  Cajas  de
Compensación,  al  momento  del  pago  de  sus  finiquitos,  en  caso  de  voluntad
expresa del trabajador, se ha informado que los Dictámenes de la Dirección del
Trabajo ratifican este mismo criterio, razón por la cual, y apoyados en aquéllos,
corresponde que las empresas apliquen la medida solicitada.

El Gobierno, a través del Ministerio de Economía y de la Subsecretaría del
Trabajo, se encuentra disponible para coordinar las acciones que sean necesarias,
entre los trabajadores y la industria,  para realizar el  plan de quienes no serán
desvinculados de ésta.

La señora Flavia Liberona, Directora Ejecutiva de la Fundación Terram.

Luego de exponer acerca del crecimiento que tuvieron las exportaciones de
la Industria Salmonera entre los años 1990 y el año 2008 y de recordar que la
crisis sanitaria del virus ISA comienza en julio de 2007, hizo una breve referencia
al marco regulario de esta actividad, tanto a nivel de la Constitución Política de la
República como de la Ley General de Pesca y Acuicultura y de los respectivos
reglamentos,  centró  su  análisis  en  las  siguientes  propuestas  concretas  que
sugiere incorporar en el actual proyecto de ley:

1)  Levantamiento  de  línea  de  base  ambiental  en  las  áreas  de  manejo
sanitario (AMS) o barrios a utilizar y la elaboración de planes de manejo asociados
a las características físicas particulares de cada zona.

2) Proceso de recalificación de las Áreas Apropiadas para la Acuicultura.

3) Recalificación de Áreas Apropiadas para la Acuicultura y concesiones
que sean coherentes con el sistema de evaluación de impacto ambiental (SEIA) y
las áreas de manejo sanitario AMS (barrios).

4) Eliminación o reubicación del  las concesiones que estén fuera de las
Áreas Apropiadas para la Acuicultura.

5) Mecanismos de caducidad de autorizaciones y concesiones en ríos y
lagos.

6) Avanzar hacia un sistema de cultivo en tierra para pisciculturas de ovas a
alevín.

7) Erradicación de concesiones de bancos naturales y Áreas de Manejo y
Explotación de Recursos Bentónicos (AMERB).

8) Avanzar en la zonificación del  borde costero para evitar conflictos de
intereses entre las distintas actividades que se desarrollan. Por tanto, incluir un
artículo que establezca un plazo y proceso para zonificar Los Lagos y Magallanes.
 

9) Frenar la entrega de concesiones hasta que se armonice la Zonificación
de  Borde  Costero  (ZBC),  las  Áreas  apropiadas  para  la  Acuicultura,  las
concesiones y la información ambiental.

10) Iniciar un proceso para sacar las balsas jaulas del borde costero de los
parques y reservas nacionales. 
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11) Establecer modificaciones que vinculen de forma efectiva y eficiente la
normativa ambiental y sectorial.

12) Regular y fiscalizar el uso de antibióticos y otros productos químicos.

13) Normar y  fiscalizar escapes de salmones.

14)  Revisar  la  normativa  sobre  desechos  (orgánicos  y  no  orgánicos,
líquidos y sólidos).

15)  Las aguas son bienes nacionales de uso público,  es rol  del  Estado
cautelarlas para uso de todos los habitantes.

16) Se debe establecer mecanismos para que el Estado pueda reasignar
concesiones y evaluar su utilización.

17)  Establecer  una  nueva  base  mínima  de  cobro  por  volumen
concesionado.

18) Cobro de rentas económicas y aplicación de impuestos ambientales a la
producción.

19) Se propone que las concesiones de porción de agua y fondo tengan
una duración definida. Establecer 4 ciclos de vida/cultivo completos por concesión,
con el entendido de que la siembra será de ejemplares coetáneos, bajo un sistema
all in-all out y con límites máximos de cosecha establecidos.

Después de eso se debería proceder a la recalificación de las concesiones
de acuerdo al cumplimiento de la normativa, lo cual permite mantener la posesión
del bien en manos del Estado 

************

Puesto en votación en general  el  proyecto  fue aprobado por  unanimidad.
Votaron favorablemente las Diputadas señoras Goic y Pacheco, y los Diputados
señores De Urresti, Galilea, Melero, Norambuena, Recondo y Ulloa.  

B) Particular

El proyecto consta de seis artículos permanentes y tres transitorios, respecto 
de los cuales la Comisión adoptó los acuerdos que pasan a consignarse.

Artículo 1°
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Éste se subdivide en 18 numerales, que proponen diversas modificaciones a 
la ley N°18.892, general de pesca y acuicultura:

      N° 1

El numeral supra agrega dos numerales -52) y 53)- al artículo 2° de la ley, que
en su texto vigente establece una serie de definiciones.

-El  numeral  52)  propuesto  incorpora  el  concepto  de  Áreas  de  Manejo
Sanitario  (AMS),  entendiendo por  tales  las  declaradas por  la  subsecretaría  de
Pesca  y  que  presentan  características  epidemiológicas,  oceanográficas,
operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado, respecto
de  las  cuales  el  Sernapesca  establecerá  medidas  de  operación  coordinada  a
todos los centros de cultivo que se encuentren en ellas, debiendo el  reglamento
determinar la distancia que deberá mantenerse entre las AMS, y entre éstas y las
concesiones acuícolas.

Sobre el  alcance de esta disposición, el  Ejecutivo indicó que las AMS se
ubicarán dentro de las actuales áreas aptas para la acuicultura, ya que no se van a
crear  otras.  Dichas  áreas  -precisó-  pueden  comprender  peces,  pero  también
mitílidos,  algas  u  otros  recursos.  Por  lo  tanto,  no  existe  en  la  materia  una
discriminación en beneficio de los primeros. Análogo comentario es aplicable a las
medidas sanitarias que estipula el proyecto; ellas abarcan la actividad acuícola en su
conjunto y en sus distintas fases,  sin  excepciones ni  privilegios.  Ello explica las
amplias facultades fiscalizadoras que se otorgan al Sernapesca, y que se consignan
en otra parte del proyecto. Hizo presente, además, que el reglamento pertinente,
contenido  en el  decreto  N°290,  de  1993,  prohíbe  establecer  concesiones  sobre
bancos naturales, correspondiendo al Sernapesca verificar en terreno que se cumpla
esta norma. 

El  Ejecutivo presentó una indicación para modificar en el  numeral  1°,  el
inciso primero N° 52), que se agrega al artículo 2°, en el sentido siguiente:

a)  Reemplázase  la  oración  “medidas  de  operación  coordinada  a”  por
“períodos  de  descanso  coordinado  y  medidas  profilácticas  y  tratamientos
terapéuticos para”.

Se fundamentó la indicación diciendo que se ha constatado que el objeto de
coordinación  entre  los  centros  de  cultivo  que  conforman las  áreas  de  manejo
sanitario es el período de descanso, esto es, el plazo dentro del cual ningún centro
de  cultivo  del  área  deberá  tener  peces,  con  el  fin  de  evitar  que  si  existen
patógenos de Isa en el agua u otro que se requiera impide, no tengan peces en los
cuales permanecer  y de este modo se controla  su diseminación.  Asimismo, la
aplicación  de  tratamientos  terapéuticos  (para  curar)  y  de  medidas profilácticas
(para prevenir) deben también coordinarse para enfrentar o evitar un evento de
brote.

Además, se ha estimado que el resto de las condiciones que mencionaba el
artículo propuesto excedía el objeto antes descrito, por lo cual se hizo necesario
ajustarlo en el sentido indicado.

b) Agrégase la siguiente oración después del punto aparte que pasa a ser
seguido: “En ningún caso las medidas antes señaladas se aplicarán a quienes
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ejercen actividades distintas a la de los centros de cultivo del grupo de especies
sobre  las  cuales  operan  los  centros  a  que  sea  aplicable  el  área de  manejo
sanitario, salvo que se trate de la prestación de servicios a los mismos centros.”.

Se afirmó que el objetivo de esta propuesta es aclarar que las medidas no
son  aplicables  a  la  pesca artesanal  ni  a  otros  cultivos  no  mencionados  en  la
norma.

La Comisión aprobó este numeral, con la citada indicación, por seis votos a
favor y una abstención.

-El numeral 53), a su vez, introduce el concepto de Zonificación, y lo define
como el proceso de ordenamiento y planificación de los espacios que conforman
el borde costero del litoral, cuyo objeto es determinar el territorio y establecer sus
múltiples  usos,  expresados  en  forma  preferente,  y  graficados  en  planos  que
identifiquen los aspectos que se especifican, en conformidad con lo dispuesto en
la Política Nacional de Uso del Borde Costero.

Los Diputados señores Melero, Recondo, Ulloa y Vallespín presentaron una
indicación para intercalar en este numeral, antes de la expresión “y graficados en
planos  que  identifiquen”,  la  frase  seguida  de  una  coma,  “los  que  no  serán
excluyentes”.

La Comisión aprobó este numeral, con la citada indicación, por siete votos a
favor y una abstención.

N° 2

Éste modifica el inciso primero del artículo 67 de la ley en mención, que en
su texto en vigor señala, en síntesis, que en las áreas de playa de mar, terrenos
de playa fiscales, porciones de agua y fondo, como asimismo en los ríos y lagos
navegables por buques de más de cien toneladas, fijadas como apropiadas para la
acuicultura por uno o más decretos supremos del ministerio de defensa, existirán
concesiones para la mencionada actividad.

La  enmienda,  consiste  en  intercalar  una  frase  según  la  cual  la
determinación de los espacios aptos para el desarrollo de la acuicultura deberá
hacerse en el decreto respectivo por “grupo o grupos de especies hidrobiológicas”,

El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar este numeral por el
siguiente:

“2) Modifícase el artículo 67 en el sentido siguiente:

a) Intercálase en el inciso primero, antes de la expresión “por uno o más
decretos”,  la  frase  seguida  de  una  coma  “por  grupo  o  grupos  de  especies
hidrobiológicas”.

b) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a
ser seguido, la siguiente frase: “Asimismo se considerará para el establecimiento
de las áreas apropiadas para el  ejercicio  de la  acuicultura a los caladeros de
pesca.”.

c) Agrégase en el inciso quinto, a continuación del punto aparte que pasa a
ser seguido, la siguiente oración:
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“En  los  casos  de  solicitudes  de  concesión  de  acuicultura  en  que  se
determine  que  no  existen  bancos  naturales  de  recursos  hidrobiológicos  en  el
sector  solicitado,  la  Subsecretaría  publicará  en  su  sitio  electrónico  el  informe
técnico que así lo establezca. En el plazo de un mes contado desde la fecha de
publicación, cualquier interesado podrá reclamar del contenido del informe técnico
con  antecedentes  fundados  ante  el  Subsecretario  de  Pesca,  el  que  deberá
resolver la presentación en el plazo de 10 días.”.

Se explicó por el Ejecutivo que, actualmente, las áreas apropiadas para la
acuicultura, donde pueden solicitarse concesiones y que son fijadas por decreto
del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, tienen por objeto la
acuicultura en general. Sin embargo, uno de los objetivos hacia los que debería
tenderse es  a  instaurar  áreas por  grupos de especies  (por  ejemplo,  áreas de
salmones,  áreas de mitílidos, etc)  de modo de evitar  que compartan el  mismo
espacio centros de cultivo de distintas especies, porque ello dificulta la adopción y
aplicación  de  medidas  sanitarias,  ya  que  los  patógenos  y  las  condiciones  de
cultivo  difieren  sustancialmente  unos  de  otros.  Entonces,  se  propone  que  las
nuevas áreas apropiadas para la acuicultura que puedan llegar a establecerse lo
sean por grupos de especies.

Se incorpora, dentro de los elementos a considerar para el establecimiento
de las áreas apropiadas para la acuicultura, los caladeros de pesca, que es una
necesidad planteada por la pesca artesanal a fin de evitar la interferencia entre
dicha actividad y la acuicultura. También se elimina el artículo transitorio que se
refería al reglamento.

Indicaron que se trata de establecer un procedimiento por el cual cada vez
que, con ocasión de una solicitud de concesión de acuicultura, se determine que
no existe un banco natural de recursos hidrobiológicos, pueda reclamarse de esa
conclusión  mediante  antecedentes  fundados.  Esto  otorga  una  posibilidad  de
oposición a quienes estiman que se ha cometido un error en la apreciación de la
existencia de bancos naturales y que podría perjudicar la existencia y explotación
de dichos recursos, por el otorgamiento de una concesión en el mismo sector.

La Comisión votó separadamente cada una de las letras de este numeral y
acordó lo siguiente:

1) Aprobar la letra a) de la indicación del Ejecutivo, en los mismos términos
propuestos, por ocho votos a favor y uno en contra.

2) Aprobar una indicación de los Diputados señores Espinoza don Fidel, De
Urresti, Galilea, Melero, Recondo, Vallespín y señora Goic, para eliminar en los
incisos primero y tercero del artículo 67 las expresiones “y lagos”.

3) Reemplazar la letra b) de la indicación del Ejecutivo por otra presentada
por  los  Diputados  señores  Espinoza,  Galilea,  Melero,  Norambuena,  Recondo,
Ulloa, Vallespín y señora Goic, cuyo tenor es el siguiente: “Agrégase en el inciso
cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:

“Asimismo, se excluirán para el  establecimiento de las áreas apropiadas
para el ejercicio de la acuicultura, los caladeros de pesca que se establezcan en la
forma que defina el reglamento.”.

4)  Aprobar  una  norma  que  se  incorpora  como  artículo  7°,  transitorio,
relacionado con la anterior, de los Diputados señores Espinoza don Fidel, Galilea,
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Melero, Vallespín y señora Goic, del siguiente tenor:  Artículo 7°.- Mientras no se
dicte  el  reglamento  que  establecerá  la  definición  de  caladero  de  pesca,  su
determinación  para  efectos  del  establecimiento  de  áreas  apropiadas  para  la
acuicultura se realizará considerando la información técnica disponible acerca de
los sectores en que dichos caladeros se ubican, la que será complementada con
aquélla proveniente del sector pesquero.

La Comisión aprobó las disposiciones referidas en los números 2), 3) y 4)
por 10 votos.

Finalmente,  se  rechazó,  por  tres  votos  a  favor  y  siete  en  contra,  la
indicación  propuesta  en  la  letra  c)  de  la  indicación  del  Ejecutivo,  transcrita
anteriormente.

N° 3 

El numeral en referencia incorpora una modificación al  inciso tercero del
artículo 69 bis de la ley, que -en su redacción actual- señala que el titular de una
concesión  o autorización de acuicultura podrá paralizar las operaciones por dos
años consecutivos, pudiendo solicitar la ampliación de dicho plazo hasta por un
máximo de cuatro.

La reforma propuesta, de alcance formal, y que precisa la autoridad a quien
debe elevarse la petición correspondiente, fue aprobada por nueve votos  a favor y
una abstención.  

Adicionalmente, la Comisión aprobó, por once votos, dos indicaciones de
los Diputados señores Melero, Recondo y Ulloa al mencionado artículo 69 bis. 

La primera, agrega al final del inciso segundo, después del punto seguido, lo
siguiente:  “Además,  se  entiende  que  existe  operación  cuando  el  centro  debe
entrar en descanso o paralización por resolución de autoridad.”.

La  segunda,  añade  al  final  del  inciso  tercero,  después  de  una  coma,  lo
siguiente: “como también el plazo que corresponda a un período de descanso o
paralización por resolución de autoridad.”.

N° 4

Este número modifica el artículo 76 de la ley en referencia, que señala que
los interesados en obtener concesiones o autorizaciones de acuicultura deberán
efectuar una presentación por escrito ante la subsecretaría respectiva.

La  reforma  propuesta  al  precepto  de  marras  consiste  en  agregar  los
siguientes incisos.

El  nuevo  inciso  segundo  que  se  propone,  establece  que  la  autoridad
declarará un área apropiada para el ejercicio de la acuicultura como actualmente
no disponible para nuevas solicitudes de concesión o autorización de acuicultura,
sea totalmente o por tipo de actividad, en los casos en que dictamine que, con el
número de concesiones o autorizaciones otorgadas y solicitudes presentadas a la
fecha en el área respectiva, no quedan espacios disponibles.

La Comisión aprobó este inciso por ocho votos a favor y una abstención.
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A su vez, el nuevo inciso tercero propuesto estipula que la subsecretaría
efectuará la declaración de marras mediante resolución que se publicará en la
forma que  se  señala,  previo  informe técnico,  y  afectará  un  área  debidamente
delimitada, conforme ciertas especificaciones cartográficas. 

La Comisión estuvo de acuerdo con este inciso y lo aprobó con la misma
votación que el anterior.

El inciso cuarto que se pretende incorporar puntualiza que la declaración en
comento afectará a todas las solicitudes que se encuentren pendientes de ingreso
a trámite ante el Sernapesca, las que no deberán ser consideradas en el informe
técnico para efectos de la declaración de no disponibilidad.

Este inciso se aprobó con el voto favorable de ocho señores Diputados y
una abstención.

El  inciso  quinto  que  se  propone  agregar  al  artículo  76  estatuye  que  la
declaración de no disponibilidad será dejada sin efecto cuando, como resultado
del término de trámite de las solicitudes que la determinaron, o por efecto de la
caducidad de las concesiones o autorizaciones otorgadas en la respectiva área, se
constate  que  quedan  espacios  disponibles  de  ser  otorgados  en  concesión  o
autorización; y acota que en esos casos se dictará la resolución correspondiente,
que se publicará según se indica.  

La Comisión lo aprobó también por ocho votos a favor y una abstención.

El inciso final que se incorpora al  artículo precitado expresa que sólo se
recibirán nuevas solicitudes de acuicultura para el sector, cuya no disponibilidad
fue levantada conforme lo señalado en el inciso anterior, una vez transcurrido el
plazo que se consigna.  

Este inciso se aprobó con la misma votación que el resto del articulado.

N° 5

Este  numeral  modifica  el  artículo  79  de la  ley,  que en su  texto  vigente
establece que una vez verificada por la subsecretaría de Pesca la ausencia de
superposición de concesiones y autorizaciones de acuicultura y el cumplimiento de
los requisitos previstos en los artículos 87 y 88, deberá remitir los antecedentes
con un informe técnico a la subsecretaría  de Marina, para su pronunciamiento
definitivo. 

La  reforma  a  la  disposición  de  marras,  que  consiste  en  intercalar  la
referencia  al  artículo  86,  de  modo  tal  que  también  deberá  constatarse  el
cumplimiento de las exigencias contempladas en aquél (esto es, en síntesis, las
medidas de protección y control para evitar la introducción  de enfermedades de
alto riesgo y especies que constituyan plagas) antes de remitir la solicitud a la
autoridad aludida.  

  La Comisión aprobó este numeral por ocho votos a favor y una abstención.

N° 6 
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Éste  número  agrega  un  inciso  final  al  artículo  80,  que  en  su  redacción
actual  establece  que  compete  al  ministerio  de  Defensa,  a  través  de  la
subsecretaría de marina, otorgar mediante resolución la concesión de acuicultura
de que se trate, y regula a continuación diversos aspectos vinculados con aquélla.

La  enmienda  propuesta  consiste  en  agregar  un  inciso  al  artículo,  que
estipula  que en el  plazo de un mes,  contado desde la  entrega material  de  la
concesión,  la  autoridad  marítima  deberá  informar  esta  circunstancia  a  la
subsecretaría de Marina, la que deberá inscribir la concesión en el Registro de
Propiedad de Concesiones de Acuicultura.

La Comisión compartió la propuesta y la aprobó por ocho votos a favor y
una abstención.

      N° 7

Este numeral modifica el artículo 80 bis de la ley, que en su texto vigente
consagra los derechos del titular de una concesión  o autorización de acuicultura
que se someta a la regulación establecida en dicho precepto.

La enmienda incide en la letra a), que establece la facultad de transferir o
celebrar otro negocio jurídico respecto de aquélla, requiriéndose la autorización de
la subsecretaría pertinente para efectuar la transferencia u arriendo.

La reforma consiste en suprimir la oración que señala la exigencia referida.

El  Ejecutivo  presentó  una indicación  para  modificar  el  numeral  7)  en  el
sentido de agregar la siguiente letra b) pasando su actual contenido a ser letra a):

“b) Intercálase en el inciso segundo del artículo 80 bis, a continuación del
punto seguido, lo siguiente:

Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa
de esta exigencia a los titulares de las concesiones de acuicultura ubicadas en
áreas  de  manejo  sanitario.  Asimismo,  no  será  exigible  dicho  requisito  para  la
constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización.”.

Explicó el Ejecutivo que actualmente existen dos regímenes conforme a los
cuales puede obtenerse una concesión de acuicultura: 80 bis y 80 ter de la ley. El
objetivo de dichos regímenes era regular la especulación con las concesiones de
acuicultura, lo que perjudicaba seriamente a quienes realmente requerían obtener
una concesión para ejercer la actividad y no sólo para venderla. La acumulación
excesiva  de  expedientes  ante  los  órganos  administrativos  que  tramitaban  las
concesiones, complicaba la oportunidad del trámite. De allí que, en el año 2006,
se dictó la ley Nº 20.091 que estableció dichos regímenes, los que se basan en
exigir a quien transfiere una concesión, haber operado previamente con ella por
determinados períodos.

La norma propuesta, se dijo, pretende eximir de la exigencia de operación
previa a quienes requieren transferir una concesión para facilitar la operación de
áreas de manejo sanitario, así como para la constitución de la hipoteca sobre la
concesión, de modo de no impedir el acceso al crédito. 

Las exigencias de operación se mantienen para el resto de los casos (otros
cultivos o cultivos fuera de áreas de manejo sanitario).
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La Comisión acordó aprobar este numeral con las indicaciones propuestas
por el Ejecutivo por ocho votos a favor y dos abstenciones.

Adicionalmente, se aprobó, por siete votos a favor y cuatro abstenciones
una indicación de los Diputados señores Melero, Recondo y Ulloa que modifica el
inciso segundo, en el sentido de sustituir la expresión “tres años consecutivos” por
la frase “un año”.

   N° 8

Éste modifica el artículo 80 ter, que consigna los derechos del titular de una
concesión  o autorización de acuicultura que se someta a la regulación establecida
en el mismo.

La reforma, que se traduce en incorporar un inciso, con arreglo al cual el
titular tendrá la opción de cambiar el régimen al que se encuentra sometida su
concesión, efectuando la consignación de que trata el artículo 77, inciso segundo,
fue aprobada por siete votos a favor y dos abstenciones.

N° 9

Este numeral modifica el inciso primero del referido artículo 80 ter, que en
su texto en vigor estipula que en el evento de que el titular de una  concesión o
autorización acuícola no haya ejercido la opción de realizar la consignación que
regula el artículo 77 de la ley, sólo podrá transferir o arrendar la concesión previa
autorización de la subsecretaría correspondiente, y cumpliéndose los requisitos
que se especifican (por ejemplo, que hayan transcurrido, como mínimo, seis años
desde la entrega material).

La reforma, que consiste en suprimir la exigencia de contar con la anuencia
de la subsecretaría para efecto de poder celebrar alguno de los actos jurídicos a
que se hizo mención, fue aprobada por siete votos a favor y dos abstenciones.

************

Se hace presente  que los numerales 8 y  9  precedentes,  por  referirse a
modificaciones al  mismo artículo  fueron refundidos en uno solo,  quedando,  en
consecuencia, como numeral 8,   

************

N° 10 (que pasa a ser numeral 9)

Éste reemplaza el artículo 81 de la ley, que en texto actual prescribe, en
síntesis,  lo  siguiente.  El  inciso  primero  señala  que  las  transferencias  de  las
concesiones acuícolas deberán contar con la autorización previa del ministerio de
Defensa, y agrega que la solicitud ha de presentarse a la subsecretaría de marina,
que  resolverá  dentro  de  sesenta  días.  El  inciso  segundo  estipula  que  sólo
mediante resolución fundada dicha subsecretaría podrá denegar la transferencia.
Por  su  parte,  el  inciso  tercero  establece  que  la  resolución  que  autorice  la
transferencia  deberá,  también,  ser  fundada.  El  inciso  final  prescribe  que  el
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ministerio  en  referencia  remitirá  a  la  aludida  subsecretaría  copia  de  las
resoluciones dictadas, conforme a lo indicado precedentemente.

El  texto  sustitutivo  propuesto  para  el  artículo  de  marras  fue  objeto  del
siguiente trato:

El inciso primero estipula, en lo principal, que las transferencias, arriendos
y,  en  general,  todos  los  actos  que  impliquen  la  cesión  de  derechos  de  las
concesiones o autorizaciones acuícolas  deberán inscribirse en el  Registro  que
llevará la subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, en la forma
que detalla la disposición.

El Ejecutivo presentó una indicación para eliminar en este inciso primero, la
expresión  “y  Transferencias”  y  reemplazar  la  oración  “que  dé  cuenta  de  la
transferencia”  por  “o  el  instrumento  que  dé  cuenta  del  acto  respectivo,  según
corresponda,”

Explicaron que, con ello, se pretende hacer más amplia la denominación del
Registro de Propiedad de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura y de allí
que se elimina la expresión “transferencia”, de modo que en dicho registro puedan
inscribirse  otros  actos  de  cesión  de  derechos  sobre  las  concesiones  y
autorizaciones.

El inciso segundo precisa que sólo se inscribirán las transferencias que den
cumplimiento al régimen a que se encuentra sometida la concesión, de acuerdo a
los artículos 80 bis u 80 ter, devolviéndose los antecedentes al  peticionario en
caso de no cumplirse los requisitos ahí estipulados. 

El  inciso tercero preceptúa que si  han transcurrido dos meses desde la
fecha  de  la  solicitud  correspondiente  y  no  se  ha  practicado  la  inscripción
pertinente, se entenderá aceptada aquélla.

El Ejecutivo presentó una indicación reemplazar la oración “Transcurridos el
plazo  de  dos  meses  desde  la  fecha  de  la  solicitud  de  la  inscripción”  por
“Transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha del ingreso de la solicitud de
inscripción” y elimínase la frase “antes señalado.”.

La indicación, se dijo, es una precisión en torno al cómputo de plazo que ha
de efectuarse desde la presentación de la solicitud de inscripción y no desde la
fecha de la solicitud.

Por su parte, el inciso cuarto señala que la transferencia de que se trate no
será oponible a terceros mientras no se haya efectuado la inscripción.

El  Ejecutivo  propuso,  posteriormente,  reemplazar  este  inciso  por  el
siguiente “Los actos de transferencia,  arriendo y cualquier otro que implique la
cesión  de  derechos  sobre  las  concesiones  y  autorizaciones  de  acuicultura  no
serán oponibles a terceros mientras no sean inscritos  de conformidad con los
incisos anteriores.  Al  acreedor  hipotecario  no le  serán oponibles dichos actos,
salvo los contratos de arrendamiento que hayan sido inscritos en el Registro de
Propiedad  de  Concesiones  o  Autorizaciones  con  fecha  anterior  a  la  fecha  de
inscripción  de  la  hipoteca  en  el  Registro  de  Hipotecas  y  Gravámenes  del
Conservador de Bienes Raíces que corresponda”.

Esta  indicación,  afirmaron,  ajusta  la  disposición  al  cambio  efectuado
respecto de los actos que se inscriben en el registro de propiedad de concesiones

42



y  autorizaciones  de  acuicultura,  que  ahora  no  se  limita  a  las  transferencias.
Además, para evitar errores o confusiones en torno a los actos que afectan al
acreedor  hipotecario,  se  aclara  que  lo  harán  sólo  los  actos  que  hayan  sido
inscritos en el registro de propiedad con anterioridad a la inscripción de la hipoteca
en el registro Conservador.

El inciso quinto, por otro lado, puntualiza que el adquirente deberá cumplir
con  los  requisitos  que  consigna  el  artículo  71  de  la  ley  (esto  es,  acreditar,
tratándose  de  personas  naturales,  ser  chileno  o  extranjero  con  permanencia
definitiva;  y,  en  el  caso  de  las  personas  jurídicas,  deberán  ser  chilenas  y
constituidas  de  acuerdo  al  ordenamiento  jurídico  nacional);  y  acota  que  del
cumplimiento  de  tales  exigencias  se  dejará  constancia  en  la  escritura  de
transferencia.

Respecto de este inciso, el Ejecutivo presentó una indicación para agregar,
a  continuación de la  frase “El  adquirente”  la  oración,  precedida de una coma,
“arrendatario o mero tenedor” y reemplazar la frase “de transferencia” por “o el
instrumento que corresponda.”.

Esta indicación, se anunció, implica un cambio meramente formal a aquella
disposición que ahora se refiere a otros actos que serán inscritos en el registro de
propiedad, no sólo a las transferencias, como fue señalado en su momento.

Finalmente, el Ejecutivo propuso agregar el siguiente inciso final: 

“Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  los  interesados  podrán  requerir  a  la
Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, la inscripción de los
demás actos o contratos que tengan por objeto la concesión o autorización de
acuicultura.”.

La  idea  de  esta  indicación,  según  explicaron,  es  que  voluntariamente
puedan inscribirse todos los actos que afectan a las concesiones como medida de
publicidad frente a terceros.

La Comisión aprobó este numeral con todas las indicaciones propuestas
por el Ejecutivo por ocho votos a favor y una abstención.

N° 11 (que pasa a ser numeral 10)

Éste propone incorporar un artículo 81 bis, que mereció a la Comisión el
tratamiento que pasa a exponerse:

El inciso primero establece que, sin perjuicio de los demás actos jurídicos
que  recaigan  sobre  la  concesión  o  autorización  acuícola,  la  prenda  sin
desplazamiento  deberá  constituirse  por  escritura  pública  e  inscribirse  en  el
Registro  de  Prenda  sin  Desplazamiento  del  Servicio  de  Registro  Civil  e
Identificación, sometiéndose en lo demás a las normas de la ley que cita. 

El  Ejecutivo  afirmó que la  norma supra,  que permite  dar  en  garantía  la
concesión,  es de carácter  amplio,  y  por  lo  tanto comprende tanto aquélla  que
consiste en peces, como la concesión de mitílidos, algas, etc.  

No  obstante  lo  anterior,  con  posterioridad  el  Ejecutivo  presentó  una
indicación para modificar este numeral en el sentido siguiente:
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a) Reemplázase el inciso 1° del artículo 81 bis por el siguiente:

“Artículo 81 bis.- Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse
hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura. La hipoteca sobre las
concesiones o autorizaciones de acuicultura deberá otorgarse por escritura pública
e  inscribirse  en  el  Registro  de  Hipotecas  y  Gravámenes  del  Conservador  de
Bienes Raíces  que  tenga  competencia  en  la  comuna en  la  que se  encuentre
ubicada la concesión o autorización de acuicultura. La hipoteca se someterá a las
disposiciones  contenidas  en  el  Título  XXXVIII  del  Libro  IV  del  Código  Civil
denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta
ley.”.

Se indicó que se cambia la figura de la prenda sin desplazamiento por la de
la hipoteca, debido a que la ley que regula la primera no se encuentra aún vigente
y  eso  atenta  contra  la  certeza  que  desea  otorgarse  a  las  garantías  sobre  la
concesión, particularmente porque de ello depende la obtención de créditos por
parte de la industria para efectos de superar la situación de crisis que se vive
actualmente.

Por su parte, se agregó, la hipoteca es una figura regulada en el Código
Civil,  de  aplicación  y  con  un  régimen  que  otorga  la  certeza  necesaria  a  los
acreedores.

En consecuencia, se plantea la necesidad de realizar este cambio de figura
de garantía, sometiéndola al régimen general previsto en el Código Civil.

La Comisión acordó aprobar este inciso con la indicación del Ejecutivo por
ocho votos a favor y uno en contra.

Asimismo,  se  acordó,  por  siete  votos  a  favor,  dos  en  contra  y  una
abstención,  aprobar  una  indicación  de  los  Diputados  señores  Melero,
Norambuena, Recondo y Ulloa, para agregar al  final  de este inciso primero, lo
siguiente, después del punto seguido: “La hipoteca no se extiende a los peces,
redes ni jaulas existentes en las concesiones o autorizaciones de acuicultura.”.

El inciso segundo, por su parte, estatuye que no se aplicarán las causales
de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura respecto de las
cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria
fundada  en  la  prenda,  entre  la  fecha  de  notificación  de  la  resolución  judicial
correspondiente y la de la inscripción de la concesión o autorización del nuevo
titular que se la haya adjudicado en venta forzada; y agrega que este beneficio no
se extenderá por más de dos años . 

El  Ejecutivo  presentó  una  indicación  para  reemplazar  en  este  inciso
segundo la expresión “prenda, entre la fecha de la notificación de las actuaciones
judiciales antes señaladas” por “hipoteca, entre la fecha de la resolución que los
decrete” y sustituir la oración “Este beneficio en ningún caso podrá exceder de dos
años” por la siguiente “La misma  norma se aplicará en los casos de declaración
de quiebra o presentación de convenio preventivo del titular de la concesión o
autorización de acuicultura hipotecada.”.

Se manifestó que se trata de realizar el cambio formal de la prenda por la
hipoteca y,  por  otra parte,  establecer  que el  beneficio de no aplicación de las
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causales de caducidad rige desde la dictación de la resolución judicial que decreta
el embargo o la medida precautoria. 

Además, se amplían las hipótesis que hacen procedente la no aplicación de
las causales de caducidad, extendiéndola al caso de la declaración de quiebra y
de  la  presentación  del  convenio  preventivo.  El  objetivo  de  esta  parte  de  la
indicación  es  permitir  que,  ante  este  tipo  de  eventos,  el  acreedor  hipotecario
también quede resguardado frente a la inactividad del titular de la concesión que
enfrenta este tipo de circunstancias y que podría hacer incurrir a la concesión en
causal de caducidad (por ejemplo, dejar de operar por el período que exige la ley),
perdiéndose de este modo la garantía.

La Comisión aprobó esta disposición, con la respectiva indicación, por ocho
votos a favor y uno en contra.

Adicionalmente,  el  Ejecutivo, presentó una indicación para intercalar los
siguientes incisos 3°, 4°, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º al artículo en mención.

“El beneficio de que trata el inciso anterior, no podrá exceder de dos años,
salvo que el adjudicatario de la concesión o autorización sea un Banco, en cuyo
caso el beneficio se extenderá por un plazo adicional equivalente a aquél en que
el Banco deba enajenar el bien adquirido en remate judicial de conformidad con el
artículo 84, N° 5, letra b) del D.F.L. Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que
fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos. La
aplicación  de causales  de caducidad comenzará  nuevamente  a  regir  desde la
fecha del vencimiento de este último plazo o a partir de la fecha de la enajenación
de la concesión o autorización, lo que ocurra primero.

En  caso  que  se  hubiese  convenido  que  la  concesión  o  autorización
hipotecada no puede gravarse o enajenarse, deberá  inscribirse en el Registro de
Interdicciones  y  Prohibiciones  de  Enajenar  del  Conservador  de  Bienes  Raíces
respectivo  y  su  infracción  dará  derecho  al  acreedor  para  exigir  su  inmediata
realización, considerándose la obligación caucionada como de  plazo vencido.

Si  vencido  el  plazo  de  no  aplicación  de  las  causales  de  caducidad,  se
encontrare pendiente la realización de la hipoteca, el acreedor hipotecario podrá
pedir su inmediata realización, aunque se hubieren opuesto excepciones. 

El juez deberá decretar la inmediata realización de la hipoteca, solicitando
al acreedor hipotecario que caucione previamente las resultas del juicio. 

Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá decretarla si el deudor hubiere
fundado su oposición en alguna de las siguientes excepciones:

1) Pago de la deuda;
2) Prescripción;
3) No empecer el título al ejecutado. En este caso, no podrá discutirse la

existencia  de  la  obligación  hipotecaria,  y  para  que  sea  admitida  a  tramitación
deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento
plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano. 

En estos casos la oposición se tramitará como incidente. La apelación de
las resoluciones que se dicten en contra del demandado se concederá en el solo
efecto  devolutivo.  El  tribunal  de  alzada  podrá  decretar  a  petición  de  parte,  la
suspensión  del  cumplimiento  de  la  sentencia  del  tribunal  de  primera  instancia
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mientras se encuentre pendiente la apelación si existieren razones fundadas para
ello, lo que resolverá en cuenta.

Desechada la oposición formulada se procederá al remate de la concesión
o autorización hipotecada.”.

Se  explicó  que,  en  primer  lugar,  se  regula  la  duración  del  beneficio,
incorporando una ampliación excepcional en el caso que el acreedor sea un banco
y se haya adjudicado él mismo la concesión en remate. La idea es permitir que el
banco siga  gozando de la  no aplicación de causales  de caducidad durante  el
tiempo que la Ley de Bancos le permite mantener la concesión en sus manos.

Por  su  parte,  se  señaló  que,  a  fin  de  evitar  que  el  acreedor  se  vea
perjudicado por la falta de cumplimiento de sus obligaciones por parte del deudor,
se regulan dos hipótesis de realización anticipada de la hipoteca: a) en los casos
en que se  haya violado una prohibición  convencional  de  gravar  o  enajenar  la
concesión o autorización de acuicultura y ella  estuviere inscrita  en el  Registro
respectivo y, b) en los casos en que ha vencido el plazo de no aplicación de las
causales de caducidad y se encuentra pendiente la realización de la hipoteca.

La realización anticipada, se agregó, no procede ante cualquier evento o
por la mera voluntad del banco sino sólo cuando ha vencido el plazo por el cual no
se aplican las causales de caducidad. Esto, porque si el banco está beneficiado
con la no aplicación de causales de caducidad, no corre el riesgo de perder el
objeto de la garantía y, por ende, no se justifica facilitar la realización anticipada.
En  cambio,  vencido  el  plazo  del  beneficio  de  no  aplicación  de  causales  de
caducidad,  el  banco  se  ve  expuesto  a  perder  la  garantía  y,  de  allí,  que  se
establece la posibilidad de realización anticipada.

Conforme con lo  anterior,  afirmaron que la  realización  anticipada puede
proceder,  aún  habiéndose  opuesto  excepciones,  en  cuyo  evento,  deberá  el
acreedor caucionar las resultas del juicio. Lo importante es que el deudor tiene
establecidas tres tipos de excepciones mediante las cuales puede oponerse a la
realización inmediata de la hipoteca: pago, prescripción y no empecer el título al
deudor. Esta regulación y el resto de la indicación es una adecuación de la norma
que existe en la Ley General de Bancos y que da derecho al banco, ante el evento
de incumplimiento de las obligaciones de pago, a solicitar realización anticipada.
Esto  es  necesario  para  facilitar  el  otorgamiento  de  créditos  que  actualmente
requiere la industria.

El inciso tercero original del proyecto precisa que el cumplimiento de las
obligaciones establecidas en la ley y sus reglamentos seguirán siendo de cargo
del  titular  o  del  ejecutante,  según  corresponda,  mientras  no  se  adjudique  la
concesión o autorización a un tercero.

El inciso cuarto de la propuesta inicial señala que la norma contenida en el
inciso segundo (esto es, la no aplicación de las causales de caducidad) no regirá
en los casos en que el ejecutante o el adquirente en venta forzada sea la misma
persona natural o jurídica titular de la concesión o autorización de acuicultura, o
personas vinculadas a ella, entendiendo por estas últimas tanto a las naturales
como a las jurídicas, según detalla.    

El inciso final establece que se entenderá como concesión o autorización
de acuicultura nueva, para los efectos del artículo 142 de la ley (que consigna las
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causales de caducidad), aquélla inscrita como resultado de una venta forzada, con
excepción de lo señalado en el inciso anterior.

La Comisión votó en conjunto los nuevos incisos que se intercalan y el resto
del articulado de este numeral, procediendo a aprobarlos por siete votos a favor,
uno en contra y una abstención.

Además,  se  acordó  aprobar  una  indicación  de  los  Diputados  señores
Melero y Recondo que reemplaza en el inciso tercero de este artículo 81 bis el
guarismo “dos” por “tres”, y que tiene por objetivo ampliar el plazo en que no se
aplicarán  las  causales  de  caducidad  de  las  concesiones  y  autorizaciones  de
acuicultura  sobre  las  cuales  se  haya  trabado  embargo  o  dictado  una  medida
prejudicial o precautoria, fundada en la hipoteca, entre la fecha de la resolución
que los decrete y la fecha de inscripción de la concesión o autorización del nuevo
titular que se la haya adjudicado en venta forzada; norma que también se aplicará
en los casos de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo del
titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada.

El Ejecutivo, a su vez, presentó una indicación para agregar al artículo 81
bis en análisis, el siguiente inciso final:

“En  cualquier  caso,  el  adquirente  deberá  cumplir  con  los  requisitos
establecidos  en  el  artículo  71  de  esta  ley.  El  procedimiento  de  ejecución  no
habilitará la adquisición de la concesión por parte de una persona jurídica que no
tenga dentro de su objeto social la actividad de acuicultura, salvo en el caso que
se trate de un Banco y para el sólo efecto enajenar la concesión de conformidad
con  el  artículo  84,  N°  5,  letra  b)  del  D.F.L.  Nº  3,  de  1997,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General
de Bancos.”.

Se explicó que se trata de aclarar que el  adquirente en remate siempre
tiene que ser acuicultor  y  que el  banco sólo puede adquirir  la  concesión para
enajenarla, conforme a la Ley de Bancos.

La Comisión acordó aprobar esta indicación por ocho votos a favor y uno en
contra.

Finalmente,  se  aprobó,  por  siete  votos  a  favor,  uno  en  contra  y  una
abstención,  una  indicación  de  los  Diputados  señores  Melero,  Norambuena,
Recondo y Ulloa que intercala en el inciso final de este artículo 81 bis, entre la
frase “venta forzada” y las expresiones “con la excepción de lo señalado en el
inciso anterior.”  lo siguiente  “o efectuada de conformidad al Libro IV del Código
de Comercio, denominado “De las Quiebras”. 

N° 11 (nuevo)

Durante la discusión en particular, el Ejecutivo presentó una indicación para
intercalar  el  siguiente  numeral,  que  pasa  a  ser  numeral  11,  cuyo  tenor  es  el
siguiente:

”12) Agrégase el siguiente artículo 81 ter:
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Artículo 81 ter. La inscripción de la hipoteca contendrá:

a)  El  nombre,  apellido y domicilio  del  acreedor  y  su profesión si  tuviere
alguna; y las mismas designaciones respecto del deudor y de los apoderados o
representantes legales del uno o del otro, requieran la inscripción. 

Las personas jurídicas serán denominadas por su nombre legal  y por el
lugar de su establecimiento; y se extenderá a sus personeros lo que se dice de los
apoderados o representantes legales en el inciso anterior;

b) La fecha y naturaleza del contrato a que accede la hipoteca, y el archivo
en que se encuentra.

Si la hipoteca se ha constituido por acto separado, se expresará también la
fecha de este acto, y el archivo en que se encuentra;

c) La ubicación del centro de cultivo, indicando sector, comuna, provincia y
región;

d)  La  superficie  del  centro  de  cultivo  y  coordenadas geográficas  que lo
delimitan y las especies o grupo de especies objeto del cultivo;

e) El número de la resolución que otorgó la concesión o autorización, fecha
y autoridad de la que emana y fecha de su publicación en el Diario Oficial;

f)  La  suma  determinada  a  que  se  extiende  la  hipoteca  en  el  caso  de
haberse limitado a determinada cantidad; y

g) La fecha de la inscripción y la firma del Conservador.”.

Se manifestó que, a fin de permitir que la constitución de hipotecas empiece
a operar desde la entrada en vigencia de la ley, se establecen las menciones que
deben incorporarse en el  registro  respectivo para otorgar  mayor claridad a los
usuarios del sistema.

La Comisión acordó aprobar esta indicación por ocho votos a favor y dos
abstenciones.

                 N° 12

Éste modifica el inciso primero del artículo 84 de la ley en referencia, que en
su redacción actual estipula que los titulares de concesiones y autorizaciones de
acuicultura deberán pagar anualmente una patente por el valor de dos unidades
tributarias mensuales (UTM, en adelante) por cada hectárea; y agrega que cuando
la  superficie  fuere  inferior  a  una  hectárea  se  pagará  la  proporción  que
corresponda.

La reforma al precepto se traduce en intercalar una oración en virtud de la
cual, si la concesión o autorización consiste en un proyecto técnico que considere
peces, el valor a pagar será de 6 UTM por hectárea.

El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar el guarismo “6” por
“10”.
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El objetivo de la indicación, según se explicó, es aumentar la patente única
de acuicultura a 10 UTM por hectárea y en un artículo transitorio se establece la
gradualidad del aumento en el tiempo.

La Comisión acordó aprobar la norma, con la indicación del Ejecutivo, por
diez votos a favor y una abstención.

Esta disposición se aprobó en conjunto con el artículo primero transitorio –al
que se aludió precedentemente- y que fue objeto de modificaciones, según se
analiza más adelante en este informe, conforme al ordenamiento del mismo.

         N° 13 

Este numeral modifica el artículo 86 de la ley en comento, que en su texto
en vigor señala, en síntesis, que el ministerio de Defensa dictará un reglamento
que establecerá las medidas de protección y control para evitar la introducción de
enfermedades  de  alto  riesgo  y  especies  que  constituyan  plagas,  aislar  su
presencia en caso de que éstas ocurran, evitar su propagación y propender a su
erradicación.

La  reforma  consiste  en  intercalar  dos  incisos,  que  fueron  objeto  del
siguiente trato.

El  nuevo  inciso  segundo  propuesto  prescribe  que  las  medidas  antes
aludidas podrán incluir la eliminación de las especies en cultivo, el establecimiento
de condiciones de operación,  tanto para las actividades acuícolas propiamente
tales como para el transporte, procesamiento, desinfección y demás relacionadas
con el cultivo; y acota que el reglamento fijará las condiciones y el procedimiento
para la determinación de las áreas de manejo sanitario y las de plagas, en su
caso.

El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar en el inciso segundo
que en el Mensaje proponía intercalar al artículo 86, la expresión “de operación”
por “sanitarias”. 

Se hizo presente que el artículo 86 es el que sirve de fundamento para la
dictación del reglamento sanitario en materia de acuicultura. En esta indicación
se  pretende  acotar  las  facultades  de  la  autoridad,  aclarando  que  dicho
reglamento se refiere a la posibilidad de imponer condiciones sanitarias a los
titulares de los centros de cultivo y no condiciones de operación como propone
el proyecto, porque ello extiende, más allá del objetivo de la norma, la potestad
pública alcanzando, en una interpretación amplia, a condiciones de producción
no asociadas al objetivo de resguardo del patrimonio sanitario.

A su vez, el nuevo inciso tercero propuesto estipula que los procedimientos
específicos y las metodologías de aplicación de las medidas en referencia serán
establecidos mediante programas dictados por resolución del Sernapesca.

La Comisión aprobó el numeral propuesto, con la indicación del Ejecutivo,
por diez votos a favor y una abstención.
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N° 14 (nuevo)

El Ejecutivo presentó una indicación para introducir, el siguiente numeral:

 “14) Incorpórase el siguiente artículo 86 bis:

Artículo  86  bis.-  La  Subsecretaría  podrá  establecer,  por  resolución,
densidades de cultivo para las áreas de manejo sanitario que se hubieren fijado,
de conformidad con el siguiente procedimiento.

La Subsecretaría formulará una propuesta preliminar de densidad de cultivo
mediante informe técnico que será remitido en consulta al Servicio y al Instituto de
Fomento  Pesquero.  Emitido  el  pronunciamiento  de  ambas  instituciones  y
analizadas e incorporadas, en lo que corresponda, las observaciones formuladas,
se remitirá en consulta la propuesta de densidad de cultivo a los titulares de las
concesiones de acuicultura que se encuentren dentro de cada una de las áreas de
manejo sanitario.  Dichos titulares tendrán el  plazo de un mes para remitir  sus
observaciones aportando los antecedentes que las funden.

Vencido  el  plazo  antes  señalado,  la  Subsecretaría  fijará,  por  resolución
fundada que se publicará en el Diario Oficial, la densidad de cultivo para cada una
de las áreas de manejo sanitario.

Dentro del plazo de 10 días contados desde la fecha de la publicación en el
Diario Oficial, se podrá reclamar la densidad de cultivo fijada, ante el Ministerio,
acompañando los antecedentes que funden el reclamo, el que deberá resolverse
en el plazo de 10 días hábiles. 

Al  término  del  ciclo  productivo,  será  revisada  la  densidad  de  cultivo,  a
petición  de   cualquiera  de  los  titulares  de  las  concesiones  de  acuicultura
integrantes  del  área  de  manejo  sanitario  respectiva,  atendiendo  a  los
antecedentes  que  den  cuenta  de  la  condición  sanitaria  del  área  de  manejo
respectiva.

Se considerará densidad de cultivo la biomasa de peces existente por área
utilizada con estructuras de cultivo, al término del ciclo productivo. El reglamento
establecerá la fórmula de  cálculo de la densidad de cultivo.”.

El Ejecutivo explicó que, para el control de las enfermedades, una situación
particularmente compleja es la cantidad de peces que se incorporan a los centros
de cultivo, debido a que mientras más peces (volumen) exista por balsas jaulas,
más se estresan, creando condiciones favorables para que se enfermen o que
aparezcan brotes epidémicos. Si se maneja adecuadamente dicho volumen, es
posible que aún existiendo patógenos en el agua, la enfermedad no se manifieste
o sea más fácil tratarla.

De  allí  que  una  de  las  medidas  de  mayor  importancia  en  materia  de
resguardo de buenas condiciones sanitarias en los centros de cultivo es lo que se
denomina la densidad de siembra. Dicha medida relaciona la biomasa de peces
(volumen que ocupan en el agua) por la superficie utilizada. Atendido que esta
medida se relaciona con las posibilidades de producción del centro de cultivo y,
por ende, tiene una connotación económica, se plantea un procedimiento en el
que se complementan los antecedentes técnicos con aquéllos que provienen de la
industria y que atenderán a la viabilidad de aplicación de la densidad. 
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Asimismo,  y  dado que las  condiciones sanitarias  son diversas entre  las
distintas  áreas,  dependiendo  de  que  las  condiciones  ambientales  de  un  sitio
determinado  y  el  desempeño sanitario  puede  ser  mejor  o  peor,  se  plantea  la
posibilidad de realizar una revisión de la densidad de cultivo al término de cada
ciclo  productivo,  a  fin  de  ajustarla  conforme  con  los  antecedentes  recogidos
acerca del desempeño sanitario del centro.

La Comisión acordó aprobar, por diez votos a favor y una abstención, el
numeral en estudio, acogiendo una propuesta de algunos señores Diputados y
que hizo  suya el  Ejecutivo,  por  la  cual  se reemplazó en el  inciso  primero  del
artículo 86 bis, que se propone, la expresión “podrá” por “deberá”. 

Con la misma votación se aprobó la indicación de los Diputados señores De
Urresti, Espinoza, Galilea, Melero, Recondo y Diputada señora Goic para agregar
en  el  inciso  segundo  de  este  artículo  86  bis,  a  continuación  de  la  expresión
“informe técnico”, las expresiones “económico y ambiental”.

N° 14 (que pasa a ser numeral 15)

Éste introduce un artículo 87 ter,  que estatuye que los  instrumentos de
evaluación  ambiental  y  sanitaria  que  se  requieran  por  los  reglamentos
establecidos en las disposiciones que cita de la ley, deberán ser elaborados por
las personas naturales o jurídicas inscritas en el registro a que se refiere el artículo
122, letra l).

El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar, entre las expresiones
“sanitaria” y “que se requieran” la frase, precedida de una coma, “así como las
certificaciones”.

Se destacó que, entre las facultades que se otorgan al Servicio Nacional de
Pesca en el proyecto, está llevar el registro de personas que realizan evaluación
de los instrumentos ambientales y sanitarios que deben ser presentados por los
centros de cultivo y que están exigidos en los reglamentos de la ley. Sin embargo,
el  proyecto de ley omitió referirse a las tareas de certificación que se llevan a
cabo, por ejemplo, por laboratorios de diagnóstico en materia de enfermedades y
de allí que la indicación subsana dicha omisión.

La Comisión aprobó la disposición del proyecto con la indicación por nueve
votos a favor y una abstención.

   N° 15 (que pasa a ser numeral 16 antiguo 15)

Este numeral propone agregar un artículo 118 ter y fue objeto del siguiente
trato por parte de la Comisión:

Su  inciso  primero  señala  que  serán  sancionados  los  titulares  de  las
concesiones y autorizaciones de acuicultura que incurran en las infracciones que
detalla (sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información
ambiental evaluada por el Sernapesca; y no dar cumplimiento a las condiciones de
densidad,  siembra,  cosecha  o  descanso  en  los  centros  de  cultivo,  o  la
coordinación de las mismas en las áreas de manejo sanitario). 
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  El Ejecutivo presentó una indicación para eliminar, en la letra b), la frase
entre  comas  “siembra,  cosecha”  argumentando  que  en  conformidad  con  la
modificación a las áreas de manejo sanitario, en que se restringió el alcance y
tipo de medidas que pueden ser adoptadas en virtud de su establecimiento, la
infracción también debe ser modificada eliminando acá, también, la referencia a
la siembra y cosecha. 

La Comisión aprobó este inciso con su indicación por ocho votos a favor y
dos abstenciones.

El inciso segundo precisa que la sanción aplicable al titular del centro de
cultivo en los casos precedentes será una multa de  3.000 UTM.

Durante la discusión el Ejecutivo propuso sustituir, en este inciso segundo,
la expresión “multa de 3000 UTM” por “multa entre 2.000 y 3.000 UTM.”.

El  objetivo  perseguido  es  establecer  un  margen  de  apreciación  para  la
aplicación de la multa, fijando un rango y no una cifra única.

El inciso tercero señala que en el evento de incurrirse, por segunda vez, en
alguna de las infracciones antes señaladas, dentro del plazo de cuatro años, el
titular  del  centro  de  cultivo  objeto  de  la  infracción  será  sancionado  con  la
suspensión de operaciones por el plazo de tres años;  y agrega que se caducará
la concesión o autorización, según corresponda, al titular que no dé cumplimiento
a tal suspensión.

El inciso cuarto estipula que la suspensión se hará efectiva a partir de la
fecha de notificación de la resolución que la impone, pero en los casos en que
existan ejemplares en cultivo en dicho momento, la medida será aplicada a partir
de la cosecha de aquéllos, quedando prohibido el ingreso de otros.

El Ejecutivo propuso intercalar en este inciso cuarto, entre las expresiones
“resolución” y “que la impone” la frase “de la Subsecretaría”.

El sentido de esta modificación es subsanar una omisión del proyecto de ley
original, en el sentido que en él no se indica qué organismo impone la sanción.

El inciso quinto estipula que el plazo de suspensión de operaciones no se
computará  para  los  efectos  de  tipificar  la  causal  de  caducidad  prevista  en  el
artículo 142 letra e) de la ley, es decir, no iniciar operaciones dentro del plazo de
un año o paralizar las actividades por más de dos años consecutivos.

El inciso sexto prescribe que se declarará la caducidad de la concesión de
acuicultura  si  se  configura  una  tercera  infracción  de  las  señaladas
precedentemente, en el plazo de tres años, contados desde el cumplimiento de la
segunda infracción, respecto del centro de cultivo objeto de la medida en comento.

El inciso final estipula que las infracciones contempladas en este artículo no
se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX (artículo
122 y siguientes), sino que serán sancionadas por resolución de la subsecretaría
de Pesca, previo informe del Sernapesca y audiencia del interesado.

En este inciso final  del  artículo  118 ter,  el  Ejecutivo propuso agregar,  a
continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 
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“Podrá  reclamarse  de  la  resolución  que  impone  la  infracción  ante  el
Ministerio en el plazo de 10 días hábiles contados desde la notificación de la
resolución.  El Ministerio deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles.”.  

Se  indicó  que,  a  fin  de  dar  la  posibilidad  de  discutir  la  multa
administrativamente, se fija un plazo para interponer la reclamación administrativa
ante el Ministerio.

La Comisión aprobó desde el inciso segundo en adelante de este artículo,
con las indicaciones del Ejecutivo, por nueve votos a favor y una abstención.

N° 16 (que pasa a ser N° 17)

Éste modifica en diversos aspectos el artículo 122 de la ley en referencia,
que  en  su  texto  actual  establece,  en  resumen,  que  la  fiscalización  del
cumplimiento  de  las  normas  contenidas  en  ella  será  de  competencia  del
Sernapesca y también, en lo que corresponda, de Carabineros y de la Armada;
agrega  luego,  en  el  inciso  segundo,  que  en  el  ejercicio  de  la  facultades
fiscalizadora de la actividad pesquera los funcionarios del mencionado servicio y el
personal  de  la  Armada  tendrán  la  calidad  de  ministros  de  fe;  y  enuncia  a
continuación  -en  el  inciso  tercero-  las  atribuciones  específicas  de  que  estará
investido el Sernapesca.

Las  enmiendas  propuestas  al  referido  artículo  dicen  relación  con  las
siguientes normas de aquél.

i) La letra a) del inciso tercero, que -en su redacción en vigor- consigna la
atribución de registrar plantas de transformación de especies hidrobiológicas, así
como  naves,  aeronaves,  vehículos,  contenedores,  etc.,  cuando  se  presuma
fundadamente que en ellos se encuentran especies o elementos adquiridos con
infracción  a  la  normativa  pesquera,  o  hayan  servido  para  cometer  tales
infracciones; pudiendo el servicio, en el evento de oposición al registro, requerir el
auxilio de la fuerza pública.    

Se propone sustituir el texto de la letra a) del artículo de marras por una
norma  que  confiere  al  Sernapesca  la  facultad  de  inspeccionar  y  registrar
inmuebles, naves, aeronaves, centros de cultivo, centros de matanza, embalajes,
etc.,  donde  se  produzcan,  elaboren,  procesen,  almacenen,  distribuyan  o
comercialicen especies hidrobiológicas y sus productos derivados; y acota que, en
caso de oposición  al  registro  o inspección,  los  funcionarios  de la  mencionada
repartición podrán recabar el auxilio de la fuerza pública, que estará autorizada
para descerrajar, si fuese necesario, con el fin de ingresar a lugares cerrados que
no constituyan morada.     

ii) la letra b) del mismo inciso del artículo precitado, en síntesis enuncia la
atribución del Sernapesca de controlar la calidad sanitaria de los productos de
importación que se destinan a carnada, a usos alimenticios o medicinales de los
recursos hidrobiológicos.   

La reforma propuesta a esta disposición se traduce en incorporar una frase,
con arreglo a la cual se agrega la facultad del mencionado organismo de controlar
la  calidad  sanitaria  de  los  materiales  de  importación  usados,  destinados  a  la
acuicultura.
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El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar en el numeral 16, en la
letra b) del artículo 122, entre las palabras “Intercálase” y “entre” la frase “en la
letra b)”.

Con esta propuesta se subsana un error formal del proyecto de ley que no
señala a qué letra se introduce la modificación.

iii)  Se propone agregar las siguientes letras al  referido inciso tercero del
artículo  122  de  la  ley,  y  que  se  traducen  en  el  otorgamiento  de  sendas
atribuciones al Sernapesca:   

 j)  Autorizar la ejecución de labores inspectivas en horarios que excedan de
la jornada laboral, con cargo a un arancel fijado anualmente, cuyo objetivo sea
solventar el  costo adicional  en que deba incurrirse, el  que será pagado por el
fiscalizado.

k)   Registrar plantas de elaboración de productos alimenticios destinados
a las  especies  hidrobiológicas y  requerir,  bajo  declaración  jurada,  informes de
producción,  declaraciones  de  stock  de  productos  elaborados  y  destino  de  los
mismos.

  l)  Llevar un registro de las personas naturales o jurídicas acreditadas para
elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria de que trata la  ley y
los  reglamentos  correspondientes.  El  reglamento  establecerá  los  requisitos
técnicos  y  financieros  que  deban  cumplir  aquéllas,  con  el  fin  de  velar  por  la
calidad,  confiabilidad  e  idoneidad  de  sus  funciones,  las  normas  relativas  al
cumplimiento de éstas y las garantías que deberán rendir para su correspondiente
inscripción. El servicio eliminará del registro, por el plazo de cinco años, a quienes
pierdan uno o más requisitos establecidos en el reglamento para la inscripción;
como también a quienes le remitan los instrumentos fuera de plazo dos veces en
un  año,  los  elaboren  deliberadamente  sin  someterse  a  los  procedimientos  y
metodologías  establecidas  al  efecto  por  la  normativa  vigente,  o  entreguen
información falsa en ellos. La eliminación del registro afectará a la persona jurídica
y a sus socios personalmente considerados, quienes no podrán volver a inscribirse
mientras dure la sanción, sea directamente o a través de otra persona jurídica de
la que formen parte. Finalmente, se señala que la inscripción en el registro tendrá
una vigencia de tres años y podrá ser renovada a petición del interesado.

Acerca  de  la  disposición  arriba  consignada,  el  Ejecutivo  señaló  que  la
creación  del  registro  mencionado  recoge  una  sentida  aspiración  de  diversos
actores, entre ellos los pescadores artesanales, e indudablemente contribuirá a
mejorar la calidad científica de los informes de evaluación ambiental. 

m)  Exigir  el  uso de un sistema de posicionamiento automático a las
embarcaciones  que  realizan  el  transporte  de  especies  hidrobiológicas
provenientes de cultivo. 

La  Comisión  aprobó por  nueve votos  a favor  y  una abstención  el  texto
contenido  en  cada  una  de  las  letras  en  referencia,  con  las  indicaciones  que
presentó el Ejecutivo.
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   N° 17 (que pasa a ser N° 18 antiguo 19) 

Este numeral  modifica el  artículo 142 de la ley que,  según se adelantó,
consigna  las  causales  de  caducidad  de  las  concesiones  y  autorizaciones  de
acuicultura.

La  reforma  al  precepto  se  traduce  en  la  propuesta  de  incorporar  dos
causales, que merecieron a la Comisión el siguiente trato:

i) La primera de ellas, plasmada en la nueva letra i) del artículo precitado,
consiste en haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta en el artículo
118 ter que se pretende incorporar a la ley.  

ii) La otra causal de caducidad, materializada en la nueva letra j) del mismo 
precepto, consiste en no dar cumplimiento, por tercera vez, a lo dispuesto en el 
referido artículo 118 ter.

El Ejecutivo presentó una indicación para eliminar en este numeral la frase
“del artículo 142” e intercalar la siguiente enumeración, pasando su contenido a
ser letra c):

a) Agrégase al inciso primero de la letra e), la siguiente oración final:

“Los  plazos  antes  señalados  se  suspenderán  en  los  casos  en  que  la
autoridad  hubiese  dispuesto  descanso  obligatorio  de  conformidad  con  el
reglamento a que se refiere el artículo 86.”.

Se  explicó  que,  a  fin  de  evitar  que  los  centros  de  cultivo  incurran  en
causales de caducidad no imputables a sus titulares, se establecen dos normas:

1)  Los plazos de inactividad serán suspendidos en los casos en que la
autoridad hubiese dispuesto descansos obligatorios, esto es, en virtud de razones
sanitarias (desinfección y eliminación de patógenos) se disponga que el centro no
puede operar por un cierto plazo. 

2) La fuerza mayor que actualmente faculta para otorgar una ampliación de
plazo hasta por un año, sea posible extenderla por todo el tiempo que dure el
evento que constituye la fuerza mayor.

Adicionalmente, el  Ejecutivo propuso reemplazar en el  inciso tercero de la
letra e), la oración “por una sola vez, ampliación de plazo, de hasta un año” por
“una ampliación de plazo por el tiempo de duración del evento que configure la
fuerza mayor o caso fortuito.”.

Indicaron que la suspensión de ingreso de solicitudes y de otorgamiento de
concesiones de acuicultura se justifica en la necesidad de crear áreas de manejo
sanitario. Se constató que la suspensión es necesaria tanto en la X como en la XI
región, por lo cual la nueva indicación así lo establece.

Antes  de  proceder  a  la  votación  de  este  numeral  se  presentaron  tres
indicaciones  parlamentarias.  La  primera  de  los  Diputados  señores  Melero  y
Recondo para agregar al final del inciso tercero de la letra e), después de un punto
seguido, lo siguiente: “Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros,
la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona
aledaña a la concesión o autorización de que se trate.”.
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Esta indicación fue aprobada por la Comisión por seis votos a favor, uno en
contra y dos abstenciones.

La segunda indicación fue presentada por los Diputados señores Alinco, De
Urresti,  Espinoza,  Vallespín  y  Diputada  señora  Pacheco  para  incorporar  la
siguiente letra k): 

“k)  Haber sido condenado en tres ocasiones, en un plazo de tres años,
contados desde la primera sentencia ejecutoriada, por prácticas antisindicales o
infracción a los derechos fundamentales del trabajador.”.

Esta indicación fue aprobada por la Comisión por seis votos a favor, cuatro
en contra y una abstención.

La tercera presentada por los Diputados señores Alinco, Espinoza, Galilea,
Recondo, Ulloa, Vallespín y la Diputada señora Goic, tuvo por objetivo agregar la
siguiente letra l):

“l)  En  el  caso  de  los  centros  de  cultivo  que  en  virtud  de  esta  ley  se
mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica,
de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.”

Esta indicación fue aprobada por la Comisión por once votos.

Las restantes disposiciones de este numeral, incluyendo las indicaciones
del Ejecutivo presentadas a ellas, fueron aprobadas por diez votos a favor y una
abstención.

            Artículo 2°

Éste fue objeto del siguiente trato: 

Su inciso primero suspende, desde la fecha de publicación de la presente
ley, el ingreso de solicitudes y el otorgamiento nuevas concesiones de acuicultura
cuyo proyecto técnico considere peces; así como de solicitudes de ampliación en
las regiones X y XI, salvo las que a dicha fecha cuenten con un proyecto técnico
aprobado por la subsecretaría de Pesca y aquéllas cuyos titulares se encuentren
en la situación que indica.   

El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar en el inciso primero, a
continuación de la palabra “suspéndase”, la expresión “en las regiones X y XI” y
eliminar  en  el  mismo,  la  frase  “así  como  de  solicitudes  de  ampliación  en  las
regiones X y XI” y la coma que la antecede.

Se afirmó que la suspensión de ingreso de solicitudes y de otorgamiento de
concesiones de acuicultura se justifica en la necesidad de crear áreas de manejo
sanitario. Se constató que la suspensión es necesaria tanto en la X como en la XI
regiones, por lo cual la nueva indicación así lo establece.

La Comisión aprobó el inciso con la indicación por diez votos a favor y uno
en contra.
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El  inciso  segundo  señala  que  en  la  X  región  sólo  se  permitirá  la
relocalización de concesiones de conformidad con el  artículo 5° de esta ley; y
agrega que en la XI región sólo se otorgarán nuevas concesiones después del
establecimiento  de  las  áreas  de  manejo  sanitario,  de  conformidad  con  lo  que
señala el artículo siguiente.

El Ejecutivo puntualizó que la relocalización de concesiones sólo se hará
dentro de las áreas aptas para la acuicultura. 

Durante la tramitación del  proyecto,  el  Ejecutivo presentó una indicación
para reemplazar este inciso segundo por los siguientes:

“En  las  regiones  antes  señaladas,  sólo  se  tramitarán  las  solicitudes  de
ampliación de área presentadas al  31 de diciembre de 2008 y los cambios de
proyectos técnicos. Además se permitirá la relocalización de las concesiones de
conformidad con el artículo 5° de esta ley.

Vencido el plazo de dos años contados desde la fecha de publicación de
esta  ley,  se  reiniciará  en  la  XI  región,  el  ingreso  de  solicitudes  de  nuevas
concesiones y el otorgamiento de las mismas.”.

Se explicó por el Ejecutivo que se incorpora una norma de excepción que
permite  tramitar  las  solicitudes  de  ampliación  de  áreas  de  las  concesiones
otorgadas ingresadas a trámite hasta el 31 de diciembre de 2008, lo que va en
directa relación con la necesidad de asegurar que los centros de cultivo operan en
mejores condiciones sanitarias. En efecto, en la medida que los centros de cultivo
deberán cumplir con densidad de cultivo, esto es, bajar el volumen de peces por
superficie, requerirán más superficie para poder desarrollar sus actividades y de
allí que las solicitudes de ampliación de áreas puedan ser tramitadas. Asimismo,
se aclara que el congelamiento de la tramitación de solicitudes de concesión no
afecta la de otro tipo de solicitudes, como las de cambio de proyectos técnicos.

Además, se agrega un inciso en que se aclara que el congelamiento en la
XI región se mantendrá por un plazo de dos años, a partir de la publicación de la
ley.

Los  Diputados  señores  Norambuena  y  Ulloa  presentaron  una  indicación
para reemplazar en el inciso segundo la fecha 31 de diciembre de 2008 por la de
“31 de enero de 2009”.

La  Comisión  aprobó  el  resto  del  articulado  con  las  indicaciones  del
Ejecutivo y la anteriormente indicada, por diez votos a favor y uno en contra.

Artículo 3°

Éste mereció a la Comisión el trato que pasa a consignarse: 

El inciso primero establece que en el plazo de un año la subsecretaría de
Pesca deberá establecer, mediante resolución fundada, áreas de manejo sanitario
de centros de cultivo de peces dentro de las áreas apropiadas para el ejercicio de
la acuicultura en las regiones X y XI.

57



El inciso segundo prescribe que mientras no se determinen las referidas
áreas  de  manejo  sanitario  mantendrán  su  vigencia  las  que  hubieran  sido
establecidas por el Sernapesca y las que fije encontrándose pendiente el plazo
señalado en el inciso 1°, de conformidad con la normativa que corresponda.

El  inciso  tercero  señala  que  dentro  de  cada  área  sólo  se  permitirá  la
relocalización o el otorgamiento de nuevas concesiones, según corresponda, para
el cultivo de especies hidrobiológicas del grupo respectivo.

El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazarlo por el siguiente:

Artículo 3°.   Se considerarán áreas de manejo sanitario de centros de
cultivo de peces en las regiones X y XI, las áreas en que el Servicio Nacional de
Pesca haya establecido medidas coordinadas a la fecha de publicación de esta
ley, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley
General de Pesca y Acuicultura.

La  modificación  o  eliminación  de  estas  áreas  se  someterá  al
procedimiento previsto en el artículo 2°, N° 52, y 86 de la Ley General de Pesca
y Acuicultura.”.

Se afirmó por el Ejecutivo que se reconocen en el proyecto de ley las
áreas  de  manejo  sanitario  que,  a  la  fecha,  está  estableciendo  el  Servicio
Nacional  de Pesca en virtud del  reglamento respectivo,  sin  perjuicio  que las
nuevas que se lleguen a crear o las modificaciones de las existentes a la fecha
de entrada en vigencia de la ley se sometan al procedimiento previsto en el
proyecto.

La Comisión aprobó este artículo por diez votos a favor y una abstención.

Artículo 4°

Éste fue objeto del siguiente trato:

Su inciso primero expresa que en el plazo de un año deberá establecerse, a
través  de  decreto  de  los  ministerios  de  Defensa  Nacional  y  de  Economía,  la
modificación de las áreas apropiadas para la acuicultura en la XII región.

El  inciso  segundo  precisa  que  en  dicho  decreto  se  fijarán  las  áreas
apropiadas para la acuicultura en el marco de la zonificación que haya efectuado
el Gobierno Regional.

El inciso tercero estipula si hubiere vencido el plazo en comento sin que se
hayan  modificado  las  áreas  apropiadas  para  la  acuicultura,  se  procederá  de
acuerdo  a  la  norma contenida  en  el  párrafo  siguiente,  ciñéndose  a  las  áreas
apropiadas para el desarrollo de la actividad vigentes a la fecha. 

El inciso cuarto estipula que dentro de seis meses, computados desde el
vencimiento del plazo señalado en el inciso 1°, la subsecretaría de Pesca deberá
establecer,  por  resolución  fundada,  y  dentro  de  las  áreas  apropiadas  para  el
ejercicio de la acuicultura en la XII región, áreas de manejo sanitario por grupo de
especies hidrobiológicas. 

El inciso final prescribe que, mientras se hallen pendientes los plazos antes
señalados, se suspenderá el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de nuevas
concesiones de acuicultura,  o  la  ampliación  de las  otorgadas;   y  agrega que,
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transcurridos tales plazos, sólo se otorgarán nuevas concesiones de conformidad
con las áreas de manejo sanitario declaradas.

Durante  la  tramitación  de  esta  iniciativa,  el  Ejecutivo  presentó  una
indicación para reemplazarlo por el siguiente:

 “Artículo 4°.- Suspéndese el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones
y el otorgamiento de concesiones en la XII región mientras no se modifiquen las
áreas  apropiadas para  la  acuicultura  estableciéndolas  por  grupos  de especies
hidrobiológicas, de conformidad con los incisos siguientes. 

En el plazo de tres meses contados desde la fecha de publicación de la
presente ley en el Diario Oficial, el Gobierno Regional de la XII Región, deberá
remitir  a la Subsecretaría  de Pesca,  la propuesta de áreas apropiadas para el
ejercicio de la acuicultura en la comuna de Timaukel. En los tres meses siguientes
corresponderá a la comuna de Porvenir   y en los tres meses siguientes a las
comunas de Punta Arenas, Cabo de Hornos, Río Verde y Natales. 

A la fecha de vencimiento de cada uno de los plazos antes señalados, la
Subsecretaría de Pesca emitirá una resolución que se publicará de conformidad
con lo  dispuesto  en el  artículo  67  de la  Ley General  de  Pesca y  Acuicultura,
contándose con un plazo de 15 días hábiles para formular opiniones y 15 días
hábiles  para  responderlas  y  emitir  el  informe  técnico  respecto  de  las  áreas
propuestas para la comuna respectiva. Dicho informe se remitirá al Ministerio de
Defensa  Nacional,  Subsecretaría  de  Marina  para  que  en  el  plazo  de  10  días
hábiles emita el decreto respectivo para la comuna correspondiente. 

Una vez emitido el decreto de establecimiento de las áreas apropiadas para
la acuicultura, la Subsecretaría fijará áreas de manejo sanitario para la comuna
respectiva  conforme  a  las  cuales  se  reanudará  el  ingreso  de  solicitudes  y  el
otorgamiento de concesiones de acuicultura.

Vencidos los plazos señalados para que el  Gobierno Regional  proponga
modificaciones a las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los
términos  antes  señalados,  quedará  sin  efecto  la  suspensión  del  ingreso  de
solicitudes de nuevas concesiones y el otorgamiento de concesiones.”.

Con esta indicación se cambia el procedimiento propuesto para la XII región
debido a que implicaba una larga espera para continuar  con el  trámite  de las
solicitudes de concesión de acuicultura. De allí que se plantea un procedimiento
en que el Gobierno Regional va emitiendo su pronunciamiento sobre las áreas que
podrán  ser  destinadas  a  acuicultura,  en  forma  gradual,  por  comunas,  lo  que
implica que se inicia la modificación de las áreas apropiadas respecto de dicha
comuna y se pueden empezar a tramitar las solicitudes sin necesidad de esperar
tener el pronunciamiento de toda la región. Además, en las áreas apropiadas para
la  acuicultura,  en  este  caso,  se  requerirá  definir  a  qué  grupo  de  especies  se
destinarán dichas áreas (por ejemplo, salmones, mitílidos, etc).

La  Diputada  señora  Goic  y  los  Diputados  señores  Melero  y  Recondo
presentaron una indicación para reemplazar el inciso segundo y siguientes de este
artículo en los términos que pasan a indicarse:

“En  el  plazo  máximo  de  doce  meses,  contados  desde  la  fecha  de
publicación  de  la  presente  ley,  el  Gobierno  Regional  de  la  XII  Región deberá
remitir a la Subsecretaría de Pesca, las propuestas de áreas apropiadas para el

59



ejercicio de la acuicultura en las comunas de Timaukel, Porvenir, Punta Arenas,
Cabo de Hornos, Río Verde y Natales. 

Dichas  propuestas  podrán  ser  entregadas  por  comunas  o  grupo  de
comunas conforme avance el proceso de zonificación.

Recibida la propuesta por comuna o grupo de comunas, la Subsecretaría
de Pesca emitirá una resolución que se publicará de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, contándose con un
plazo  de  15  días  hábiles  para  formular  opiniones  y  15  días  hábiles  para
responderlas y emitir el informe técnico respecto de las áreas propuestas para la
comuna  de  que  se  trate.  Dicho  informe  se  remitirá  al  Ministerio  de  Defensa
Nacional, Subsecretaría de Marina, para que en el plazo de 10 días hábiles emita
el decreto respectivo para la comuna correspondiente. 

Una vez emitido el decreto de establecimiento de las áreas apropiadas para
la acuicultura, la Subsecretaría fijará áreas de manejo sanitario para la comuna o
grupo de comunas conforme a las cuales se reanudará el ingreso de solicitudes y
el otorgamiento de concesiones de acuicultura.

Vencido  el  plazo  máximo  señalado  para  que  el  Gobierno  Regional
proponga modificaciones a las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura
en los términos antes señalados, quedará sin efecto la suspensión del ingreso de
nuevas solicitudes y el otorgamiento de concesiones.”.

La Comisión acordó aprobar este artículo, con la indicación citada, por once
votos.

Artículo 5°

Éste recibió el siguiente tratamiento: 

Su inciso primero preceptúa que los centros de cultivo de peces situados en
las regiones de Los Lagos y de Aysén podrán relocalizarse dentro de un área de
manejo sanitario  fijada por  la  subsecretaría  de Pesca o el  Sernapesca,  según
corresponda, o cambiarse a otra, siempre que cumplan con los requisitos que se
especifican (por ejemplo, mantener el grupo de especies hidrobiológicas y el área
de la concesión autorizada). 

El  Ejecutivo  presentó  una  indicación  para  modificarlo  en  el  sentido
siguiente:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la expresión “podrán
relocalizarse” la frase entre comas “en la misma región”.

b)  Intercálase  en  la  letra  c),  entre  las  expresiones  “deberá”  y  “dar
cumplimiento” la siguiente oración “ubicarse dentro de áreas apropiadas para el
ejercicio de la acuicultura y”.

c) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto aparte que pasa a
ser seguido la siguiente oración: “Por el sólo ministerio de la ley, la hipoteca que
grave  una  concesión  se  extenderá  a  aquella  concesión  que  la  reemplace  de
conformidad  a  lo  previsto  en  el  presente  artículo,  conservando  la  fecha  de
constitución de la hipoteca sobre la concesión original.”.

60



Afirmó  el  Ejecutivo  que  se  perfeccionan  ciertas  normas  referidas  a  la
relocalización. En primer lugar, se aclara que la relocalización un concesión debe
realizarse en la misma región y no puede, en consecuencia, al renunciar a una
concesión en la X región, por ejemplo, relocalizarla en la XII. Además, se adiciona
que la relocalización debe realizarse siempre dentro de áreas apropiadas para la
acuicultura y no fuera de ellas. Finalmente, se aclara que si la concesión original
estaba  hipotecada,  dicha  hipoteca  se  entiende  constituida  respecto  de  la
concesión que reemplaza a la anterior en virtud de la relocalización.

El  inciso  segundo  faculta  al  titular  de  dos  concesiones  para  juntarlas,
sometiéndose a las condiciones antes señaladas.

El inciso final señala que la concesión de reemplazo quedará sometida al
mismo régimen al que estaba sometida la original.

En este inciso, el Ejecutivo propuso agregar, a continuación del punto aparte
que pasa a ser seguido la siguiente oración: “Por el sólo ministerio de la ley, la
hipoteca  que  grave  una  concesión  se  extenderá  a  aquella  concesión  que  la
reemplace de conformidad a lo previsto en el presente artículo, conservando la fecha
de constitución de la hipoteca sobre la concesión original.”. 

La Comisión aprobó la totalidad del artículo con sus indicaciones por nueve
votos a favor y dos abstenciones.

Artículo 6°

Este precepto señala que, para los efectos de los artículos 2°, 3°, 4° y 5° de
esta  ley,  se  entenderá  por  áreas  de  manejo  sanitario  aquéllas  definidas  de
conformidad con el numeral 52) del artículo 2°, que se propone incorporar a la ley
del rubro.

La Comisión aprobó esta disposición por once votos.

  DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°

Éste  consigna  el  calendario  de  aplicación  gradual  de  la  patente  de
acuicultura consagrada en el artículo 1° numeral 12 del presente proyecto, y que
contempla un valor de 3 UTM por hectárea el año 2010, llegando al tope de 6 UTM
a partir de 2013. 

El  Ejecutivo  presentó  una  indicación  para  modificarlo  en  el  sentido
siguiente:

a) Reemplázase en su inciso 1°, las letras a) a d) por las siguientes:

a) En el año 2010: 4 UTM por hectárea;
b) En el año 2011: 6 UTM por hectárea:
c) En el año 2012: 8 UTM por hectárea;
d) A partir del año 2013: 10 UTM por hectárea.
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b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Durante  los  años  2010,  2011  y  2012,  los  titulares  de  concesiones  o
autorizaciones de acuicultura de peces que hayan utilizado en el año calendario
anterior la franquicia tributaria para capacitación de sus trabajadores por el total
del 1%, a que se refiere el artículo 36 de la Ley N° 19.518, y les fuere aplicable lo
dispuesto en el artículo 42 de la misma ley, tendrán derecho a un descuento en el
cargo  por  concepto  de  pago  de  la  patente  única  de  acuicultura  para  el  año
respectivo, equivalente a un 33% de la diferencia resultante entre el valor de la
patente que se deba pagar de conformidad con el inciso anterior y el valor de la
patente  vigente  al  1  de  enero  del  año  2009,  multiplicada  por  el  número  de
hectáreas  por  el  cual  el  titular  del  centro  de  cultivo  pagó  la  patente  el  año
calendario  anterior.  En  el  caso  que  el  descuento  sea  superior  al  cargo  que
corresponda pagar por concepto de patente el año respectivo, el saldo expresado
en UTM se imputará al  pago de la  patente  del  año o  años siguientes,  según
corresponda.".

Se explicó que se modifica la gradualidad del pago de la patente, ya que se
cambió la propuesta a 10 UTM por hectárea.

Además, se agrega un incentivo para que los titulares de centros de cultivo
inviertan en capacitación, por la vía de descontar un 33% del incremento de la
patente cuando se haya utilizado el 100% de la franquicia Sence por capacitación
a los trabajadores.

Durante la discusión de este artículo, y a petición de varios miembros de la
Comisión, el Ejecutivo accedió a presentar una nueva indicación que amplía hasta
el 2015 el plazo establecido en el inciso final y, además, a disminuir de un 100 a
un 90 por ciento la utilización de la franquicia Sence para acceder al incentivo que
allí se establece.

La Comisión aprobó este artículo por diez votos a favor y una abstención.

Artículo 2°

Este artículo puntualiza que la declaración de áreas de manejo sanitario por
grupos  de  especies  hidrobiológicas  que  realice  la  subsecretaría  de  Pesca  no
afectará  la  actual  ubicación  de  las  concesiones  otorgadas  a  la  fecha  de
publicación de la presente ley, pero sus titulares deberán dar cumplimiento a las
condiciones de operación que se establezcan. 

La Comisión lo aprobó por once votos

Artículo 3°

Éste  señala  que  mientras  no  entre  en  vigencia  la  Ley  N°  20.190  (que
modificó diversos cuerpos legales, como la ley de impuesto a la renta, y dictó
normas sobre prendas sin desplazamiento, creando un registro sobre la materia),
las  prendas  sin  desplazamiento  que  se  constituyan  sobre  concesiones  o
autorizaciones de acuicultura se inscribirán en el Registro de Prenda Industrial del
Conservador de Bienes Raíces de la comuna en que se ubiquen aquéllas.
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El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazarlo por los siguientes
artículos 3°,  4° y 5° transitorios:

“Artículo 3°.- En el plazo de un año contado desde la fecha de publicación
de esta ley, se establecerán áreas apropiadas para la acuicultura en las regiones
X,  XI  y  XII  cuyo  objetivo  será  el  otorgamiento  de  concesiones  de  acuicultura
exclusivamente a organizaciones de pescadores artesanales o de trabajadores
despedidos de la industria de la acuicultura.

Las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura que se establezcan
deberán permitir acceder hasta un máximo de 30 concesiones por región, cada
una de las cuales no podrá exceder de 12 hectáreas.

Las organizaciones de pescadores artesanales que soliciten concesiones
en estas áreas deberán haberse constituido con anterioridad al  1 de enero de
2009 y sus socios estar inscritos en el  Registro  Pesquero Artesanal,  antes de
dicha fecha, en la región respectiva.

Las  organizaciones  de  trabajadores  a  que  se  refiere  el  inciso  primero,
deberán acreditar que sus integrantes fueron despedidos de centros de cultivo que
se encontraban en operación al 1 de julio de 2007 en alguna de las regiones antes
señaladas, mediante finiquito que cuente con fecha cierta, de conformidad con las
disposiciones del Código del Trabajo.

En el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta
ley, deberá establecerse el reglamento conforme al cual se determine la forma y
los criterios de asignación de las concesiones de que trata este artículo. Para tales
efectos, el reglamento se someterá a la consulta de los integrantes del Consejo
Nacional de Pesca que representen a las organizaciones de la pesca artesanal.

Las concesiones de que trata este artículo serán intransferibles, no serán
susceptibles  de  negocio  jurídico  alguno  ni  sometidas  a  los  regímenes  de  los
artículos  80  bis  y  80  ter  y  estarán  exentas  del  pago  de  la  patente  única  de
acuicultura por los tres primeros años, contados desde la entrega material de la
concesión.  A  partir  del  cuarto  año,  estas  concesiones  pagarán  2  unidades
tributarias por hectárea.

Las concesiones de que trata este artículo se someterán en lo demás a la
Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos.”.

Se indicó que se elimina el artículo 3º transitorio del proyecto de ley debido
a que se reemplazó la prenda sin desplazamiento por la hipoteca, por lo cual ya no
es necesario y se incorporan tres nuevos artículos transitorios.

Se incorpora como nuevo artículo 3° transitorio uno que crea un régimen
especial  para que organizaciones de pescadores artesanales y de trabajadores
despedidos de la industria de la acuicultura puedan acceder a concesiones de
acuicultura intransferibles y con exención de patente por tres años.

Los Diputados señores Espinoza y De Urresti presentaron una indicación
para agregar en el inciso primero, a continuación de la frase “las regiones X, XI y
XII” el número “XIV”.

Esta indicación fue aprobada por seis votos a favor, dos en contra y tres
abstenciones.
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Los Diputados señores Alinco, De Urresti, Espinoza, Vallespín y la Diputada
señora Goic presentaron una indicación para reemplazar, en el inciso segundo, la
frase “de 30 concesiones por región, cada una de las cuales no podrá exceder de
12 hectáreas” por la siguiente: ”360 hectáreas para concesiones por región”, la
cual fue aprobada por diez votos a favor y una abstención.

El Diputado señor Melero presentó una indicación para eliminar en el inciso
quinto la frase: “que representen a las organizaciones de la pesca artesanal”, la
cual fue aprobada por nueve votos a favor y dos en contra.

El  resto  del  artículo  3°  fue  aprobado  por  diez  votos  a  favor  y  una
abstención.

Artículo 4°.- Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la
operación de viveros de peces o centros de acopio de los mismos  y la renovación
de las concesiones marítimas otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para
la operación de los mismos.

El Ejecutivo sostuvo que, a fin de propender a la eliminación de los viveros
de peces autorizados a la fecha, esta norma prohíbe el otorgamiento de nuevas
autorizaciones  para  dichos  efectos,  como,  asimismo,  renovar  las  concesiones
marítimas que se hayan otorgado para su operación. De esta forma, al no poder
contar con el título concesional respectivo, deberán dar término a sus operaciones.

La Comisión acordó aprobar este artículo por once votos.

Artículo  5°.- El  plazo  de  paralización  de  actividades  en  que  hubieren
incurrido las concesiones de acuicultura, entre el plazo comprendido entre el 1 de
julio de 2007 y el 31 de diciembre de 2011, no se contabilizará para efectos de la
configuración de la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la
Ley General de Pesca y Acuicultura.”.

El Ejecutivo explicó que debido a la situación absolutamente irregular que
se  ha  vivido  en  los  últimos  años  debido  a  la  crisis  del  Isa,  del  caligus,  los
problemas de  mercado  de  las  concesiones  de  mitílidos  (choritos)  y  pectínidos
(ostiones)  entre  otros,  se  establece  la  no  contabilización,  para  efectos  de  la
caducidad de las concesiones de acuicultura, de los plazos de inactividad que se
hubieren producido entre el 1 de julio de 2007 y el 31 de diciembre de 2011.

La Comisión acordó aprobar este artículo por once votos.

El Ejecutivo presentó una indicación para agregar  el  siguiente  artículo  6°
transitorio nuevo.

Artículo  6°.- En  el  plazo  de  dos  meses  contados  desde  la  fecha  de
publicación  de  esta  ley  se  establecerá  una  normativa  que  regule  los  efectos
laborales que se produzcan por aplicación  de la presente ley. Dicha normativa
deberá ser elaborada con participación de las organizaciones de trabajadores de
la industria de la acuicultura del salmón.”.

Se explicó que se establece un plazo dentro del cual deberá establecerse
una normativa que se haga cargo de regular los impactos de carácter laboral que
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provocará la implementación de esta ley. Esto porque la nueva forma de operación
de  los  centros  de  cultivo  imponen  obligaciones  ambientales  y  sanitarias  no
existentes  en  la  actual  normativa  y  es  previsible  que  ello  repercutirá  en  las
condiciones de trabajo. Por ejemplo: la obligación de descanso de los centros de
cultivo  por  tres  meses,  la  imposibilidad  de  sembrar  si  no  existe  información
ambiental con resultados positivos, etc.

En la última sesión en que se analizó este proyecto concurrió la Ministra del
Trabajo, señora Claudia Serrano, quien explicó una indicación presentada por el
Ejecutivo  para  reemplazar  el  artículo  6°  transitorio,  que  se  había  propuesto,
indicando que ella tenía por  objetivo hacerse cargo de los impactos laborales que
provocará la entrada en vigencia de la ley, por cuanto introduce modificaciones a las
condiciones en que se desarrollarán los cultivos. 

Considerando lo anterior, afirmó que el Gobierno se ha comprometido a que,
en un plazo de dos meses,  se elaborará una normativa que regulará en forma
específica  la  labor  que  desarrollan  estos  trabajadores,  la  cual  contará  con  la
participación de las organizaciones laborales de la industria de la acuicultura del
salmón.

Luego de producido un debate en torno a esta propuesta por parte de los
miembros de la Comisión, la señora Serrano comprometió sus esfuerzos para que
en la elaboración de este proyecto sean escuchadas todas las partes involucradas.

Indicó que la propuesta es del siguiente tenor:

“Artículo 6°.- Se propondrá una normativa especial que regule los efectos
laborales que se produzcan por aplicación  de la presente ley.”.

La Comisión aprobó este artículo por once votos.

************

  
V.- ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.  

1) Del Ejecutivo para modificar el numeral 2, del artículo 1°, del proyecto
que agrega en el inciso 5° del artículo 67, a continuación del punto aparte que
pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“En  los  casos  de  solicitudes  de  concesión  de  acuicultura  en  que  se
determine  que  no  existen  bancos  naturales  de  recursos  hidrobiológicos  en  el
sector  solicitado,  la  Subsecretaría  publicará  en  su  sitio  electrónico  el  informe
técnico que así lo establezca. En el plazo de un mes contado desde la fecha de
publicación, cualquier interesado podrá reclamar del contenido del informe técnico
con  antecedentes  fundados  ante  el  Subsecretario  de  Pesca,  el  que  deberá
resolver la presentación en el plazo de 10 días.”.

2) De los Diputados señores Melero, Recondo  y Ulloa para agregar  el
siguiente numeral 5, al artículo 1°, modificándose la numeración de los que siguen:

“5) Agréguese al final del inciso primero del artículo 74,  a continuación del
punto,  lo  siguiente:  “Todo  lo  anterior  sin  perjuicio  de  los  requerimientos  de
seguridad de las instalaciones del centro de cultivo, pudiendo para tal efecto el
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concesionario  o  titular  de  la  autorización,  instalar  los  fondeos,  anclaje  u  otros
medios en conformidad a la proyección que resulte de tales requerimientos, de
conformidad al Reglamento”.”

3) De los Diputados señores Melero y Recondo para modificar el numeral
13 del artículo 1°, que intercala nuevos incisos al  artículo 86, en el  sentido de
agregar  al  final  del  primero  de  los  propuestos  lo  siguiente:  “Asimismo,  el
reglamento establecerá el procedimiento y los quórum para que los concesionarios
de un área de manejo sanitario establezcan coordinación respecto de materias de
interés común.”.

4) De los Diputados señores Melero y Recondo para modificar el numeral
15, del artículo 1°, en el sentido siguiente:

a) Reemplázase en la letra a) del artículo 118 ter. la frase “contar con la
información ambiental evaluada por el Servicio dentro del plazo establecido en el
Reglamento”, por “cumplir con los requisitos habilitantes que se establezcan en el
reglamento a que se refiere el artículo 87.”.

b)  Reemplázase  en  el  inciso  cuarto,  del  artículo  118  ter.,  el  término
“resolución” por “sentencia”.

c)  Reemplázase  en  el  inciso  cuarto,  del  artículo  118  ter.,  la  frase
“notificación señalada”, por “sentencia correspondiente”.

5) De los Diputados señores Melero y Recondo para modificar el numeral
17  del  proyecto,  intercalando  en  el  artículo  142,  el  siguiente  inciso  segundo,
pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente:

“En  caso  que  la  concesión  o  autorización  estuviere  hipotecada,  la
Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, deberá comunicar al o a
los  acreedores  hipotecarios  de  la  respectiva  concesión  o  autorización,  cuyas
hipotecas  se  encuentren  debidamente  inscritas  en  el  Conservador  de  Bienes
Raíces  que  corresponda  y  en  el  Registro  de  Propiedad  de  Concesiones  o
Autorizaciones  de  Acuicultura  que  lleve  la  Subsecretaría  de  Marina  o  Pesca,
según  el  caso,  el  acaecimiento  de  cualquier  de  los  hechos  que  constituyen
causales de caducidad en conformidad a este artículo, comunicación que deberá
enviarse por carta certificada al domicilio del acreedor hipotecario señalado en la
inscripción.  A contar de la fecha del envío de la carta certificada, el  acreedor
hipotecario  tendrá  derecho para  exigir  la  inmediata  realización  de la  hipoteca,
considerándose la obligación caucionada como de plazo vencido.  En este caso,
no podrá declararse la caducidad de la concesión o autorización sino una vez
transcurrido un plazo de noventa días hábiles contado desde el envío de la carta
certificada y siempre que no se haya producido la suspensión de aplicación de
causales de caducidad de conformidad a lo dispuesto en el artículo 81 bis.”

6) De los Diputados señores Melero y Recondo para agregar al final del
inciso primero del artículo 3° la frase:  “y pequeños o medianos empresarios y
trabajadores proveedores de la industria del salmón que hayan caído en quiebra
en el periodo comprendido entre el 1° de enero del 2009 y el 31 de diciembre de
2010”.
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VI.- INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.  

1) Del Diputado señor Robles para modificar el numeral 10 del Artículo 1°
en el siguiente sentido:

a) Intercálese entre la palabra “sometidas” seguida de una coma y la frase “se
inscribirán”, la frase “y de las concesiones marítimas”.

b) Intercálase entre la palabra “acuicultura” y la frase “que llevara”, la frase “o en el
Registro de Propiedad y Transparencia de Concesiones Marítimas”

c) Intercálase al inciso segundo entre la palabra “transparencias” y la frase “que
den cumplimiento”, la palabra “de acuicultura

d) Incertálase al inciso cuarto, entre la palabra “acuicultura” y la frase “no será
oponible”, la frase “y concesiones marítimas”

e) Sustitúyanse del  inciso cuarto,  la  frase “será oponibles”,  por  la frase “serán
oponibles”.”

2) Del Diputado señor Robles para introducir las siguientes modificaciones
al numeral 11 del Artículo 1°. 

a) intercálese entre la palabra “acuicultura” y la coma seguida de la frase “deberá
constituirse”, la frase “ o sobre la concesión marítima”.

b) Intercálese al inciso segundo entre la palabra “acuicultura” y la frase “sobre las
cuales”, la frase “o concesiones marítimas”.

3)  Del  Diputado  señor  Robles  para  modificar  el  artículo  3°,  transitorio,
intercalando entre la palabra “acuicultura” y la frase “se inscribirán”, la frese “ y
sobre concesiones marítimas”.”

4) Del Diputado señor Robles para incorporar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo 1° bis.- Modifícase el Decreto con Fuerza de Ley N° 340 Sobre
Concesiones Marítimas y sus modificaciones, en el sentido que indica:

1) Agréguese el siguiente inciso al artículo 6°.-

Se exceptúan de esta prohibición aquellas concesiones marítimas sobres
las cuales se encuentren emplazadas industrias pesqueras, las que se someterán
en cuanto al procedimiento de transferencia, arriendo y todo acto que implique la
cesión de derechos a lo dispuesto por la Ley General de Pesca y Acuicultura, en
todo aquello que por la naturaleza de su negocio no sea contraria a ella.”

5) De los Diputados señores De Urresti, Espinoza, Vallespín y Diputadas
señora Goic y Pacheco para modificar el numeral 16, en el sentido de agregar al
artículo 122,  la siguiente letra j):
   

“j)  Realizar,  por  cuenta  y  costo  de  los  titulares  de  centros  de  cultivo  a
cualquier título, la información ambiental que acredite que el centro está operando
de conformidad con el artículo 87 de esta ley.  El Servicio Nacional de Pesca podrá
encomendar esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas
en el registro.

Los  resultados  de  los  muestreos  efectuados  conforme  a  este  literal,
constituirán plena prueba, salvo que se constate la acreditación de un hecho falso
o inexistente el que será sancionado de conformidad con los artículos 194 y 196
del Código Penal.  Asimismo, quienes hubieren tenido participación en calidad de

67



autor,  cómplice  o  encubridor  quedarán  inhabilitados  por  el  plazo  de  5  años  a
participar de cualquier forma en la elaboración de información ambiental de que
trata este literal.”.

6)  De la  Diputada señora  Pacheco para  agregar  el  siguiente artículo  7°
nuevo:

“La extracción y captación de semillas,  de recursos hidrobiológicos,  sólo
podrá efectuarse en áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos o en
bancos  naturales  sometidos  a  planes  de  manejo  por  pescadores  artesanales
debidamente inscritos en la región respectiva”.

***********

Como  consecuencia  de  lo  anteriormente  expuesto,  y  por  las  otras
consideraciones que dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de
Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos  recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°. Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, Nº 18.892,
cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por D.S. Nº 430, de
1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en el sentido que se
indica:

1) Agréganse en el artículo 2° los siguientes numerales 52) y 53):

“52) Áreas de manejo sanitario: las declaradas por la Subsecretaría de
Pesca  y  que  presentan  características  epidemiológicas,  oceanográficas,
operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado y en las
que  el  Servicio  establecerá  períodos  de  descanso  coordinado  y  medidas
profilácticas y tratamientos terapéuticos para todos los centros de cultivo que se
encuentren en ellas, de conformidad con el reglamento del artículo 86. En ningún
caso las  medidas antes  señaladas se  aplicarán a  quienes ejercen actividades
distintas a la de los centros de cultivo del grupo de especies sobre las cuales
operan los centros a que sea aplicable el área de manejo sanitario, salvo que se
trate de la prestación de servicios a los mismos centros.

El  reglamento  determinará  la  distancia  que  deberá  mantenerse  entre  las
áreas de manejo sanitario y entre éstas y las concesiones de acuicultura.

53) Zonificación:  proceso  de  ordenamiento  y  planificación  de  los
espacios que conforman el borde costero del litoral, que tiene por objeto definir el
territorio y establecer sus múltiples usos, expresados en usos preferentes, los que
no  serán  excluyentes,  y  graficados  en  planos  que  identifiquen,  entre  otros
aspectos,  los  límites  de  extensión,  zonificación  general  y  las  condiciones  y
restricciones  para  su  administración,  en  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la
Política Nacional de Uso del Borde Costero establecida en el D.S. (M) Nº 475, de
1994, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace.”.
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2) Modifícase el artículo 67 en el sentido siguiente:

a)  Intercálase, en el inciso primero, antes de la expresión “por uno o más
decretos”,  la  frase  seguida  de  una  coma  “por  grupo  o  grupos  de  especies
hidrobiológicas” y eliminase la expresión “y lagos”.

b) Elimínase, en el inciso tercero, la expresión “y lagos”.

c) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a
ser seguido, la siguiente frase: “Asimismo, se excluirán para el establecimiento de
las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura los caladeros de pesca que
se establezcan en la forma que defina el reglamento.

3) Modifícase el artículo 69 bis en el siguiente sentido:

a)  Agrégase  al  final  del  inciso  segundo,  después  del  punto  seguido,  lo
siguiente:  “Además,  se  entiende  que  existe  operación  cuando  el  centro  debe
entrar en descanso o paralización por resolución de autoridad.”.

b) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “solicitar” y la frase
“la ampliación”, la frase entre comas “a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en
su caso”.

c) Agrégase al final del inciso tercero, después de una coma, lo siguiente:
“como también el plazo que corresponda a un período de descanso o paralización
por resolución de autoridad.”.

    

 4) Introdúcense los siguientes incisos al artículo 76:

“Se declarará un área apropiada para el  ejercicio de la acuicultura como
actualmente no disponible para nuevas solicitudes de concesión o autorización de
acuicultura,  sea  totalmente  o  por  tipo  de  actividad,  en  los  casos  en  que  la
Subsecretaría  determine  que  con  el  número  de  concesiones  o  autorizaciones
otorgadas y solicitudes presentadas a la fecha en el área respectiva, no quedan
espacios disponibles.

La declaración deberá efectuarse, previo informe técnico, por resolución de
la  Subsecretaría,  la  cual  será  publicada en el  Diario  Oficial  y  en  un diario  de
circulación  regional,  y  afectará  un  área  debidamente  delimitada  conforme  la
cartografía en que se encuentre establecida la respectiva área apropiada para el
ejercicio de la acuicultura.

La  declaración  afectará  a  todas  las  solicitudes  que  se  encuentren
pendientes de ingreso a trámite ante el Servicio Nacional de Pesca, las que no
deberán ser consideradas en el informe técnico para efectos de la declaración de
no disponibilidad.

La declaración de no disponibilidad será dejada sin efecto en los casos en
que, como resultado del término de trámite de las solicitudes que la determinaron
o de la caducidad de las concesiones o autorizaciones otorgadas en la respectiva
área, se constate que quedan espacios disponibles de ser otorgados en concesión
o autorización de acuicultura. En dicho evento se dictará una resolución que así lo
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disponga, la que será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación
regional. 

Sólo se recibirán nuevas solicitudes de acuicultura para el sector cuya no
disponibilidad  fue  levantada  conforme  a  lo  señalado  en  el  inciso  anterior,
transcurridos 10 días hábiles contados desde la fecha de la última publicación.”.

5) Intercálase en el  artículo 79 entre la palabra “artículos” y el  guarismo
“87”, el número “86” seguido de una coma.

6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 80:
“En el plazo de un mes, contado desde la entrega material,  la Autoridad

Marítima deberá informar esta circunstancia a la Subsecretaría de Marina, la que
deberá  inscribir  la  concesión  en el  Registro  de  Propiedad de Concesiones de
Acuicultura.”.

7) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 80 bis: 
a) Elimínase en la letra a) del inciso primero la oración “Para transferir las

concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la
Subsecretaría  de  Marina  o  de  Pesca,  según  corresponda.  Al  mismo  trámite
quedará sometido el arriendo de las concesiones.”. 

b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación del punto seguido, lo
siguiente:

“Respecto  del  ejercicio  de  los  derechos  señalados  en  la  letra  a),  se
exceptúa  de  esta  exigencia  a  los  titulares  de  las  concesiones  de  acuicultura
ubicadas en áreas de manejo sanitario. Asimismo, no será exigible dicho requisito
para la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización.”.

c) Modifícase el inciso segundo, en el sentido de sustituir la expresión “tres
años consecutivos” por la frase “un año”.

8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 80 ter:

a) Elimínase, en el inciso primero, la oración “Previa autorización otorgada
por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,”.

b)  Agrégase el  siguiente  inciso  final:  “Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  podrá
cambiarse el régimen a que se encuentra sometida la concesión o autorización de
acuicultura, efectuando la consignación a que se refiere el artículo 77.”.

9) Sustitúyese el artículo 81 por el siguiente:

“Artículo  81.-  Las  transferencias,  arriendos  y  todo  acto  que  implique  la
cesión de derechos de las concesiones o autorizaciones de acuicultura, cualquiera
sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de
Propiedad  de  Concesiones  o  Autorizaciones  de  acuicultura  que  llevará  la
Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, con el solo mérito de la
solicitud que contenga el certificado de operación emitido por el Servicio que dé
cuenta que no se ha incurrido en la causal de caducidad del artículo 142, letra e);
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de la escritura pública o del instrumento en que conste del acto respectivo, en su
caso, y del certificado de vigencia de las partes contratantes, si correspondiere,
debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura. 

Sólo se inscribirán las transferencias que den cumplimiento al régimen a
que se encuentra sometida la concesión señalado en los artículos 80 bis u 80 ter.
En  el  evento  que  no  se  cumpla  con  dichos  requisitos,  se  devolverán  los
antecedentes al peticionario.

Transcurrido  el  plazo  de  dos  meses  desde  la  fecha  del  ingreso  de  la
solicitud  de  inscripción,  sin  que  ésta  se  haya  efectuado,  se  entenderá  ella
aceptada.

Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión
de  derechos  sobre  las  concesiones  y  autorizaciones  de  acuicultura  no  serán
oponibles a terceros, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos
anteriores. Al acreedor hipotecario no le serán oponibles dichos actos, salvo los
contratos de arrendamiento que hayan sido inscritos en el Registro de Propiedad
de  Concesiones o  Autorizaciones con fecha  anterior  a  la  de  inscripción  de  la
hipoteca en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes
Raíces que corresponda.

El adquirente, arrendatario o mero tenedor deberá dar cumplimiento a los
requisitos establecidos en el artículo 71, de los que deberá dejarse constancia en
la escritura pública o el instrumento que corresponda.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  los  interesados  podrán  requerir  a  la
Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, la inscripción de los
demás actos o contratos que tengan por objeto la concesión o autorización de
acuicultura.”.

10) Agrégase el siguiente artículo 81 bis:

“Artículo 81 bis.- Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse
hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura, la que deberá otorgarse
por escritura pública e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del
Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se
encuentre ubicada la  concesión o autorización.  La hipoteca se someterá a las
disposiciones  contenidas  en  el  Título  XXXVIII  del  Libro  IV  del  Código  Civil,
denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta
ley.  La hipoteca no se extiende a los peces,  redes ni  jaulas existentes en las
concesiones o autorizaciones de acuicultura.

No  se  aplicarán  las  causales  de  caducidad  de  las  concesiones  y
autorizaciones de acuicultura sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado
una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca, entre la fecha de la
resolución que los decrete y la fecha de inscripción de la concesión o autorización
del nuevo titular que se la haya adjudicado en venta forzada. La misma  norma se
aplicará  en  los  casos  de  declaración  de  quiebra  o  presentación  de  convenio
preventivo del titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada.

El beneficio de que trata el inciso anterior no podrá exceder de tres años,
salvo que el adjudicatario de la concesión o autorización sea un banco, en cuyo
caso el beneficio se extenderá por un plazo adicional, equivalente a aquél en que
el banco deba enajenar el bien adquirido en remate judicial, de conformidad con el
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artículo 84, N° 5, letra b), del D.F.L. Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que
fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos. La
aplicación  de causales  de caducidad comenzará  nuevamente  a  regir  desde la
fecha del vencimiento de este último plazo o a partir de la fecha de la enajenación
de la concesión o autorización, según cual sea el evento primero en ocurrir.

En  caso  que  se  hubiese  convenido  que  la  concesión  o  autorización
hipotecada no puede gravarse o enajenarse, deberá  inscribirse en el Registro de
Interdicciones  y  Prohibiciones  de  Enajenar del  Conservador  de  Bienes Raíces
respectivo,  y  su  infracción  dará  derecho  al  acreedor  para  exigir  su  inmediata
realización, considerándose la obligación caucionada como de  plazo vencido.

Si  vencido  el  plazo  de  no  aplicación  de  las  causales  de  caducidad,  se
encontrare pendiente la realización de la hipoteca, el acreedor hipotecario podrá
pedir su inmediata realización, aunque se hubieren opuesto excepciones.

El juez deberá decretar la inmediata realización de la hipoteca, solicitando
al acreedor hipotecario que caucione previamente las resultas del juicio. 

Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá decretarla si el deudor hubiere
fundado su oposición en alguna de las siguientes excepciones:

1) Pago de la deuda;
2) Prescripción;
3) No empecer el título al ejecutado. En este caso, no podrá discutirse la

existencia  de  la  obligación  hipotecaria,  y  para  que  sea  admitida  a  tramitación
deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento
plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano. 

En estos casos, la oposición se tramitará como incidente. La apelación de
las resoluciones que se dicten en contra del demandado se concederá en el solo
efecto  devolutivo.  El  tribunal  de  alzada podrá  decretar,  a  petición  de parte,  la
suspensión del cumplimiento de la sentencia del de primera instancia mientras se
encuentre pendiente la apelación, si existieren razones fundadas para ello, lo que
resolverá en cuenta.

Desechada la oposición formulada, se procederá al remate de la concesión
o autorización hipotecada.

El  cumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  en  la  ley  y  sus
reglamentos  seguirán  siendo  de  cargo  del  titular  o  del  ejecutante,  según
corresponda, mientras no se adjudique la concesión o autorización a un tercero.

La no aplicación de las causales de caducidad antes señaladas no regirá en
los casos en que el ejecutante o el adquirente, en venta forzada, sea la  misma
persona natural o jurídica titular de la concesión o autorización de acuicultura o
personas vinculadas a ella. Se entenderá por personas vinculadas, las personas
naturales que tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el
tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive o quienes
sean directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores
de la sociedad, así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por
cualquiera de ellos; sus socios, si se trata de una sociedad de personas, sea que
participen directamente o a través de otra persona vinculada, sea ésta natural o
jurídica; las sociedades de personas que tengan uno o más socios en común,
directamente o en la forma señalada precedentemente; las entidades del grupo
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empresarial  al  que  pertenece  la  sociedad;  las  personas  jurídicas  que  tengan,
respecto de la sociedad, la calidad de matriz, coligante, filial o coligada a que se
refiere  el  Título  VIII  de  la  ley  Nº  18.046,  sobre  Sociedades Anónimas,  y  toda
persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta,
pueda  designar  al  menos  un  miembro  de  la  administración  de  la  sociedad  o
controle un 10% o más del capital o del derecho a voto.

Se entenderá como concesión o autorización de acuicultura nueva para los
efectos del artículo 142, aquélla que sea inscrita como resultado de una venta
forzada  o  efectuada  de  conformidad  al  Libro  IV  del  Código  de  Comercio,
denominado  “De  las  Quiebras”,  con  la  excepción  de  lo  señalado  en  el  inciso
anterior.”

En  cualquier  caso,  el  adquirente  deberá  cumplir  con  los  requisitos
establecidos  en  el  artículo  71  de  esta  ley.  El  procedimiento  de  ejecución  no
habilitará la adquisición de la concesión por parte de una persona jurídica que no
tenga dentro de su objeto social la actividad de acuicultura, salvo en el caso que
se  trate  de  un  banco  y  para  el  solo  efecto  de  enajenar  la  concesión,  de
conformidad  con  el  artículo  84,  N°  5,  letra  b),  del  D.F.L.  Nº  3,  de  1997,  del
Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de
la Ley General de Bancos.”.

11) Agrégase el siguiente artículo 81 ter:

“Artículo 81 ter. La inscripción de la hipoteca contendrá:

a) El nombre, apellido y domicilio del  acreedor y su profesión, si  tuviere
alguna; y las mismas designaciones respecto del deudor y de los apoderados o
representantes legales del uno o del otro, que requieran la inscripción. 

Las personas jurídicas serán denominadas por su nombre legal  y por el
lugar de su establecimiento; y se extenderá a sus personeros lo que se dice de los
apoderados o representantes legales en el inciso anterior;

b) La fecha y naturaleza del contrato a que accede la hipoteca, y el archivo
en que se encuentra.

Si la hipoteca se ha constituido por acto separado, se expresará también la
fecha de este acto, y el archivo en que se encuentra;

c) La ubicación del centro de cultivo, indicando sector, comuna, provincia y
región;

d)  La  superficie  del  centro  de  cultivo  y  coordenadas geográficas  que lo
delimitan y las especies o grupo de especies objeto del cultivo;

e) El número de la resolución que otorgó la concesión o autorización, fecha
y autoridad de la que emana y fecha de su publicación en el Diario Oficial;

f)  La  suma  determinada  a  que  se  extiende  la  hipoteca  en  el  caso  de
haberse limitado a determinada cantidad; y

g) La fecha de la inscripción y la firma del Conservador.”.
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12) Intercálase en el inciso primero del artículo 84, a continuación del punto
seguido que pasa ser coma, la siguiente oración “salvo en el caso de concesiones
o autorizaciones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces, las que
pagarán 10 UTM por hectárea.”.

13)Introdúcense los siguientes incisos segundo y tercero al artículo 86:

“Dichas  medidas  podrán  incluir  la  eliminación  de  las  especies
hidrobiológicas en cultivo, el  establecimiento de condiciones sanitarias para las
actividades  de  acuicultura,  así  como  para  el  transporte,  procesamiento,
desinfección y demás relacionadas con el cultivo de especies hidrobiológicas. El
reglamento establecerá las condiciones y el procedimiento para el establecimiento
de las áreas de manejo sanitario y las de plagas, en su caso.

Los  procedimientos  específicos  y  las  metodologías  de  aplicación  de  las
medidas  antes  señaladas serán establecidos mediante  programas generales  y
especiales dictados por resolución del Servicio.”.

14) Incorpórase el siguiente artículo 86 bis:

“Artículo  86  bis.  La  Subsecretaría  deberá  establecer,  por  resolución,
densidades de cultivo para las áreas de manejo sanitario que se hubieren fijado,
de conformidad con el siguiente procedimiento.

La Subsecretaría formulará una propuesta preliminar de densidad de cultivo
mediante informe técnico, económico y ambiental que será remitido en consulta al
Servicio y al Instituto de Fomento Pesquero. Emitido el pronunciamiento de ambas
instituciones  y  analizadas  e  incorporadas,  en  lo  que  corresponda,  las
observaciones formuladas, se remitirá en consulta la propuesta a los titulares de
las concesiones de acuicultura que se encuentren dentro de cada una de las áreas
de manejo sanitario. Dichos titulares tendrán el plazo de un mes para remitir sus
observaciones aportando los antecedentes que las funden.

Vencido  el  plazo  antes  señalado,  la  Subsecretaría  fijará,  por  resolución
fundada que se publicará en el Diario Oficial, la densidad de cultivo para cada una
de las áreas de manejo sanitario.

Dentro del plazo de 10 días, contados desde la fecha de la publicación en el
Diario  Oficial,  se  podrá  reclamar  la  densidad  fijada  ante  el  Ministerio,
acompañando  los  antecedentes  en  que  se  funde  el  reclamo,  el  que  deberá
resolverse en el plazo de 10 días hábiles. 

Al  término  del  ciclo  productivo,  será  revisada  la  densidad  de  cultivo,  a
petición  de   cualquiera  de  los  titulares  de  las  concesiones  de  acuicultura
integrantes  del  área  de  manejo  sanitario  respectiva,  atendiendo  a  los
antecedentes que den cuenta de su condición sanitaria.

Se considerará densidad de cultivo la biomasa de peces existente por área
utilizada con estructuras de cultivo, al término del ciclo productivo. El reglamento
establecerá su fórmula de  cálculo.”.
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15)Intrudúcese el siguiente artículo 87 ter:

“Artículo 87 ter. Los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria, así
como las certificaciones que se requieran por los reglamentos establecidos en los
artículos 12, 86,  87, 87 bis y 90 bis deberán ser elaborados por las personas
naturales o jurídicas inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122, letra
l).”.

16)Incorpórase el siguiente artículo 118 ter:

“Artículo  118  ter.-  Serán sancionados los  titulares  de las  concesiones  y
autorizaciones de acuicultura que incurran en las siguientes infracciones:

a) Sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información
ambiental evaluada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento;

b) No dar cumplimiento a las condiciones de densidad o descanso en los
centros  de  cultivo  o  la  coordinación  de  las  mismas  en  las  áreas  de  manejo
sanitario, dispuestas de conformidad con la ley y sus reglamentos.

En los casos antes señalados, el titular del centro de cultivo objeto de la
infracción será sancionado con multa entre 2.000 y 3.000 UTM.

En el evento que se incurra en una segunda oportunidad en alguna de las
infracciones antes señaladas en el plazo de cuatro años, el titular del centro de
cultivo objeto de la infracción será sancionado con la suspensión de operaciones
por el plazo de tres años. Se caducará la concesión o autorización respectiva, al
titular de la misma que no dé cumplimiento a la suspensión de operaciones antes
indicada.

La suspensión se hará efectiva a partir  de la fecha de notificación de la
resolución de la Subsecretaría que la impone. No obstante, en los casos en que
existan ejemplares en cultivo a dicha fecha, la suspensión será aplicada a partir de
la cosecha de éstos, quedando prohibido el nuevo ingreso de ejemplares.

El plazo de suspensión de operaciones dispuesto en virtud de este artículo
no se computará para los efectos de tipificar la causal de caducidad prevista en el
artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Se declarará la caducidad de la concesión de acuicultura, si se configura
una tercera infracción de las señaladas precedentemente, en el plazo de tres años
contados desde el cumplimiento de la segunda infracción respecto de este centro
de cultivo.

Las  infracciones  de  este  artículo  no  se  someterán  al  procedimiento
establecido en el párrafo 2° del Título IX. Tales sanciones serán impuestas por
resolución  de  la  Subsecretaría,  previo  informe  del  Servicio  y  audiencia  del
interesado.  Podrá  reclamarse  de  la  resolución  que  impone  la  sanción  ante  el
Ministerio en el  plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la
resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles.”.  

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 122.

a) Sustitúyese su letra a) por la siguiente:
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“a) Inspeccionar y registrar inmuebles, establecimientos, centros de cultivo,
viveros, centros de matanza, recintos, naves, aeronaves, trenes, vehículos, cajas,
embalajes  o  envases  donde  se  produzcan,  elaboren,  procesen,  almacenen,
distribuyan y comercialicen especies hidrobiológicas y sus productos derivados. 

En  el  evento  de  oposición  al  registro  o  inspección,  los  funcionarios  del
Servicio  podrán  solicitar  el  auxilio  de  la  fuerza  pública,  la  que  contará  con  la
facultad de descerrajar, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que
no constituyan morada.”.

b) Intercálase en la letra b), entre las expresiones “calidad sanitaria” y “de
los productos”, la frase, seguida de una coma, “de los materiales de importación
usados destinados a la actividad de acuicultura”.

c) Agréganse las siguientes letras j), k), l) y m):

“j)  Autorizar,  excepcionalmente,  la  ejecución  de  labores  inspectivas  en
horarios  que  excedan  de  la  jornada  laboral,  con  cargo  a  un  arancel  fijado
anualmente, cuyo objetivo sea solventar el costo adicional en que deba incurrirse,
el que será pagado por el fiscalizado.

k) Registrar plantas de elaboración de productos alimenticios destinados a
las  especies  hidrobiológicas  y  requerir,  bajo  declaración  jurada,  informes  de
producción,  declaraciones  de  stock  de  productos  elaborados  y  destino  de  los
mismos.

l) Llevar un registro de las personas naturales o jurídicas acreditadas para
elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria de que trata esta ley
o  los  reglamentos  dictados  conforme  a  ella.  El  reglamento  establecerá  los
requisitos  técnicos y  financieros que deban cumplir,  con el  fin  de velar  por  la
calidad,  confiabilidad  e  idoneidad  de  sus  funciones,  las  normas  relativas  al
cumplimiento de éstas y las garantías que deberán rendir para su correspondiente
inscripción. Los inscritos en el registro tendrán la obligación de remitir al Servicio
copia fidedigna de los instrumentos elaborados dentro del plazo de cinco días,
contados desde su emisión.

El Servicio eliminará del registro, por el plazo de cinco años, a quienes
pierdan uno o más requisitos establecidos en el reglamento para la inscripción.
Asimismo,  se  eliminará  del  registro  por  el  mismo  plazo  a  quienes  remitan  al
Servicio los instrumentos fuera de plazo por dos veces en un año, los elaboren
deliberadamente sin someterse a los procedimientos y metodologías establecidas
al efecto por la normativa vigente o entreguen información falsa en ellos.

La eliminación del registro afectará a la persona jurídica y a sus socios
personalmente considerados, quienes no podrán inscribirse por el mismo plazo de
la eliminación, ya sea directamente o a través de otra persona jurídica de la que
formen parte.

La inscripción en el registro tendrá una vigencia de tres años y podrá ser
renovada a petición de los interesados.

m)  Exigir  el  uso  de  un  sistema  de  posicionamiento  automático  a  las
embarcaciones  que  realizan  el  transporte  de  especies  hidrobiológicas
provenientes de cultivo, de conformidad con las disposiciones del Título V de esta
ley.”.
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18) Modifícase el artículo 142 en el sentido siguiente:

a) Incorpórase al inciso primero de la letra e), la siguiente oración final:
“Los  plazos  antes  señalados  se  suspenderán  en  los  casos  en  que  la

autoridad  hubiese  dispuesto  descanso  obligatorio,  de  conformidad  con  el
reglamento a que se refiere el artículo 86.”.

b) Reemplázase en el inciso tercero de la letra e), la oración “por una sola
vez, ampliación de plazo, de hasta un año” por “una ampliación de plazo por el
tiempo de duración del evento que configure la fuerza mayor o el caso fortuito.”.

c) Agrégase al final del inciso tercero de la letra e), después de un punto
seguido, lo siguiente: “Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros,
la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona
aledaña a la concesión o autorización de que se trate.”.

d) Agréganse las siguientes letras i), j) k) y l) al inciso primero.

“i) Haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta de conformidad
con el artículo 118 ter.

j) Incurrir en una tercera infracción de conformidad con lo dispuesto con el
artículo 118 ter.

k)  Haber  sido condenado en tres ocasiones,  en un plazo de tres años,
contados desde la primera sentencia ejecutoriada, por prácticas antisindicales o
infracción a los derechos fundamentales del trabajador.

l)  En  el  caso  de  los  centros  de  cultivo  que  en  virtud  de  esta  ley  se
mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica,
de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.”.

Artículo 2°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley, suspéndese
en las  regiones X y  XI  el  ingreso de solicitudes y  el  otorgamiento  de nuevas
concesiones  de  acuicultura  cuyo  proyecto  técnico  considere  peces,  salvo  las
solicitudes  que,  a  dicha  fecha,  cuenten  con  proyecto  técnico  aprobado  por  la
Subsecretaría de Pesca y aquéllas a cuyos titulares se les hubiera enviado carta
para  los  efectos  establecidos en el  artículo  14  del  D.S.  N°  290,  de  1993,  del
Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

En  las  regiones  antes  señaladas,  sólo  se  tramitarán  las  solicitudes  de
ampliación  de  área  presentadas  al  31  de  enero  de  2009  y  los  cambios  de
proyectos técnicos. Además, se permitirá la relocalización de las concesiones de
conformidad con el artículo 5° de esta ley.

Vencido el plazo de dos años, contados desde la fecha de publicación de
esta  ley,  se  reiniciará  en  la  XI  región  el  ingreso  de  solicitudes  de  nuevas
concesiones y el otorgamiento de las mismas.

Artículo  3°.-   Se  considerarán áreas  de  manejo  sanitario  de  centros  de
cultivo de peces en las regiones X y XI, aquéllas en que el Servicio Nacional de
Pesca haya establecido medidas coordinadas a la fecha de publicación de esta
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ley, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley
General de Pesca y Acuicultura.

La modificación o eliminación de estas áreas se someterá al procedimiento
previsto en los  artículos 2°, N° 52, y 86 de la referida ley.

Artículo 4°. Suspéndese el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones y
el otorgamiento de concesiones en la XII  región mientras no se modifiquen las
áreas apropiadas para la  acuicultura,  estableciéndolas por  grupos de especies
hidrobiológicas, de conformidad con los incisos siguientes. 

En  el  plazo  máximo  de  doce  meses,  contados  desde  la  fecha  de
publicación  de  la  presente  ley,  el  Gobierno  Regional  de  la  XII  Región deberá
remitir a la Subsecretaría de Pesca las propuestas de áreas apropiadas para el
ejercicio de la acuicultura en las comunas de Timaukel, Porvenir, Punta Arenas,
Cabo de Hornos, Río Verde y Natales. 

Dichas  propuestas  podrán  ser  entregadas  por  comunas  o  grupo  de
comunas conforme avance el proceso de zonificación.

Recibida la propuesta por comuna o grupo de comunas, la Subsecretaría
de Pesca emitirá una resolución que se publicará de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, contándose con un
plazo  de  15  días  hábiles  para  formular  opiniones  y  15  días  hábiles  para
responderlas y emitir el informe técnico respecto de las áreas propuestas para la
comuna  de  que  se  trate.  Dicho  informe  se  remitirá  al  Ministerio  de  Defensa
Nacional, Subsecretaría de Marina, para que en el plazo de 10 días hábiles emita
el decreto respectivo para la comuna correspondiente. 

Una vez emitido el decreto de establecimiento de las áreas apropiadas para
la acuicultura, la Subsecretaría fijará áreas de manejo sanitario para la comuna o
grupo de comunas conforme a las cuales se reanudará el ingreso de solicitudes y
el otorgamiento de concesiones de acuicultura.

Vencido  el  plazo  máximo  señalado  para  que  el  Gobierno  Regional
proponga modificaciones a las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura
en los términos antes señalados, quedará sin efecto la suspensión del ingreso de
nuevas solicitudes y el otorgamiento de concesiones.

Artículo 5°.- Los centros de cultivo de peces en las regiones de Los Lagos y
de Aysén podrán relocalizarse, en la misma región, dentro de un área de manejo
sanitario fijada por la Subsecretaría o el Servicio, según corresponda, o cambiarse
a otra, cumpliendo con los siguientes requisitos:

a) Mantener el grupo de especies hidrobiológicas y área de la concesión
autorizada;

b) Presentar una renuncia a la concesión de que es titular, condicionada al
otorgamiento de la concesión de reemplazo en la relocalización; y

c) La solicitud de concesión de reemplazo deberá ubicarse dentro de áreas
apropiadas para el ejercicio de la acuicultura y dar cumplimiento a los requisitos
establecidos en el artículo 79 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.
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El  titular  de  dos  concesiones  podrá  juntarlas  sometiéndose  a  las
condiciones antes señaladas.

La concesión de reemplazo quedará sometida al  mismo régimen que la
concesión original.  Por  el  solo  ministerio  de la  ley,  la  hipoteca que grave una
concesión se extenderá a aquélla que la reemplace de conformidad a lo previsto
en el presente artículo, conservando la fecha de constitución de la hipoteca sobre
la concesión original.

Artículo 6°.- Para los efectos de los artículos 2°, 3°, 4° y 5° de esta ley se
entenderá por áreas de manejo sanitario aquéllas definidas de conformidad con el
numeral 52), del artículo 2°, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º.- El  aumento  del  monto  de  la  patente  por  concepto  de
concesiones  o  autorizaciones  de  acuicultura,  cuyo  proyecto  técnico  considere
peces, que por esta ley se establece en el numeral 12 del artículo 1º, entrará en
vigencia de acuerdo al siguiente calendario:

a) En el año 2010: 4 UTM por hectárea;
b) En el año 2011: 6 UTM por hectárea:
c) En el año 2012: 8 UTM por hectárea;
d) A partir del año 2013: 10 UTM por hectárea.

Durante los años 2010 a 2015, los titulares de concesiones o autorizaciones
de acuicultura  de peces que hayan utilizado,  en  el  año calendario  anterior,  la
franquicia tributaria para capacitación de sus trabajadores hasta por el 90% del
total del 1%, a que se refiere el artículo 36 de la ley N° 19.518, tendrán derecho a
un descuento en el cargo por concepto de pago de la patente única de acuicultura
para el año respectivo, equivalente a un 33% de la diferencia resultante entre el
valor de la patente que se deba pagar, de conformidad con el inciso anterior, y el
valor de la patente vigente al  1 de enero del año 2009, multiplicada por el número
de hectáreas por el  cual  el  titular del  centro de cultivo pagó la patente el  año
calendario  anterior.  En  el  caso  que  el  descuento  sea  superior  al  cargo  que
corresponda pagar por concepto de patente el año respectivo, el saldo expresado
en UTM se imputará al  pago de la  patente  del  año o  años siguientes,  según
corresponda.

Artículo 2º.- La declaración de áreas de manejo sanitario por grupos de
especies hidrobiológicas que se realice por la Subsecretaría de Pesca, no afectará
la actual ubicación de las concesiones otorgadas a la fecha de publicación de la
presente ley, pero deberán dar cumplimiento a las condiciones de operación que
en virtud de ellas se establezcan. 

Artículo 3°.- En el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación
de esta ley, se establecerán áreas apropiadas para la acuicultura en las regiones
X, XI, XII y XIV cuyo objetivo será el otorgamiento de concesiones de acuicultura
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exclusivamente a organizaciones de pescadores artesanales o de trabajadores
despedidos de la industria de la acuicultura.

Las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura que se establezcan
deberán permitir acceder hasta un máximo de 360 hectáreas para concesiones
por región.

Las organizaciones de pescadores artesanales que soliciten concesiones
en estas áreas deberán haberse constituido con anterioridad al  1 de enero de
2009 y sus socios estar inscritos en el  Registro  Pesquero Artesanal,  antes de
dicha fecha, en la región respectiva.

Las  organizaciones  de  trabajadores  a  que  se  refiere  el  inciso  primero,
deberán acreditar que sus integrantes fueron despedidos de centros de cultivo que
se encontraban en operación al 1 de julio de 2007 en alguna de las regiones antes
señaladas, mediante finiquito que cuente con fecha cierta, de conformidad con las
disposiciones del Código del Trabajo.

En el plazo de seis meses, contados desde la fecha de publicación de esta
ley, deberá establecerse el reglamento conforme al cual se determine la forma y
los criterios de asignación de las concesiones de que trata este artículo. Para tales
efectos, el reglamento se someterá a la consulta de los integrantes del Consejo
Nacional de Pesca.

Las concesiones de que trata este artículo serán intransferibles, no serán
susceptibles  de  negocio  jurídico  alguno  ni  sometidas  a  los  regímenes  de  los
artículos 80 bis y 80 ter  de la Ley General  de Pesca y Acuicultura,  y estarán
exentas del pago de la patente única de acuicultura por los tres primeros años,
contados desde la entrega material de la concesión. A partir del cuarto año, estas
concesiones pagarán 2 UTM por hectárea.

Las concesiones de que trata este artículo se someterán, en lo demás, a la
Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos.

Artículo 4°.- Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la
operación de viveros de peces o centros de acopio de los mismos  y la renovación
de las concesiones marítimas otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para
la operación de aquéllos.

Artículo  5°.  El  plazo  de  paralización  de  actividades  en  que  hubieren
incurrido las concesiones de acuicultura, en el plazo comprendido entre el 1 de
julio de 2007 y el 31 de diciembre de 2011, no se contabilizará para efectos de la
configuración de la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la
Ley General de Pesca y Acuicultura.

Artículo 6°.- Se propondrá una normativa especial que regule los efectos
laborales que se produzcan por aplicación  de la presente ley.

Artículo 7°.- Mientras no se dicte el reglamento que establecerá la definición
de caladero de pesca, su determinación para efectos del establecimiento de áreas
apropiadas para la acuicultura se realizará considerando la información técnica
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disponible acerca de los sectores en que dichos caladeros se ubican, la que será
complementada con aquélla proveniente del sector pesquero.

*************

Tratado  y  acordado,  según  consta  en  las  actas  correspondientes  a  las
sesiones de los días 20 de enero; 10, 11, 18 y 31 de marzo; 1, 8, 14, 15, 28 y 29
de abril; 6, 12 y 13 de mayo del año en curso, con la asistencia de los señores
Norambuena, don Iván; (Presidente); Alinco, don René; De Urresti, don Alfonso;
Errázuriz,  don  Maximiano;  Galilea,  don  Pablo;  señora  Goic,  doña  Carolina;
Espinoza,  don  Fidel;  Melero,  don  Patricio;  señora  Pacheco,  doña  Clemira;
Recondo,  don  Carlos;  Súnico,  don  Raúl;  Ulloa,  don  Jorge;  y  Vallespín,  don
Patricio. 

Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2009.

  SERGIO MALAGAMBA STIGLICH
  Abogado Secretario de la Comisión 
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